
 

TESIS JURISPRUDENCIAL 1/2017 (10a.) 
 
 

LEYES DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN. NO POSEEN UN 
CONTENIDO MERAMENTE INFORMATIVO, SINO QUE PUEDEN 
REGULAR ASPECTOS NORMATIVOS TRIBUTARIOS. Ningún precepto 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé que la 
Ley de Ingresos de la Federación deba tener sólo un carácter; por el 
contrario, los juicios que han llegado a realizarse sobre el particular 
permiten sostener que la Ley de Ingresos debe tener un contenido 
normativo específico, como lo es legislar sobre las contribuciones que 
deba recaudar el erario federal. En efecto, la Constitución no dispone que 
la Ley de Ingresos debe limitarse materialmente, a fin de contemplar sólo 
una serie de datos e informes sobre las contribuciones que deban 
recaudarse, razón por la que las Leyes de Ingresos de la Federación del 
ejercicio fiscal de que se trate, pueden regular aspectos sustantivos 
fiscales de trascendencia en la determinación de los impuestos. Por ende, 
resulta incorrecto afirmar que el contenido de la Ley de Ingresos de la 
Federación, es decir, la materia a la que podría ceñirse desde el punto de 
vista constitucional, tendría que ser únicamente informativa de las 
contribuciones que el erario federal deba recaudar y que no puede regular 
elementos tributarios concernientes a la materia fiscal. 
 
Amparo en revisión 841/2010. Premezclas y Vitaminas Tepa, S.A. de 
C.V. 12 de enero de 2011. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo. 
 
Amparo en revisión 450/2013. Constructora Marhnos, S.A. de C.V. y 
otras. 9 de octubre de 2013. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 480/2013. América Móvil, S.A.B. de C.V. 30 de 
octubre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 501/2013. JB y Compañía, S.A. de C.V. y otros. 27 
de noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa 
Portillo. 
 
Amparo en revisión 543/2014. Disciplina de Comercialización, S.A. de 
C.V. 25 de febrero de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa 
Portillo. 
 



 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha siete de diciembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, 
ocho de diciembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 2/2017 (10a.)  
 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y DUDA RAZONABLE. FORMA EN LA 
QUE DEBE VALORARSE EL MATERIAL PROBATORIO PARA 
SATISFACER EL ESTÁNDAR DE PRUEBA PARA CONDENAR 
CUANDO COEXISTEN PRUEBAS DE CARGO Y DE DESCARGO. 
Cuando en un proceso penal coexisten tanto pruebas de cargo como de 
descargo, la hipótesis de culpabilidad formulada por el Ministerio Público 
sólo puede estar probada suficientemente si al momento de valorar el 
material probatorio se analizan conjuntamente los niveles de corroboración 
tanto de la hipótesis de culpabilidad como de la hipótesis de inocencia 
alegada por la defensa. Así, no puede restarse valor probatorio a las 
pruebas de descargo simplemente con el argumento de que ya existen 
pruebas de cargo suficientes para condenar. En este sentido, la suficiencia 
de las pruebas de cargo sólo se puede establecer en confrontación con las 
pruebas de descargo. De esta manera, las pruebas de descargo pueden 
dar lugar a una duda razonable tanto cuando cuestionen la fiabilidad de 
las pruebas de cargo, como en el supuesto en que la hipótesis de 
inocencia efectivamente alegada por la defensa esté corroborada por esos 
elementos exculpatorios. Así, la actualización de una duda razonable por 
cualquiera de estas dos razones impide considerar que las pruebas de 
cargo son suficientes para condenar. 
 
Amparo directo 21/2012. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente. Los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, reservaron su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 4380/2013. Joseph Juan Sevilla Silva. 19 de 
marzo de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 3457/2013. Adrián Martínez Mayo. 26 de 
noviembre de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente por razón de 
improcedencia del recurso: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 3046/2014. Manuel López Sánchez. 18 de 
marzo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 5601/2014. Luis Álvarez Cárdenas y otro. 17 
de junio de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 



 

concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Bárcena Zubieta.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha siete de diciembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, 
ocho de diciembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 3/2017 (10a.)  
 
PRUEBA DE CARGO. PUEDE SER DIRECTA O INDIRECTA. La prueba 
de cargo es aquella encaminada a acreditar directa o indirectamente la 
existencia del delito y/o la responsabilidad penal del procesado. Para 
determinar si una prueba de cargo es directa o indirecta se debe atender a 
la relación entre el objeto del medio probatorio y los hechos a probar en el 
proceso penal. La prueba de cargo será directa si el medio de prueba 
versa sobre el hecho delictivo en su conjunto o algún aspecto de éste 
susceptible de ser observado (elementos del delito) y/o sobre la forma en 
la que una persona ha intervenido en esos hechos (responsabilidad 
penal). En cambio, la prueba de cargo será indirecta si el medio probatorio 
se refiere a un hecho secundario a partir del cual pueda inferirse la 
existencia del delito, de alguno de sus elementos y/o la responsabilidad 
del procesado. 
 
Amparo directo 21/2012. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló 
voto concurrente. Los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, reservaron su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 4380/2013. Joseph Juan Sevilla Silva. 19 de 
marzo de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena 
Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 3457/2013. Adrián Martínez Mayo. 26 de 
noviembre de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente por razón de 
improcedencia del recurso: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 5601/2014. Luis Álvarez Cárdenas y otro. 17 
de junio de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Bárcena Zubieta.  
 
Amparo directo en revisión 3669/2014. Julio Pedraza Serrano y otro. 11 
de noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretarios: José Alberto Mosqueda Velázquez, Arturo Bárcena Zubieta, 



 

Julio Veredín Sena Velázquez, Héctor Vargas Becerra y Rosalía 
Argumosa López. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha siete de diciembre de dos mil dieciséis. Ciudad de México, 
ocho de diciembre de dos mil dieciséis. Doy fe. 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 4/2017 (10a.) 
         
 

TESTAMENTO. LIMITACIÓN PARA INTERVENIR COMO TESTIGOS 
POR RAZÓN DE LA EDAD (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1366, 
FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE 
MICHOACÁN, VIGENTE HASTA EL 22 DE SEPTIEMBRE DE 2004). El 
precepto citado, en sus diversas fracciones, dispone quiénes no pueden 
fungir como testigos en el otorgamiento de un testamento, de donde se 
colige que, en principio, cualquier persona podría intervenir con ese 
carácter, siempre que no se ubique en alguno de los supuestos ahí 
establecidos. Dentro de esas restricciones está la de tener menos de 
veintiún años, disposición que, por la época en que se emitió, admite dos 
interpretaciones: una gramatical, que da lugar a atender la norma en sus 
términos, y otra exegética, a partir de la cual puede afirmarse que dicha 
prohibición se dirige a las personas menores de edad. A fin de resolver a 
cuál de esas interpretaciones debe atenderse, se parte de la base de que 
no todas las personas tienen condiciones para actuar como testigos en el 
otorgamiento de un testamento, pues la ley considera los inconvenientes y 
las dificultades que representa que ciertos individuos intervengan en ese 
acto, dadas sus circunstancias personales, al tiempo que establece ciertas 
características que los dotan de idoneidad, esto es, que sean personas 
capaces, confiables, con el criterio necesario para respaldar la 
autenticidad del acto y la madurez suficiente para darse cuenta de su 
importancia y declarar respecto del cumplimiento de las formalidades 
previstas en la ley. En lo que se refiere a la limitación de que el testigo no 
pueda ser menor de veintiún años, no existe justificación alguna para 
explicarla, ni para considerar alguna ventaja adicional en las personas 
mayores de esa edad, razón por la cual debe partirse de la interpretación 
que más favorezca a la persona en términos del artículo 1° constitucional, 
para concluir que la prohibición para fungir como testigos en la 
formalización de un testamento público abierto, en lo que a la edad se 
refiere, está dirigida a aquellos individuos que no gozan de las 
presunciones legales que genera la mayoría de edad, relativas a la 
capacidad de ejercicio. Consecuentemente, interpretar que dicha 
prohibición se endereza a toda persona menor de veintiún años implica 
convalidar una limitación injustificada impuesta a las personas que, 
habiendo adquirido la mayoría de edad y, por ende, la capacidad de 
ejercicio, no pueden intervenir en un acto para el que se encuentran 
capacitadas sino hasta que cumplan los veintiún años; situación que, de 
suyo, transgrede el principio de igualdad, en especial cuando no existe 
razonabilidad alguna que justifique esa limitación; de ahí que no deba 
atenderse a la literalidad del artículo 1366, fracción II, del Código Civil para 
el Estado de Michoacán, vigente hasta el 22 de septiembre de 2004, sino 
a la mayoría de edad para decidir si el testigo instrumental en un 
testamento es o no idóneo.  
 
Contradicción de tesis 224/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer 
Circuito, antes Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región con residencia en Culiacán, Sinaloa. 7 de septiembre de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 



 

Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez 
Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, antes Tercer Tribunal Colegiado del Décimo 
Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 303/2003, que dio 
origen a la tesis aislada XI.3o.22 C, de rubro: “TESTAMENTO, TESTIGOS 
DEL. PUEDEN SER LOS MAYORES DE DIECIOCHO AÑOS DE EDAD 
(ARTÍCULO 1366, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO 
DE MICHOACÁN).”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, octubre de 2003, página 1132, con 
número de registro 182928. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán Sinaloa, al resolver el juicio de amparo 
directo 1565/2014 (cuaderno auxiliar 162/2015), sostuvo que el artículo 
1366 del Código Civil del Estado de Michoacán vigente al quince de 
septiembre de mil novecientos ochenta y seis, establece como requisito 
para ser testigo de un testamento contar con la edad mínima de 21 años, 
sin que sea necesario acudir a otra disposición para establecer una edad 
diversa, ya que con ello se estaría violando la forma prescrita en el 
otorgamiento del testamento público abierto, con independencia de las 
reformas posteriores a dicha ley. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha once de enero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, doce de 
enero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

   TESIS JURISPRUDENCIAL 5/2017 (10a.)  
 
 

RECURSO DE INCONFORMIDAD. LA SUPLENCIA DE LA VÍA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 213 DE LA LEY DE AMPARO NO TIENE 
EL ALCANCE DE RECONDUCIR LA ACCIÓN INTENTADA HACIA UN 
PROCEDIMIENTO DIVERSO, LLEVADO ANTE TRIBUNALES 
DISTINTOS Y RESPECTO DE ACTOS IMPUGNADOS QUE NO 
GUARDAN IDENTIDAD. El recurso de inconformidad contiene una litis 
especial, razón por la cual no es posible atender las manifestaciones de 
los justiciables tendentes a controvertir la legalidad de cuestiones ajenas a 
la resolución impugnada. De ahí que, de conformidad con la tesis aislada 
de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 1a. 
CCLXVI/2013 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 1, septiembre de 2013, 
página 993, de rubro: "INCONFORMIDAD. SON INOPERANTES LOS 
AGRAVIOS QUE NO CONTROVIERTEN LO RESUELTO POR EL 
ÓRGANO DE AMPARO EN RELACIÓN CON EL CUMPLIMIENTO DEL 
FALLO PROTECTOR.", son inoperantes los agravios que controvierten la 
forma en que la autoridad responsable cumplió con la sentencia 
protectora, es decir, los que tengan la pretensión de analizar aspectos 
ajenos a la materia del recurso hecho valer. Consecuentemente, la 
suplencia de la vía prevista en el artículo 213 de la Ley de Amparo, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, no 
tiene el alcance de reconducir la acción intentada hacia un procedimiento 
diverso, llevado ante tribunales distintos y respecto de actos impugnados 
que, si bien están relacionados, no conservan identidad. 
 
Recurso de inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 de 
la Ley de Amparo 357/2013. Banco Inbursa, S.A., Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero Inbursa. 18 de septiembre de 2013. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Recurso de reclamación 758/2014. Instituto Mexicano del Seguro Social. 
26 de noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Rodrigo Montes de Oca 
Arboleya. 
 
Recurso de inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 de 
la Ley de Amparo 391/2015. 19 de agosto de 2015. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: María Isabel Castillo Vorrath. 
 
Recurso de Inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 de 
la Ley de Amparo 437/2015. Jorge Arturo Altieri Zúñiga alias “El Chalán” 
o el “Zurdo”. 7 de octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: María 
Isabel Castillo Vorrath. 



 

 
Recurso de Inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 de 
la Ley de Amparo 1079/2015. José Manuel Rábago Franco. 20 de enero 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha dieciocho de enero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
diecinueve de enero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 6/2017 (10a.) 
 
 

PERJUICIOS. PARA FIJAR EL MONTO DE LA GARANTÍA POR LOS 
QUE PUEDAN OCASIONARSE AL CONCEDERSE LA SUSPENSIÓN 
DEL ACTO RECLAMADO EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA 
CIVIL, DEBE CONSIDERARSE LA TASA DE INTERÉS 
INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO (TIIE) COMO UN INDICADOR DE 
BASE ANUAL. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
la tesis de jurisprudencia P./J. 71/2014 (10a.)¹, de rubro: “DAÑOS Y 
PERJUICIOS. FORMA DE FIJAR EL MONTO DE LA GARANTÍA POR 
ESOS CONCEPTOS AL CONCEDERSE LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO 
DE AMPARO CUANDO SE RECLAMA UNA CANTIDAD LÍQUIDA.”, 
estableció que para el cálculo de la garantía respecto de los perjuicios 
ocasionados por la concesión de la suspensión, es aplicable la Tasa de 
Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) a plazo de 28 días, porque es un 
indicador que, en términos generales, refleja el rendimiento que pudo 
originar la cantidad dejada de percibir o lo que cualquier persona recibiría 
al depositar su dinero en alguna institución de banca múltiple. En relación 
con el indicador señalado, cabe tener en cuenta que el Banco de México 
expidió la Circular 3/2012, dirigida a Instituciones de Crédito y a la 
Financiera Rural, relativa a las Disposiciones Aplicables a las Operaciones 
de las Instituciones de Crédito y de la Financiera Rural, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 2 de marzo de 2012, de cuyos artículos 
38, 39, 150 y 163, se advierte que las instituciones bancarias expresarán 
las tasas de interés y los rendimientos en términos anuales; que en las 
operaciones pasivas con tasas de interés variable, únicamente podrán 
utilizar como tasa de referencia, entre otras, la TIIE; que para 
determinarla, el Banco de México recibe cotizaciones de instituciones de 
banca múltiple; y que las tasas de interés que se obtengan conforme a lo 
previsto en el capítulo “Determinación de la Tasa de Interés Interbancaria 
de Equilibrio en Moneda Nacional”, se expresarán en términos 
porcentuales anuales. Ahora bien, con base en las disposiciones citadas, 
es válido inferir que para efectos de fijar el monto de la garantía por los 
perjuicios que puedan ocasionarse al concederse la suspensión del acto 
reclamado en el juicio de amparo en materia civil, la expresión de la tasa 
TIIE debe considerarse un porcentaje establecido en términos anuales, 
aunque no se prevea así expresamente en las publicaciones respectivas. 
 
Contradicción de tesis 260/2015. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 24 de agosto de 
2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver la queja 31/2014, sostuvo la tesis aislada número I.7o.C.7 K 
(10a.), de rubro: “SUSPENSIÓN EN AMPARO DIRECTO. 
PROCEDIMIENTO PARA EL CÁLCULO DE LA GARANTÍA CON BASE 
EN EL INDICADOR ECONÓMICO TIIE.”, visible en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 11 de julio de 2014 a las 8:25 horas y en la 



 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 8, 
Tomo II, julio de 2014, página 1310, con número de registro 2007045. 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver las quejas 201/2014 y 207/2015, con la tesis III.2o.C.8 K (10a.), 
de rubro: “DAÑOS Y PERJUICIOS OCASIONADOS POR EL 
OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN. EL MECANISMO PARA 
DETERMINAR EL MONTO QUE LOS GARANTICE, DEBE CONSIDERAR 
LA TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE 
VEINIOCHO DÍAS, QUE EQUIVALE A UN MES; LA CUANTÍA DEL 
NEGOCIO Y EL TIEMPO PROBABLE DE DURACIÓN DEL JUICIO 
CONSTITUCIONAL [INTERPRETACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
1a./J.110/2013 (10a.)].”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 17 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo II, 
página 1715, registro 2008905. 
 
¹La tesis jurisprudencial P./J. 71/2014 (10a.) citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de enero de 2015 a 
las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, página 5, registro 
2008219. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha dieciocho de enero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
diecinueve de enero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 7/2017 (10a.) 
 
  

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. LAS 
ACTUACIONES, PROMOCIONES O DILIGENCIAS OCURRIDAS EN UN 
EXHORTO O DESPACHO ORDENADO EN JUICIO PARA EMPLAZAR A 
UN DEMANDADO, CONSTITUYEN ACTOS PROCESALES 
SUSCEPTIBLES DE INTERRUMPIR EL PLAZO PARA QUE OPERE 
AQUÉLLA Y, POR ENDE, DEBE SOLICITARSE EL INFORME 
RELATIVO AL JUEZ REQUERIDO. En materia mercantil, la caducidad de 
la instancia está regulada en el artículo 1076 del Código de Comercio, del 
cual se advierte que la orden de practicar el emplazamiento a un 
codemandado mediante exhorto o despacho y su sola tramitación, no 
pueden considerarse circunstancias que suspendan el procedimiento para 
efectos de la declaratoria de caducidad pues, por regla general, no 
impiden que el juez y las partes actúen, ni es necesario esperar a que se 
informe el resultado de la diligencia respectiva por parte del juzgador 
requerido para continuar el juicio, subsistiendo la carga procesal de las 
partes de impulsar el procedimiento con la finalidad de llegar a su 
conclusión. Ahora bien, debe señalarse que las promociones y 
actuaciones ocurridas durante el trámite y cumplimiento del exhorto o 
despacho, constituyen actos procesales respecto del juicio mercantil de 
origen para efectos de decidir sobre la caducidad de la instancia; por lo 
que el juez requirente debe conocer si en la tramitación y desarrollo del 
exhorto o despacho ocurrieron promociones, actuaciones o diligencias 
aptas para interrumpir el plazo para que opere la caducidad, lo que le 
impone el deber de solicitar al juez requerido que rinda un informe al 
respecto, con la finalidad de contar con los elementos necesarios para 
resolver lo conducente, en el entendido de que sólo mediante la rendición 
del informe respectivo por parte del requerido, el juez del conocimiento 
estará en condiciones de resolver sobre la posible existencia, o no, de la 
caducidad de la instancia, pues examinará el expediente del juicio 
mercantil de origen y el informe rendido por el juez requerido, para 
determinar si existe oportunidad e idoneidad para interrumpir el plazo para 
que opere la caducidad de la instancia en el juicio mercantil. Todo lo 
anterior, sin perjuicio de que los interesados puedan interrumpir dicho 
plazo promoviendo directamente ante el juzgador del conocimiento, 
mediante solicitudes que impulsen el procedimiento hacia su conclusión 
antes de que transcurra el plazo respectivo. 
 
Contradicción de tesis 31/2016. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 7 de septiembre de 
2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, en 
cuanto al fondo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver los amparos directos 361/2008, 548/2009, 203/2010, 214/2010 y 
275/2010), sostuvo la tesis jurisprudencial VI.2o.C. J/322, de rubro: 
“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA MERCANTIL. EL 
CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA QUE OPERE INICIA A PARTIR DEL 
PRIMER AUTO QUE SE DICTE EN EL JUICIO Y NO CUANDO SE 



 

RECIBA EL EXHORTO EN EL QUE CONSTE EL EMPLAZAMIENTO AL 
DEMANDADO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, noviembre de 2010, página 1232, con 
número de registro 163509. 
 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 679/2015, sostuvo que las actuaciones 
practicadas por el juez exhortado, atinentes a la radicación de la 
respectiva comunicación procesal, así como la diligencia de requerimiento 
de pago, embargo y emplazamiento a la deudora, constituyen actuaciones 
judiciales que sí tienden a impulsar el procedimiento, puesto que ponen en 
evidencia la intención de la actora en la continuación del procedimiento, 
derivado del llamamiento a juicio de uno de los demandados. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha dieciocho de enero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
diecinueve de enero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 8/2017 (10a.) 
 
DERECHO A LA VIDA FAMILIAR DE LAS PAREJAS DEL MISMO 
SEXO. A partir de las consideraciones del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos sobre la similitud entre las parejas homosexuales y 
heterosexuales en cuanto a su capacidad de desarrollar una vida familiar, 
la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación entiende 
que la vida familiar entre personas del mismo sexo no se limita 
únicamente a la vida en pareja, sino que puede extenderse a la 
procreación y a la crianza de niños y niñas según la decisión de los 
padres. Así, existen parejas del mismo sexo que hacen vida familiar con 
niños y niñas procreados o adoptados por alguno de ellos, o parejas que 
utilizan los medios derivados de los avances científicos para procrear. 
 
Amparo en revisión 581/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló 
voto concurrente; José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Bárcena Zubieta. 
 
Amparo en revisión 152/2013. 23 de abril de 2014. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular, en el que estima que en el caso 
no existió acto concreto de aplicación de la norma impugnada. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David 
García Sarubbi. 
 
Amparo en revisión 263/2014. 24 de septiembre de 2014. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular, en el que estima que en el caso 
no existió acto concreto de aplicación de la norma impugnada. Ponente: 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina 
Cienfuegos Posada.  
 
Amparo en revisión 704/2014. 18 de marzo de 2015. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular, en el que estima que en el caso 
no existió acto concreto de aplicación de la norma impugnada. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna. 
 
Amparo en revisión 735/2014. 18 de marzo de 2015. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular, en el que estima que en el caso 
no existió acto concreto de aplicación de la norma impugnada. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 



 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha dieciocho de enero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
diecinueve de enero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 9/2017 (10a.) 
         
 

ANOTACIÓN REGISTRAL CAUTELAR. CUÁNDO DEBE EXIGIRSE 
GARANTÍA. Cuando en la legislación se prevén medidas cautelares 
mediante el otorgamiento de una garantía, esta última debe exigirse si la 
concesión de aquélla es susceptible de causar daños y perjuicios en la 
esfera jurídico patrimonial del afectado. En ese contexto, la medida 
cautelar de anotación registral de una demanda civil relacionada con la 
disputa de derechos sobre la propiedad de un inmueble, tiene como 
finalidad inmediata asegurar la publicidad del proceso para que las 
sentencias que en ellos recaigan puedan ser opuestas a terceros 
adquirentes de derechos sobre el bien litigioso; destacando que mediante 
tal medida, no se limita la potestad del propietario para enajenar o 
disponer del inmueble. Sin embargo, de manera mediata, la anotación 
registral de la demanda también coloca al inmueble en una posición de 
desventaja en el mercado inmobiliario, al quedar sometida la eficacia y el 
alcance de los derechos que se adquieran sobre el mismo, al resultado de 
un juicio que se encuentra en trámite; lo que permite afirmar que tal 
medida cautelar sí es susceptible de causar daños y perjuicios al 
propietario registral. En consecuencia, la indicada anotación registral, 
como medida cautelar, sí exige la exhibición de garantía. 
 
Contradicción de tesis 103/2016. Suscitada entre el Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Pleno del Vigésimo 
Noveno Circuito. 11 de enero de 2017. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Décimo Cuarto 
Circuito, al resolver el juicio de amparo en revisión 382/2015, sostuvo que 
la anotación registral preventiva del juicio civil a que está sujeto un 
inmueble, no afecta el derecho de propiedad, pues sólo tiene efectos 
publicitarios, por lo que no es necesario fijar una garantía a quien solicita 
dicha anotación. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo en revisión 208/2015, con la tesis VII.1o.C.27 
C, de rubro: “ANOTACIÓN REGISTRAL PREVENTIVA DE LA DEMANDA 
CIVIL DENTRO DEL JUICIO. SE EQUIPARA A UNA PROVIDENCIA 
PRECAUTORIA Y REQUIERE EL OTORGAMIENTO DE FIANZA PARA 
RESPONDER POR LOS PROBABLES DAÑOS Y PERJUICIOS QUE 
CON DICHO ACTO PUEDAN OCASIONARSE A LA CONTRAPARTE 
DEL SOLICITANTE DE LA MEDIDA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ).”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:05 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 27, Tomo III, 
febrero de 2016, página 2023, registro 2011023. 
 



 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha ocho de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, nueve 
de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 10/2017 (10a.) 
 
 

ROBO AGRAVADO. LOS ARTÍCULOS 224 Y 225 DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL NO CONTRAVIENEN EL PRINCIPIO DE 
EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. Los artículos 224 y 225, del 
Código Penal para el Distrito Federal, prevén la imposición de una pena 
de 2 a 6 años de prisión, cuando el delito de robo se cometa bajo alguno 
de los supuestos o elementos que en ellos se describen, consistentes en 
diversas agravantes que atienden a la protección de bienes jurídicos 
diferentes que ocurren y/o coinciden en torno al robo de la cosa mueble. 
Por lo que las penas previstas en ambos preceptos legales corresponden 
a cada uno de los supuestos que se establecen en las fracciones que los 
integran, de ahí que puedan concurrir varias calificativas o agravantes 
contenidas en éstos, y por cada una de ellas será aplicable la sanción 
prevista, siendo todas las que puedan ocurrir adicionadas a la del tipo 
fundamental del delito de robo, contenida en el artículo 220 del mismo 
ordenamiento. Lo que no contraviene al artículo 14 constitucional en lo 
que al principio de exacta aplicación de la ley penal se refiere, pues de la 
lectura de los artículos 224 y 225, del referido código punitivo, se advierten 
elementos inequívocos de cuál es y en qué consiste la conducta delictiva 
motivo de cada fracción, y en el primer párrafo de cada uno de los 
preceptos en comento se establece la sanción que será aplicable, la cual 
corresponde a la actualización de cada uno de los supuestos que en las 
fracciones que las integran se describen. 
 
Amparo directo en revisión 3032/2011. Pedro Jesús Sánchez Arriaga. 9 
de mayo de 2012. Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Ignacio 
Valdés Barreiro. 
 
Amparo directo en revisión 3738/2012. Luis Alberto Pacheco Salinas o 
Luis Alberto Salinas Pacheco. 20 de febrero de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: 
Roberto Lara Chagoyán. 
 
Amparo directo en revisión 24/2013. José Luis Osoyo Martínez. 17 de 
abril de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Beatriz Joaquina Jaimes Ramos. 
 
Amparo directo en revisión 3224/2013. Christian Abel Juárez Gómez y 
otro. 27 de noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo.  Secretaria: Nínive 
Ileana Penagos Robles. 
 
Amparo directo en revisión 2133/2013. Héctor Armando Villa Rivera o 
Héctor Armando Villarrieta. 9 de julio de 2014. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 



 

quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ausente y Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en su ausencia hizo suyo el asunto Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha ocho de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, nueve 
de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 11/2017 (10a.)  
 

DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN 
PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES QUE AFECTEN SU ESFERA 
JURÍDICA. REGULACIÓN, CONTENIDO Y NATURALEZA JURÍDICA. El 
derecho referido está regulado expresamente en el artículo 12 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño e implícitamente en el numeral 
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
comprende dos elementos: i) que los niños sean escuchados; y ii) que sus 
opiniones sean tomadas en cuenta, en función de su edad y madurez. 
Ahora bien, la naturaleza jurídica de este derecho representa un caso 
especial dentro de los llamados "derechos instrumentales" o 
"procedimentales", especialidad que deriva de su relación con el principio 
de igualdad y con el interés superior de la infancia, de modo que su 
contenido busca brindar a los menores de edad una protección adicional 
que permita que su actuación dentro de procedimientos jurisdiccionales 
que puedan afectar sus intereses, transcurra sin las desventajas 
inherentes a su condición especial. Consecuentemente, el derecho antes 
descrito constituye una formalidad esencial del procedimiento a su favor, 
cuya tutela debe observarse siempre y en todo tipo de procedimiento que 
pueda afectar sus intereses, atendiendo, para ello, a los lineamientos 
desarrollados por este alto tribunal. 
 
Amparo directo en revisión 2479/2012. 24 de octubre de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo en revisión 386/2013. 4 de diciembre de 2013. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Amparo directo en revisión 266/2014. 2 de julio de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo directo en revisión 648/2014. 3 de junio de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo directo en revisión 1072/2014. 17 de junio de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz quien formuló voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 



 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha quince de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
dieciséis de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
MSN/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 12/2017 (10a.)  
 

DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN LOS 
PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES QUE AFECTEN SU ESFERA 
JURÍDICA. LINEAMIENTOS PARA SU EJERCICIO. Las niñas y los 
niños, como titulares de derechos humanos, ejercen sus derechos 
progresivamente, a medida que desarrollan un mayor nivel de autonomía, 
lo que se denomina "adquisición progresiva de la autonomía de los niños", 
lo cual conlleva que actúen durante su primera infancia por conducto de 
otras personas -idealmente, de sus familiares-. Así, el derecho de las 
niñas y los niños a participar en procedimientos jurisdiccionales que 
puedan afectar su esfera jurídica se ejerce, también, progresivamente, sin 
que su ejercicio dependa de una edad que pueda predeterminarse en una 
regla fija, incluso de índole legal, ni aplicarse en forma generalizada a 
todos los menores de edad, sino que el grado de autonomía debe 
analizarse en cada caso. Ahora bien, la participación de los niños en 
procedimientos jurisdiccionales reviste una doble finalidad, pues, al 
reconocerlos como sujetos de derecho, logra el efectivo ejercicio de sus 
derechos y, a la vez, se permite que el juzgador se allegue de todos los 
elementos que necesite para forjar su convicción respecto de un 
determinado asunto, lo que resulta fundamental para una debida tutela del 
interés superior de la infancia. En este sentido, los lineamientos que deben 
observarse para la participación de niñas y niños dentro de cualquier 
procedimiento jurisdiccional que pueda afectar su esfera jurídica son: (1) 
para la admisión de la prueba debe considerarse que: (a) la edad biológica 
de los niños no es el criterio determinante para llegar a una decisión 
respecto a su participación dentro de un procedimiento jurisdiccional, sino 
su madurez, es decir, su capacidad de comprender el asunto, sus 
consecuencias y de formarse un juicio o criterio propio; (b) debe evitarse la 
práctica desconsiderada del ejercicio de este derecho; y, (c) debe evitarse 
entrevistar a los niños en más ocasiones de las necesarias; (2) para 
preparar la entrevista en la que participarán, se requiere que sean 
informados en un lenguaje accesible y amigable sobre el procedimiento y 
su derecho a participar, y que se garantice que su participación es 
voluntaria; (3) para el desahogo de la prueba, la declaración o testimonio 
del niño debe llevarse a cabo en una diligencia seguida en forma de 
entrevista o conversación, la cual debe cumplir con los siguientes 
requisitos: (a) es conveniente que previamente a la entrevista el juzgador 
se reúna con un especialista en temas de niñez, ya sea psiquiatra o 
psicólogo, para aclarar los términos de lo que se pretende conversar con 
el niño, para que a éste le resulte más sencillo de comprender y continuar 
la conversación; (b) la entrevista debe desarrollarse, en la medida de lo 
posible, en un lugar que no represente un ambiente hostil para los 
intereses del niño, esto es, donde pueda sentirse respetado y seguro para 
expresar libremente sus opiniones; (c) además de estar presentes el 
juzgador o funcionario que tome la decisión, durante la diligencia deben 
comparecer el especialista en temas de niñez que se haya reunido con el 
juzgador y, siempre que el niño lo solicite o se estime conveniente para 
proteger su superior interés, una persona de su confianza, siempre que 
ello no genere un conflicto de intereses; (d) en la medida de lo posible, 
debe registrarse la declaración o testimonio de las niñas y niños 
íntegramente, ya sea mediante la transcripción de toda la diligencia o con 
los medios tecnológicos al alcance del juzgado o tribunal que permitan el 
registro del audio; (4) los niños deben intervenir directamente en las 
entrevistas, sin que ello implique que no puedan tener representación 
durante el juicio, la cual recaerá en quienes legalmente estén llamados a 
ejercerla, salvo que se genere un conflicto de intereses, en cuyo caso 



 

debe analizarse la necesidad de nombrar un tutor interino; y (5) debe 
consultarse a los niños sobre la confidencialidad de sus declaraciones, 
aunque la decisión final sea del juzgador, para evitarles algún conflicto que 
pueda afectar su salud mental o, en general, su bienestar. Finalmente, es 
importante enfatizar que en cada una de estas medidas siempre debe 
tenerse en cuenta el interés superior de la infancia por lo que no debe 
adoptarse alguna determinación que implique perjuicio para los niños, más 
allá de los efectos normales inherentes a su participación dentro del 
procedimiento jurisdiccional. 
 
Amparo directo en revisión 2479/2012. 24 de octubre de 2012. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Amparo directo en revisión 2618/2013. 23 de octubre de 2013. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y Arturo 
Bárcena Zubieta. 
 
Amparo en revisión 386/2013. 4 de diciembre de 2013. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Amparo directo en revisión 266/2014. 2 de julio de 2014. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo directo en revisión 648/2014. 3 de junio de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha quince de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
dieciséis de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
MSN/rfr. 

 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 13/2017 (10a.) 
 
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ESTE RECURSO ES 
IMPROCEDENTE CUANDO SÓLO SE IMPUGNEN CUESTIONES 
RELACIONADAS CON LA APRECIACIÓN O APLICACIÓN DE LOS 
PARÁMETROS GUÍAS QUE DEBE SEGUIR EL JUZGADOR PARA 
DETERMINAR SI EL INTERÉS PACTADO EN UN PAGARÉ ES 
USURARIO EN TÉRMINOS DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 47/2014 
(10a.). La procedencia del recurso de revisión contra las sentencias 
emitidas en los juicios de amparo directo es de carácter excepcional, y 
para que aquélla se actualice, es imprescindible que: 1) exista un 
problema de naturaleza constitucional resuelto u omitido en la sentencia 
recurrida, subsistente en el recurso de revisión; y, 2) ese tema sea 
considerado de importancia y trascendencia, según lo disponga el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en sus acuerdos generales. 
Ahora bien, en relación con este último requisito, el Pleno del alto tribunal 
emitió el Acuerdo General Número 9/2015, en el cual consideró que la 
importancia y trascendencia sólo se actualizan cuando: i) el tema 
planteado permita la fijación de un criterio novedoso o de relevancia para 
el orden jurídico nacional; o, ii) lo decidido en la sentencia recurrida pueda 
implicar el desconocimiento de algún criterio emitido por la Suprema 
Corte; en el entendido de que éste, necesariamente, debe referirse a un 
tema de naturaleza constitucional ya que, de lo contrario, se contravendría 
el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el cual prevé que la materia del recurso se limitará a la 
decisión de cuestiones propiamente constitucionales, sin poder 
comprender otras. Así, cuando el recurrente pretende sustentar la 
procedencia del recurso referido, bajo el argumento de que se desatendió 
la jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.), de título y subtítulo: “PAGARÉ. SI 
EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA 
CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES 
NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA 
PRUDENCIALMENTE.”¹, debe considerarse que si bien es cierto que ésta 
conlleva un tema de naturaleza constitucional, en la medida en que en 
acatamiento al artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, el juzgador debe realizar el estudio oficioso de la 
usura cuando adquiere convicción de que el pacto de intereses es 
notoriamente usurario, también lo es que al establecer las bases y los 
parámetros guías que deben seguirse para determinar cuándo un interés 
es usurario, dicha jurisprudencia, además, abarca aspectos de mera 
legalidad que, por su propia naturaleza, escapan a la materia del recurso 
de revisión. Consecuentemente, la apreciación de las bases y la aplicación 
de esos parámetros en la determinación de la usura y, de ser el caso, la 
decisión de inhibir la condición usuraria apartándose del contenido del 
interés pactado en un pagaré, para fijar la condena respectiva sobre una 
tasa de interés reducida prudencialmente para que no sea excesiva, 
necesariamente deben valorarse de forma razonada, fundada y motivada 
por el juzgador, con base en las circunstancias particulares del caso y de 
las constancias de las actuaciones que válidamente tenga a la vista al 
resolver; por tanto, la determinación de tal aspecto es una cuestión de 
mera legalidad y, por ende, lo que se decida al respecto no puede ser 
materia de análisis a través del recurso de revisión, ya que ello implicaría 
desnaturalizar su procedencia pasando por alto lo previsto en el citado 
artículo 107, constitucional. En ese sentido, si en los agravios sólo se 
ponen de manifiesto cuestiones relacionadas con la apreciación o 



 

aplicación de esos parámetros, el recurso debe considerarse 
improcedente, porque aun cuando se alegue que se desatendió la 
jurisprudencia en cuestión, no se satisface el requisito de importancia y 
trascendencia. 
 
Amparo directo en revisión 5392/2014. Caspe Realtor’s, S.A. de C.V. 25 
de noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 1712/2015. Miguel Castro Juárez y otra. 11 
de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia 
Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 1234/2016. Sistema de Crédito Automotriz, 
S.A. de C.V. 10 de agosto de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo directo en revisión 2358/2016. Juan Gustavo Casillas Cabrera. 
24 de agosto de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
Amparo directo en revisión 1869/2016. Hermilo Daniel Rodríguez 
Rosales. 31 de agosto de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol 
Alonso. 
 
¹La tesis de jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.) citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 
a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 402. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha quince de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
dieciséis de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 

 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 14/2017 (10a.) 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA ACTOS O RESOLUCIONES 
EMITIDOS POR TRIBUNALES UNITARIOS DE CIRCUITO. PARA 
DETERMINARLA, DEBE APLICARSE LA REGLA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 36 DE LA LEY DE AMPARO (LEY DE AMPARO VIGENTE A 
PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). Conforme al precepto citado, 
cuando en el juicio de amparo indirecto se impugnan actos o resoluciones 
de un Tribunal Unitario de Circuito, deberá conocer del asunto otro 
Tribunal de la misma naturaleza (jerarquía y circuito), si lo hubiera, o bien, 
el que se encuentre más próximo de aquel que haya emitido el acto 
reclamado, sin necesidad de fundar esa decisión en la aplicación 
supletoria del artículo 29, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, toda vez que la regla normativa que rige dicha 
competencia, se encuentra establecida en el artículo 36 de la Ley de 
Amparo, en el que expresamente se indican los criterios que la definen: a) 
igualdad jerárquica; y, b) proximidad. Lo anterior, con independencia de 
que los actos o resoluciones reclamados pudieran o no tener ejecución 
material, toda vez que ello no fue considerado por el legislador como 
parámetro para delimitar la indicada competencia. 
 
Contradicción de tesis 363/2015. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Décimo Sexto Circuito. 8 de junio de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
conflicto competencial 3/2015, sostuvo que el órgano competente para 
conocer y resolver el juicio de amparo en el que se reclaman actos de 
libertad anticipada relativa a la pena de prisión impuesta al quejoso, es 
aquel en el que se encuentra recluido el quejoso, por razón de territorio, lo 
anterior atendiendo a la regla prevista en el artículo 37 de la Ley de 
Amparo. 
 
El Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 19/2015, resolvió que para determinar 
cuál es el órgano competente para conocer del juicio de amparo en el que 
se reclaman actos de libertad anticipada relativa a la pena de prisión 
impuesta al quejoso, debe aplicarse la regla especial contenida en el 
artículo 36 de la Ley de Amparo y el diverso 29, fracción I, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la cual excluye la regla 
especial contenida en el artículo 37 de la Ley de Amparo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha quince de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
dieciséis de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
MSN/lgm. 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 15/2017 (10a.) 
 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN PRONUNCIADA POR UN 
TRIBUNAL UNITARIO DE CIRCUITO EN UN INCIDENTE DE LIBERTAD 
ANTICIPADA. PARA DETERMINARLA DEBE APLICARSE LA REGLA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY DE AMPARO, 
INDEPENDIENTEMENTE DEL LUGAR DONDE EL REO SE 
ENCUENTRE RECLUIDO (LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 
3 DE ABRIL DE 2013).  Para determinar la competencia referida, debe 
estarse a la regla especial prevista en el artículo 36 de la Ley de Amparo, 
con independencia del lugar en que el promovente se encuentre recluido, 
toda vez que el numeral aludido prevé que la competencia recaerá en otro 
Tribunal Unitario del mismo circuito, si lo hubiera, o en el más próximo a la 
residencia de aquél que haya emitido el acto reclamado, sin tomar en 
consideración para ello el lugar en donde pudieran tener ejecución 
material los efectos del acto o resolución reclamada. Consecuentemente, 
al quedar delimitada por el legislador la citada competencia en sólo esos 
dos criterios: a) igualdad jerárquica; y, b) proximidad, se concluye que la 
tesis de jurisprudencia 1a./J. 14/2014 (10a.)¹, de esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “COMPETENCIA PARA 
CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA LA RESOLUCIÓN POR 
LA CUAL SE DECLARA INCOMPETENTE UN JUEZ DE DISTRITO PARA 
PRONUNCIARSE SOBRE EL INCIDENTE DE LIBERTAD ANTICIPADA 
PROMOVIDO POR EL SENTENCIADO. SE SURTE A FAVOR DEL 
JUZGADOR EN CUYA JURISDICCIÓN SE UBIQUE EL DOMICILIO DEL 
CENTRO PENITENCIARIO DONDE EL REO SE ENCUENTRE 
RECLUÍDO.”, es inaplicable cuando se reclaman actos o resoluciones 
emitidos por los Tribunales Unitarios de Circuito en esa clase de 
incidentes. 
 
Contradicción de tesis 363/2015. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Décimo Sexto Circuito. 8 de junio de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
conflicto competencial 3/2015, sostuvo que el órgano competente para 
conocer y resolver el juicio de amparo en el que se reclaman actos de 
libertad anticipada relativa a la pena de prisión impuesta al quejoso, es 
aquel en el que se encuentra recluido el quejoso, por razón de territorio, lo 
anterior atendiendo a la regla prevista en el artículo 37 de la Ley de 
Amparo. 
 
El Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 19/2015, resolvió que para determinar 
cuál es el órgano competente para conocer del juicio de amparo en el que 
se reclaman actos de libertad anticipada relativa a la pena de prisión 
impuesta al quejoso, debe aplicarse la regla especial contenida en el 
artículo 36 de la Ley de Amparo y el diverso 29, fracción I, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la cual excluye la regla 
especial contenida en el artículo 37 de la Ley de Amparo. 



 

 
¹La tesis jurisprudencial 1a./J. 14/2014 (10a.) citada, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación el viernes 11 de abril de 2014 a las 
10:09 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 5, Tomo I, abril de 2014, página 633, registro 
2006160. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha quince de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
dieciséis de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 16/2017 (10a.) 
 
 

IMPEDIMENTO. LA CAUSA PREVISTA EN LA FRACCIÓN VIII DEL 
ARTÍCULO 51 DE LA LEY DE AMPARO NO SE ACTUALIZA CUANDO 
EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA RESOLUCIÓN DE PLAZO 
CONSTITUCIONAL DICTADA POR EL JUEZ DEL FUERO COMÚN, 
CON BASE EN LOS MISMOS HECHOS POR LOS CUALES EL JUEZ 
DE DISTRITO, EN SU CARÁCTER DE JUEZ DE PROCESO, GIRÓ 
ORDEN DE APREHENSIÓN POR UN DELITO DEL ORDEN FEDERAL. 
El precepto citado establece un supuesto genérico de impedimento que se 
actualiza cuando el juzgador se encuentra en alguna situación que 
implique un riesgo objetivo de pérdida de la imparcialidad, no sólo 
derivado del temor, la especulación, la presunción o la sospecha de que 
tenga un interés personal de favorecer indebidamente a una de las partes. 
De ahí que la causa de impedimento aludida no se actualiza cuando el 
acto reclamado consiste en la resolución de plazo constitucional dictada 
por el juez del fuero común, con base en los mismos hechos por los 
cuales el juez de distrito, en su carácter de juez de proceso, giró orden de 
aprehensión por un delito del orden federal, en virtud de que el deber 
constitucional del juez de tomar sus decisiones con base en la legislación 
aplicable y no rebasar los límites que ésta impone a sus atribuciones, 
objetivamente, no se compromete por la sola circunstancia de que un 
juzgador de amparo se pronuncie en diferentes jurisdicciones sobre 
determinaciones autónomas derivadas de un mismo segmento fáctico, 
como lo son el control constitucional y el proceso penal federal, en los 
cuales las autoridades, los procedimientos, las resoluciones judiciales, los 
delitos y la normativa aplicable son distintos, y porque el juez de distrito no 
es autoridad responsable. Ciertamente, los titulares de los órganos 
jurisdiccionales tienen en todo momento el deber de sujetar su actuación a 
la ley, con lo cual se brinda seguridad jurídica a las partes que someten 
sus controversias a la potestad del Estado, por lo que su ánimo debe 
orientarse al estudio de los aspectos debatidos; en la inteligencia de que si 
bien la decisión jurídica favorece a una de las partes, ello no implica que 
se creen sentimientos de aversión o simpatía hacia alguna de ellas. De 
este modo, desde un plano objetivo, la imparcialidad no se merma ni 
compromete por la sola circunstancia de que, en ejercicio de su 
competencia, el juzgador deba apreciar los mismos hechos pero en 
diferentes jurisdicciones, cuando no es parte en el juicio constitucional. Lo 
anterior sin menoscabo de que el propio juez federal manifieste la 
convicción de que se encuentra impedido para conocer de un juicio de 
amparo indirecto sujeto a las condiciones referidas, por considerar que, 
atendiendo al caso concreto, sí puede ponerse en riesgo su imparcialidad; 
sin que ello signifique que en todos los casos y por la sola circunstancia de 
que tanto en el proceso federal como en el amparo indirecto deba 
pronunciarse sobre determinaciones autónomas que derivan de un mismo 
segmento fáctico, se actualice la causa de impedimento prevista en la 
fracción VIII del artículo 51 de la Ley de Amparo. 
 
Contradicción de tesis 210/2016. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito. 16 de noviembre de 
2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en 
cuanto al fondo. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 



 

derecho para formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al 
resolver el impedimento 9/2016, sostuvo que no se actualiza la causal 
prevista en el artículo 51, fracción VIII, de la Ley de Amparo, cuando el 
acto reclamado consiste en un auto de vinculación a proceso y el juez de 
distrito se declara impedido para conocer del asunto bajo el argumento de 
que, previamente, como juez de proceso, conoció de la solicitud de orden 
de aprehensión contra los propios quejosos y por los mismos hechos, 
pues el juzgador no puede examinar desde una misma perspectiva el 
juicio de amparo, con la que en su oportunidad estudió la solicitud de una 
orden de aprehensión dentro de un proceso penal, al tratarse aquél de un 
proceso constitucional autónomo. 

 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el 
impedimento 4/2014, con la tesis XXVII.3o.58 K (10a.), de rubro: 
“IMPEDIMENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN VIII, DE 
LA LEY DE AMPARO. SE ACTUALIZA CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
CONSISTE EN UN AUTO DE FORMAL PRISIÓN EMITIDO POR UN 
JUEZ DEL FUERO COMÚN, CON BASE EN LOS MISMOS HECHOS 
POR LOS CUALES EL JUEZ DE DISTRITO INSTRUYE UNA CAUSA 
PENAL SEGUIDA CONTRA UN QUEJOSO POR DIVERSO DELITO DE 
ORDEN FEDERAL.”, visible en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 19 de septiembre de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 10, tomo III, 
septiembre de 2014, página 2429, registro 2007479. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha quince de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
dieciséis de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 17/2017 (10a.) 
 
 

MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL. TIENE LEGITIMACIÓN PARA 
INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA 
QUE CONCEDE EL AMPARO CONTRA UNA ORDEN DE 
APREHENSIÓN O UN AUTO DE FORMAL PRISIÓN POR FALTA DE 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. El artículo 5o., fracción IV, de la 
Ley de Amparo establece que el Ministerio Público Federal podrá 
interponer los recursos señalados en la propia ley, y los existentes en 
amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales. 
Ahora bien, esa facultad no es ilimitada, es decir, no basta que la ley de la 
materia prevea esa legitimación como parte en el juicio de amparo, sino 
que su actuación en el recurso debe relacionarse con la defensa del 
interés general encomendado por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en sus artículos 20, 21 y 102, apartado A; aunado a 
que la sentencia de amparo que se pretenda recurrir afecte ese interés 
público que corresponde defender al representante social, pues no deben 
pasar inadvertidos los principios que rigen el juicio de amparo, entre los 
que destaca la afectación o agravio necesario que tiene que ocasionar la 
sentencia, conforme al sistema de recursos que prevé la propia ley de la 
materia para interponerlos. Así, cuando se concede la protección 
constitucional contra una orden de aprehensión o un auto de formal prisión 
-según sea el caso- por falta de fundamentación y motivación, el Ministerio 
Público Federal tiene legitimación para interponer el recurso de revisión, 
porque entre sus facultades relacionadas con la defensa del interés 
general se encuentra la relativa a que se sancionen las conductas 
delictivas, al margen de su fuero federal, pues el legislador también lo dotó 
de facultades para interponer los recursos en el juicio de amparo cuando 
el acto reclamado provenga de un tribunal local, aun cuando la protección 
constitucional haya estribado en un vicio formal del acto reclamado, ya 
que esa circunstancia no puede condicionar ni limitar la posibilidad de que 
el Ministerio Público Federal interponga el recurso de revisión, por el 
contrario, irroga el perjuicio necesario para que pueda combatirla, derivado 
del interés general de su representación social, encomendado por 
mandato constitucional. 
 
Contradicción de tesis 411/2014. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito y el Cuarto 
Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito. 23 de noviembre de 
2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, al resolver la 
reclamación 5/2011, determinó que de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 5o, fracción IV, de la Ley de Amparo vigente, el Ministerio Público 
sí tiene legitimación para interponer recurso de revisión sin condición 
alguna, ya que al ser parte en el juicio de amparo en materia penal en el 
que se estima que la sentencia pronunciada no está de acuerdo con los 
preceptos legales en los que se funda, siempre que se afecten 



 

directamente los intereses legales que representa, con restricción sólo en 
tratándose de amparos indirectos en materia civil y mercantil en los que 
sólo se afecten intereses particulares. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 326/2014, determinó que el agente del Ministerio Público 
adscrito al juzgado de distrito no tiene legitimación para interponer recurso 
de reclamación en contra de la sentencia dictada en un proceso penal por 
la que se concedió al quejoso el amparo solicitado para el efecto de que 
se deje insubsistente el acto reclamado y se emita otro debidamente 
motivado, ello en virtud de que no se afecta el interés público que 
representa. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha quince de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
dieciséis de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 TESIS JURISPRUDENCIAL 18/2017 (10a.) 
 
 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. LA PRESENTACIÓN DE LA 
DENUNCIA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO INTERRUMPE EL 
TÉRMINO PARA QUE OPERE EN LOS DELITOS PERSEGUIDOS DE 
OFICIO (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE COLIMA Y 
VERACRUZ ABROGADAS). Los artículos 86 del Código Penal para el 
Estado de Colima abrogado y 92 del Código Penal para el Estado Libre y 
Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave abrogado disponen, en 
condiciones similares, que los delitos perseguidos de oficio prescriben en 
un término que resulta de la media aritmética de la pena privativa de la 
libertad, la cual no podrá ser menor a tres años. Ahora bien, de acuerdo 
con los artículos 96 y 98 de los códigos referidos, respectivamente, se 
advierte que la prescripción de la acción penal se interrumpe por las 
actuaciones practicadas en la investigación del delito; de ahí que, a juicio 
de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la 
presentación de la denuncia ante el Ministerio Público, dentro de la media 
aritmética del delito, interrumpe el plazo para la prescripción de la acción 
penal, pues no resulta lógico ni razonable que el plazo continúe si el 
afectado ya hizo del conocimiento del Estado la comisión del hecho 
delictivo. Considerar que la denuncia no interrumpe el término para que 
opere la prescripción, implicaría dejar en estado de indefensión a la 
víctima u ofendido del delito, pues sus derechos quedarían a expensas de 
la voluntad de la representación social. En conclusión, una vez que el 
ofendido presenta su denuncia ante el órgano ministerial, el cómputo del 
término prescriptivo inicia nuevamente. 
 
Contradicción de tesis 342/2015. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado 
del Sexto Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Sexto Circuito, el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo 
Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto 
Circuito. 1 de febrero de 2017. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Gabino González Santos. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 593/1997, 594/1997, 920/1997, 921/1997 y 954/1997, 
sostuvo la tesis jurisprudencial VII.P. J/32, de rubro: “PRESCRIPCIÓN DE 
LA ACCIÓN PENAL. DENUNCIA NO CONSTITUYE UNA ACTUACIÓN 
IDÓNEA PARA INTERRUMPIRLA.”, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, junio de 1998, 
página 538, con número de registro 196137. 
 
 El Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 723/2014, determinó que el término para que opere la 
prescripción de la acción penal en el delito de falsificación y uso de 
documento falso, comienza a correr desde que el ofendido o el ministerio 



 

público, tienen conocimiento del delito y se interrumpe con la denuncia de 
la parte ofendida. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
fecha veintidós de febrero de dos mil diecisiete. Ciudad de México, 
veintitrés de febrero de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
MSN/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 19/2017 (10a.) 
 
 

PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO Y POSESIÓN DE CARTUCHOS 
DEL MISMO CALIBRE, AMBOS DEL USO EXCLUSIVO DEL EJÉRCITO, 
ARMADA O FUERZA AÉREA. SE ACTUALIZA UN CONCURSO IDEAL 
DE DELITOS CUANDO SE COMETEN DE MANERA AUTÓNOMA Y 
SIMULTÁNEA. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que el concurso ideal de delitos se caracteriza por la 
unidad delictiva, la cual atiende a la interdependencia entre los delitos de 
que se trate, esto es, que revelen elementos de conexión indisolubles o de 
dependencia recíproca, sin que ello se defina sólo a partir de los bienes 
jurídicos que tutelan, sino más bien con el análisis efectuado sobre si cada 
delito puede actualizarse en forma disociada o si presentan una relación 
de interdependencia. Consecuentemente, cuando se cometen autónoma y 
simultáneamente los delitos de portación de arma de fuego y posesión de 
cartuchos del mismo calibre, de uso exclusivo del Ejército, Armada o 
Fuerza Aérea, se actualiza un concurso ideal de delitos, porque ambos se 
ejecutan con una sola conducta, consistente en que el activo mantiene 
dentro de su rango de disponibilidad y acción los objetos materia de los 
ilícitos, con la cual se agotan concomitante e instantáneamente los 
elementos de los tipos penales; es decir, ese actuar se adecua a lo 
previsto en los artículos 83 y 83 Quat (sic) de la Ley Federal de Armas de 
Fuego y Explosivos y se actualiza la unidad delictiva, pues se aprecia una 
interdependencia entre los dos delitos en cuestión, derivada de que los 
cartuchos son idóneos para reabastecer el arma y lograr con mayor 
eficacia la obtención del resultado formal, consistente en la inseguridad de 
la sociedad y la potencial afectación de otros bienes jurídicos, como la 
integridad física e incluso la vida; de ahí que existen elementos de 
conexión indisolubles, que revelan la dependencia recíproca entre los dos 
delitos, lo que genera una misma afectación a los bienes jurídicos 
tutelados, consistentes principalmente en la paz y la seguridad públicas. 
 
Contradicción de tesis 49/2016. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Los Mochis, Sinaloa, en apoyo del Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito, el Pleno del Décimo Quinto Circuito 
y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito. 1 
de febrero de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al 
fondo. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto particular y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Carmina Cortés Rodríguez y 
Julio César Ramírez Carreón. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, en apoyo del 
Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en los Mochis, Sinaloa, al resolver el juicio de 
amparo directo 963/2014 (cuaderno auxiliar 854/2014), sostuvo que 
operan las reglas de concurso ideal de delitos previstas en el artículo 64, 
párrafo primero, del Código Penal Federal, cuando se cometen de manera 
simultánea los ilícitos de portación de arma de fuego y posesión de 
cartuchos de uso exclusivo del ejército, armada o fuerza aérea, ello en 
virtud de que si bien se actualizan diversos tipos penales, lo cierto es que 



 

existe una unidad delictiva que revela ser un acto de exteriorización de 
una conducta única, ya que por la forma de su comisión y el momento de 
su consumación, se trata de conductas que no pueden disociarse y que, 
además, impactan en la puesta en peligro del mismo bien jurídico tutelado, 
que es la seguridad jurídica. 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 141/2015, consideró que existe un 
concurso real de delitos en la comisión de los delitos de portación de arma 
de fuego y posesión de cartuchos para la misma, de uso exclusivo de las 
fuerzas armadas nacionales, para lo cual interpretó que no existe unidad 
delictiva, pues los ilícitos fueron acreditados de manera autónoma –porque 
el primer delito no subsumió al segundo-, no obstante que hayan sido 
cometidos en las mismas circunstancia de tiempo, modo, lugar y ocasión, 
y los delitos protejan el mismo bien jurídico tutelado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de uno 
de marzo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a dos de marzo de 
dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 20/2017 (10a.) 
 
 

COPIA CERTIFICADA DE CONSTANCIAS O DOCUMENTOS QUE 
OBREN EN AUTOS. EL ARTÍCULO 278 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES NO RESTRINGE SU EXPEDICIÓN A UN 
SOLO JUEGO. La expresión “copia certificada de cualquier constancia o 
documento que obre en los autos” del artículo 278 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles no restringe a un solo juego el número copias 
certificadas que las partes pueden solicitar. En efecto, la ratio legis del 
artículo es proteger el acceso a toda la información contenida en los autos 
de un proceso judicial en el cual sean parte los solicitantes, por tanto, la 
expedición de copias certificadas atiende a los intereses procesales que 
tengan los individuos sujetos a proceso y no existe ninguna razón para 
sostener que dichos intereses siempre se satisfacen expidiendo solo un 
tanto de copias. Esta interpretación se refuerza si se toma en 
consideración el principio pro persona cuya finalidad es la interpretación y 
aplicación de criterios jurídicos atendiendo a la protección más amplia de 
los derechos humanos. No obstante, la expedición de más de un juego de 
copias certificadas, se encuentra condicionada a la justificación de uso 
que aporte la parte solicitante. Es decir, la solicitud de más de un juego de 
copias certificadas deberá acompañarse de las razones por las cuales 
quien las solicita requiere de su expedición. En consecuencia, las 
autoridades jurisdiccionales podrán negar expedir todos los tantos de 
copias solicitados cuando se abuse de dicho derecho. Así, si la autoridad 
jurisdiccional advierte que la parte solicitante solicitó un número de copias 
excesivo, sin que se exponga alguna razón para justificar ese número de 
copias, se podrán expedir menos tantos de copias que los solicitados. 
 
Contradicción de tesis 233/2016. Suscitada entre el Décimo Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el 
Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 11 de 
enero de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Décimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el recurso de reclamación 2/2006, que dio origen a la 
tesis aislada I.10o.c.13 K, de rubro: “COPIAS CERTIFICADAS DE 
CONSTANCIAS PROCESALES. LA DECISIÓN JUDICIAL DE NEGAR SU 
EXPEDICIÓN EN MÁS DE UN TANTO NO ENTRAÑA INFRACCIÓN NI 
DESCONOCIMIENTO DEL DERECHO DE LAS PARTES PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 278 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CIVILES.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta,  Novena Época, Tomo XXIV, octubre de 2006, página 1374, con 
número de registro 174117. 
El Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el recurso de queja 114/2016, sostuvo que el 
artículo 278 del Código Federal de Procedimiento Civiles de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo, no limita el número de copias certificadas 
que pueden solicitar las partes en procedimiento judicial, de modo que no 
existe sustento legal para limitar a sólo un tanto las copias que soliciten las 
partes. 



 

 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de uno 
de marzo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a dos de marzo de 
dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 21/2017 (10a.) 
 

 
ALIMENTOS EN EL JUICIO DE DIVORCIO POR ACREDITACIÓN DE 
CAUSALES. SU IMPOSICIÓN NO TIENE EL CARÁCTER DE SANCIÓN. 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 1a./J. 28/2015 (10a.)¹, de rubro: “DIVORCIO NECESARIO. 
EL RÉGIMEN DE DISOLUCIÓN DEL MATRIMONIO QUE EXIGE LA 
ACREDITACIÓN DE CAUSALES, VULNERA EL DERECHO AL LIBRE 
DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD (CÓDIGOS DE MORELOS, 
VERACRUZ Y LEGISLACIONES ANÁLOGAS).”, sostuvo la 
inconstitucionalidad del régimen de divorcio que condiciona su declaración 
a que se acredite una de las causas establecidas en la ley; de ahí que la 
imposición de una pensión alimenticia derivada del divorcio por 
acreditación de causales no tiene el carácter de sanción, antes bien esa 
carga subsiste cuando, a partir de la valoración del caudal probatorio, el 
juzgador así lo resuelva. Esa circunstancia implica que los calificativos de 
cónyuge culpable e inocente no tienen más cabida en este tipo de 
procesos judiciales ni, por ende, puede imponerse alguna sanción a las 
partes, incluidos los alimentos. En todo caso, el derecho a ellos sólo podrá 
constituirse a favor del cónyuge que tendría derecho a recibirlos si queda 
probada, en mayor o menor grado, su necesidad de recibirlos, sea porque 
las partes lo acrediten o porque el juez, bajo su discrecionalidad y arbitrio 
judicial, determine que no obstante la falta de prueba contundente, hay 
necesidad de establecerlos precisamente por advertir cuestiones de 
vulnerabilidad y desequilibrio económico, por lo que a falta de prueba esa 
determinación debe sustentarse en métodos válidos de argumentación 
jurídica, de acuerdo con las circunstancias del caso. En este sentido, el 
origen y la justificación que persigue la obligación alimenticia en los casos 
de divorcio deben comprenderse desde la igualdad de derechos y el 
aseguramiento de la adecuada equivalencia de las responsabilidades 
entre los cónyuges, durante el matrimonio y una vez concluido éste. 
 
Contradicción de tesis 359/2014. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Octavo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de octubre de 
2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en 
cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 570/2013, señaló que la obligación de 
proporcionar alimentos que nace del matrimonio, es diversa a la que se 
implementa como consecuencia del divorcio, ya que la primera tiene su 
fuente en el artículo 433 del Código Civil para el Estado de Jalisco, 
mientras que la segunda en el numeral 419 de dicho ordenamiento, por lo 
que concluyó que es suficiente la existencia de un veredicto que disuelva 
el vínculo matrimonial y que declare inocente a uno de los cónyuges, para 
que éste tenga derecho a percibir alimentos hasta en tanto que no 
contraiga nuevas nupcias y tenga un modo honesto de vivir. 
 



 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 477/2012, sostuvo la tesis aislada VII.2o.C.21 C 
(10a.), de rubro: “ALIMENTOS ENTRE CÓNYUGES. NO NACE LA 
OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS A FAVOR DEL INOCENTE, EN 
LOS CASOS DE DIVORCIO FUNDADO EN LA FRACCIÓN I DEL 
ARTÍCULO 141 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE VERACRUZ, 
SI NO ESTÁ DEMOSTRADA SU NECESIDAD.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XVI, Tomo 3, enero de 2013, página 1891, con número de registro 
2002446. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
ocho de marzo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a nueve de 
marzo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 22/2017 (10a.) 
 
 

ALIMENTOS EN EL JUICIO DE DIVORCIO NECESARIO. LA 
OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS SE ENCUENTRA 
CONDICIONADA A QUE SE ACREDITE, EN MAYOR O MENOR 
MEDIDA, LA NECESIDAD DE RECIBIRLOS (LEGISLACIÓN DE LOS 
ESTADOS DE JALISCO, VERACRUZ Y ANÁLOGAS). La institución de 
alimentos se rige por el principio de proporcionalidad, conforme al cual 
éstos han de ser proporcionados de acuerdo a las posibilidades del que 
deba darlos y a las necesidades del que deba recibirlos; de ahí que, para 
imponer la condena al pago de una pensión alimenticia en un juicio de 
divorcio deba comprobarse, en menor o mayor grado, la necesidad del 
alimentista de recibirlos, en el entendido de que si bien esa carga –en 
principio– corresponde a las partes no impide que el juez, bajo su 
discrecionalidad y arbitrio judicial, imponga dicha condena si acaso 
advierte cuestiones de vulnerabilidad y desequilibrio económico, por lo que 
a la falta de prueba tal determinación debe de estar sustentada en 
métodos válidos de argumentación jurídica. La debida acreditación de 
dicho elemento en el juicio parte de la base de que la pensión alimenticia 
que se fija en el divorcio tiene un carácter constitutivo y de condena, en la 
medida que dicha obligación, después del matrimonio, no atiende a la 
existencia de un derecho previamente establecido como sí ocurre, por 
ejemplo, entre los cónyuges o entre padres e hijos, en donde ese derecho 
encuentra su origen en la solidaridad familiar la cual desaparece al 
disolverse el matrimonio. En ese tenor, si el derecho a alimentos después 
de la disolución surge a raíz de que el Estado debe garantizar la igualdad 
y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los ex-cónyuges 
cuando ocurre el divorcio, según lo dispuesto en el artículo 17 punto 4, de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el juez debe 
comprobar, en mayor o menor medida, la necesidad del alimentista. 
 
Contradicción de tesis 359/2014. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de octubre de 2016. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en 
cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 570/2013, señaló que la obligación de 
proporcionar alimentos que nace del matrimonio, es diversa a la que se 
implementa como consecuencia del divorcio, ya que la primera tiene su 
fuente en el artículo 433 del Código Civil para el Estado de Jalisco, 
mientras que la segunda en el numeral 419 de dicho ordenamiento, por lo 
que concluyó que es suficiente la existencia de un veredicto que disuelva 
el vínculo matrimonial y que declare inocente a uno de los cónyuges, para 
que éste tenga derecho a percibir alimentos hasta en tanto que no 
contraiga nuevas nupcias y tenga un modo honesto de vivir. 
 



 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 477/2012, sostuvo la tesis aislada VII.2o.C.21 C 
(10a.), de rubro: “ALIMENTOS ENTRE CÓNYUGES. NO NACE LA 
OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS A FAVOR DEL INOCENTE, EN 
LOS CASOS DE DIVORCIO FUNDADO EN LA FRACCIÓN I DEL 
ARTÍCULO 141 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE VERACRUZ, 
SI NO ESTÁ DEMOSTRADA SU NECESIDAD.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XVI, Tomo 3, enero de 2013, página 1891, con número de registro 
2002446. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
ocho de marzo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a nueve de 
marzo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 23/2017 (10a.) 
 
 

CRÉDITO REFACCIONARIO O DE HABILITACIÓN O AVÍO 
CELEBRADO POR INSTITUCIONES CREDITICIAS. PARA INTEGRAR 
TÍTULO EJECUTIVO JUNTO CON EL ESTADO DE CUENTA 
CERTIFICADO, DEBE SATISFACER LOS REQUISITOS LEGALES 
EXIGIDOS PARA SU EXPEDICIÓN. La interpretación sistemática y 
funcional de los artículos 326, fracción III, de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, 66, fracción I, y 68 de la Ley de Instituciones de 
Crédito, conduce a concluir que para integrar el título ejecutivo previsto en 
el último de los preceptos señalados, los contratos de crédito 
refaccionarios o de habilitación o avío celebrados por instituciones 
crediticias, deben satisfacer los requisitos establecidos en los dos 
primeros preceptos, es decir, deben constar, según convenga a las partes 
y cualquiera que sea su monto, en: a) póliza ante corredor público titulado; 
b) escritura pública, o c) escrito privado firmado por triplicado ante dos 
testigos y ratificado ante notario público, corredor público titulado, juez de 
primera instancia en funciones de notario o ante el encargado del Registro 
Público correspondiente; en la inteligencia de que esa ratificación implica 
un reconocimiento de la firma y el contenido del contrato ante la instancia 
pública a la cual se opte acudir. Lo anterior es así, en virtud de que la 
conformación del título ejecutivo mediante la reunión de los dos elementos 
consistentes en el contrato o póliza en que consta el crédito, más el 
certificado contable de la institución crediticia, suponen la previa 
satisfacción de los requisitos establecidos para la expedición de cada uno 
de ellos, de suerte que, como señala la última parte del primer párrafo del 
artículo 68 mencionado, ya no se requeriría de algún reconocimiento 
adicional de firma o algún otro requisito para el efecto especial de 
conformar el título ejecutivo; en cambio, considerar que por esta última 
norma se exonera de los requisitos exigidos para los créditos consignados 
en escrito privado, contravendría el postulado del legislador racional y el 
principio de coherencia del sistema jurídico, porque supondría el absurdo 
de exigir y, simultáneamente, exonerar, de los mismos requisitos del acto 
jurídico. Asimismo, por la naturaleza especial de los contratos de crédito 
refaccionarios y de habilitación o avío como créditos de destino y de 
producción, que inciden en el aspecto de orden público de fomento a las 
empresas industriales, ganaderas, agrícolas o comerciales, las tres formas 
alternativas que el legislador confiere a las partes para consignarlos, 
mencionadas previamente, tienen la finalidad de generar, de manera 
equivalente, la certeza sobre el crédito, su destino específico y las 
garantías naturales que les son inherentes; de modo que su insatisfacción 
inhabilita al contrato para integrar el título ejecutivo, considerando que éste 
debe ser suficiente para demostrar una deuda cierta, líquida y exigible; por 
lo cual, en ese caso, se pierde la vía privilegiada del juicio ejecutivo y el 
crédito tendría que reclamarse a través de un proceso judicial de 
conocimiento. 
 
Contradicción de tesis 18/2016. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, el Tercer 
Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materias Civil 
y de Trabajo del Décimo Circuito. 22 de febrero de 2017. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro voto por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 



 

Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El entonces Tercer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 453/2000, del que derivó la tesis 
aislada V.3o.6 C, de rubro: “CRÉDITO REFACCIONARIO Y DE 
HABILITACIÓN O AVÍO. LA FALTA DE RATIFICACIÓN DE LOS 
TESTIGOS NO HACE INEFICAZ EL CONTRATO PARA EJERCER LA 
VÍA EJECUTIVA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, octubre de 2011, página 1105, con 
número de registro 188637,  
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 85/2015, esencialmente sostuvo que 
conforme al artículo 68, primer párrafo de la Ley de Instituciones de 
Crédito, los contratos en los que se hagan constar los créditos que 
otorguen las instituciones de crédito, junto con los estados de cuenta 
certificados por el contador facultado por la institución de crédito 
acreedora, serán títulos ejecutivos, sin necesidad de reconocimiento de 
firma ni de otro requisito. 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 135/99, con la tesis X.1o.21 C, de rubro: “CONTRATO 
DE CRÉDITO. PARA SER CONSIDERADO TÍTULO EJECUTIVO, ES 
NECESARIO QUE CUMPLA CON LAS EXIGENCIAS QUE LA LEY 
CONTEMPLA.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XI, enero de 2000, página 984, registro 
192509. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
ocho de marzo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a nueve de 
marzo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 24/2017 (10a.) 
 
 

CUSTODIA GRATUITA DE MERCANCÍAS DE COMERCIO EXTERIOR. 
EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN V, DE LA LEY ADUANERA, 
REFORMADO POR DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013, NO VIOLA LA 
LIBERTAD DE TRABAJO (ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO 
EN LA TESIS 1a. XXXVII/2004). Esta Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 288/2003, del 
cual derivó la tesis 1a. XXXVII/2004, estableció que el artículo 15, fracción 
V, de la Ley Aduanera, vigente hasta el 9 de diciembre de 2013, 
transgrede la libertad de trabajo por excluir el pago del servicio de custodia 
que deben prestar los concesionarios o autorizados para prestar servicios 
de manejo, almacenamiento y custodia de mercancías de comercio 
exterior, con lo cual se impedía obtener la retribución por la prestación de 
dicho servicio. Ahora bien, esta circunstancia subsiste en el texto 
reformado de ese precepto legal, mediante decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 9 de diciembre de 2013, en el que 
expresamente se prevén como gratuitos los servicios de almacenamiento 
y custodia de mercancías de comercio exterior durante determinados 
plazos. Sin embargo, esta Primera Sala considera procedente, en una 
nueva reflexión, apartarse del criterio aislado de referencia, en virtud de 
que la libertad de trabajo, como cualquier otro derecho humano, no puede 
entenderse de un modo absoluto e irrestricto, sino que debe analizarse a 
la luz del resto de los derechos humanos reconocidos a favor de las 
personas y de conformidad con el resto de las disposiciones que integran 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. De ahí que si 
por mandato constitucional corresponde al Estado, en principio, prestar los 
servicios de manejo, almacenaje y custodia de las mercancías de 
comercio exterior, pudiendo otorgarse a los particulares concesión o 
autorización para hacerlo, entonces los propios autorizados o 
concesionarios quedan supeditados a las condiciones y modalidades que 
el Estado imponga respecto de los servicios descritos, siendo una de ellas 
la relativa a la gratuidad del almacenamiento y custodia por determinados 
plazos a que se refiere la Ley Aduanera. Por tanto, el citado artículo 15, 
fracción V, reformado, no viola la libertad de trabajo consagrada en el 
artículo 5o. de la Constitución Federal, en virtud de que sólo impone una 
obligación o modalidad para el ejercicio de la referida concesión o 
autorización, la cual es acorde con la rectoría del Estado en materia de 
comercio exterior, porque no impide a los concesionarios ejercer las 
actividades inherentes a la autorización o concesión que les fue otorgada. 
 
Amparo en revisión 621/2014. Aerovías de México, S.A. de C.V. 12 de 
noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López. 
 
Amparo en revisión 339/2015. Caribbean Logistics, S.A. de C.V. 8 de 
julio de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 



 

Amparo en revisión 292/2015. Servicios, Maniobras y Almacenamientos 
de Veracruz, S.A. de C.V. 26 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
 
Amparo en revisión 429/2015. Altamira Terminal Portuaria, S.A. de C.V. 
30 de septiembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
 
Amparo en revisión 796/2015. Internacional de Contenedores Asociados 
de Veracruz, S.A. de C.V. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid 
Cabello. 
 
Nota: Esta tesis se aparta del criterio sostenido por la propia Sala en la 
diversa 1a. XXXVII/2004, de rubro: "CUSTODIA DE MERCANCÍAS DE 
COMERCIO EXTERIOR. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN V, DE LA LEY 
ADUANERA, AL EXCLUIR EL PAGO POR ESE SERVICIO CUANDO SE 
REALICE EN RECINTOS FISCALIZADOS, VIOLA LA GARANTÍA DE 
LIBERTAD DE TRABAJO CONSIGNADA EN EL ARTÍCULO 5o. DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, abril de 2004, página 
415, registro 181749. 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de marzo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a dieciséis 
de marzo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 25/2017 (10a.) 
 
 

JUICIO ORAL MERCANTIL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA 
PROMOVER AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA 
DEFINITIVA DICTADA EN LA AUDIENCIA, INICIA EL DÍA SIGUIENTE 
AL EN QUE SURTA EFECTOS LA NOTIFICACIÓN A LAS PARTES. De 
la interpretación armónica, sistemática y funcional de los artículos 17, 
párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 18 de la Ley de Amparo y 1390 bis-8, 1390 bis-10, 1390 bis-
39, 1390 bis-22  y 1075 del Código de Comercio, se advierte que la 
notificación de la sentencia definitiva dictada en la audiencia del juicio oral 
se tiene por realizada en ese mismo acto y surte efectos al día siguiente, 
por lo que el tribunal de amparo debe tomar como inicio del plazo para 
promover el juicio constitucional iniciado en contra de ese fallo, el día 
siguiente al en que surta efectos la notificación tenida por hecha en la 
audiencia. Esto es así, pues la prevención formulada por el legislador, en 
el sentido de que las resoluciones judiciales pronunciadas en las 
audiencias se tendrán por notificadas en ese mismo acto, sin necesidad 
de formalidad alguna, se refiere a que no es el caso de ordenar su 
notificación personal, por lista o por boletín judicial; sin embargo, dado 
que el artículo 1390 Bis-10 dispone que “las demás determinaciones (con 
la única exclusión del emplazamiento que se verifica de manera personal) 
se notificarán a las partes conforme a las reglas de las notificaciones no 
personales”, se colige que, incluso, aquellas notificaciones realizadas en 
el acto de la audiencia han de seguir las reglas de las notificaciones no 
personales. Luego, como en el apartado correspondiente al juicio oral no 
se establece cuáles son las reglas aplicables a las notificaciones no 
personales, por disposición del propio Código, es válido acudir al artículo 
1075 de dicho ordenamiento legal, en el que se prevé que tanto este tipo 
de notificaciones, como las personales, deben surtir efectos para su 
perfeccionamiento. Así, si bien en la audiencia de juicio, el juzgador 
notifica el fallo definitivo a las partes, esta diligencia no se perfecciona de 
inmediato, sino que en términos de la norma citada dicha notificación 
surte efectos al día siguiente; de ahí que el plazo para la promoción del 
juicio de amparo directo contra las resoluciones dictadas en las 
audiencias de los juicios orales mercantiles, inicia a partir del día siguiente 
al en que haya surtido sus efectos la notificación realizada 
necesariamente en el acto mismo de la audiencia. 
 
Contradicción de tesis 165/2016. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Pleno en Materia Civil del 
Primer Circuito. 15 de febrero de 2017. La votación se dividió en dos 
partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos en cuanto al fondo de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez 
Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 7/2014, que dio origen a la jurisprudencia PS.I.C. J/10 C (10a.), de 
rubro: “AMPARO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DEL JUICIO 
ORAL MERCANTIL. INICIO DEL PLAZO PARA SU PROMOCIÓN.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de 



 

enero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo II, enero de 2015, página 
1019, con número de registro 2008269. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 76/2016, que dio origen a las tesis aisladas XXVII. 
3o. 38 C y XXVII.3o. 39 C, de rubros: “JUICIOS ORALES MERCANTILES. 
EFECTOS DE LAS NOTIFICACIONES A LA LUZ DE LOS PRINCIPIOS 
DE INMEDIACIÓN, PUBLICIDAD Y ORALIDAD (CÓDIGO DE 
COMERCIO)”; y “JUICIOS ORALES MERCANTILES. PARA EFECTOS 
DEL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DEBE CONSIDERARSE QUE LA NOTIFIACIÓN DE LA 
SENTENCIA O RESOLUCIÓN DICTADA POR EL PROPIO JUEZ A LAS 
PARTES QUE SE ENCONTRARON PRESENTES EN LA AUDIENCIA 
RESPECTIVA, SURTE EFECTOS EN ESE MISMO ACTO 
(INTERPRETACIÓN  DE LOS ARTÍCULOS 1390 BIS 10 Y 1390 BIS 22 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO).”, Publicadas en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas y en la 
Gaceta del Semanario de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo 
IV, agosto de 2016, páginas 2626 y 2627, respectivamente, registros 
2012280 y 2012281. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de marzo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a dieciséis 
de marzo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 26/2017 (10a.) 
 
 

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. SU TRÁMITE ESTÁ 
SUPEDITADO A QUE EL JUEZ DE DISTRITO REMITA 
INMEDIATAMENTE LAS CONSTANCIAS RESPECTIVAS AL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO, ACOMPAÑANDO LOS COMPROBANTES 
DE NOTIFICACIÓN A LAS PARTES DEL AUTO EN EL QUE SE TUVO 
POR INTERPUESTO AQUÉL. El precepto citado prevé que el recurso de 
queja procede en amparo indirecto contra las resoluciones que concedan 
o nieguen la suspensión de plano o la provisional. Ahora bien, este medio 
de defensa es de sustanciación urgente, como lo demuestra la brevedad 
de los plazos en que debe interponerse (dos días hábiles) y resolverse 
(cuarenta y ocho horas), conforme a los artículos 98, fracción I, y 101, 
párrafo quinto, de la Ley de Amparo. Por esta razón, aun cuando el 
recurso mencionado quedó exceptuado de la regla general contenida en el 
artículo 101, párrafo primero, de la propia ley (cuando se impugnen 
resoluciones que concedan o nieguen aquella medida), conforme a la cual, 
el órgano jurisdiccional notificará a las demás partes su interposición para 
que en el plazo de tres días señalen las constancias que en copia 
certificada deberán remitirse al que deba resolver, ello no altera el sentido 
de su párrafo segundo, en cuanto dispone que en los supuestos del 
artículo 97, fracción I, inciso b), de la ley de la materia, el órgano 
jurisdiccional notificará a las partes e inmediatamente remitirá al Tribunal 
Colegiado de Circuito que corresponda copia de la resolución, el informe 
materia de la queja, las constancias solicitadas y las que estime 
pertinentes. En este último caso, aun cuando las acciones consistentes en 
notificar la interposición del recurso y remitir las constancias a la 
superioridad, no son sucesivas, sino simultáneas, ello no altera ni elimina 
la previsión concreta de notificar a las partes y enviar de inmediato las 
constancias respectivas al Tribunal Colegiado de Circuito para el trámite 
del recurso de queja, de ahí que si la única forma de corroborar el 
cumplimiento de la obligación señalada es a través de la verificación de 
los comprobantes de la notificación a las partes, entre ellas al recurrente, 
ello constituye una formalidad insoslayable. Sin que aquélla altere la 
naturaleza urgente de dicho recurso, pues una vez integradas las 
constancias relativas e inmediatamente remitidas al órgano revisor, éste 
cuenta con el plazo legal para resolver lo procedente. Consecuentemente, 
el trámite del recurso de queja aludido está supeditado a que el Juez de 
Distrito remita inmediatamente las constancias respectivas al Tribunal 
Colegiado de Circuito, acompañando los comprobantes de notificación a 
las partes del auto en el que se tuvo por interpuesto ese recurso. 
 
Contradicción de tesis 318/2016. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 1 de marzo de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 



 

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el recurso de queja 67/2016, determinó que cuando se interpone 
el recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción I, inciso b), de la Ley 
de Amparo, en contra de la resolución que concede o niega la suspensión 
de plano o provisional, es menester observar lo dispuesto en el artículo 
101, segundo párrafo de la ley citada, esto es, una vez que se cuente con 
las constancias de notificación de la interposición del recurso realizadas a 
las partes, se remitan al tribunal colegiado correspondiente junto con el 
original del incidente de suspensión, ello en virtud de que al ser de 
substanciación urgente se requiere su integración conforme a derecho, 
contando para ello con dichas notificaciones con la finalidad de que 
puedan comparecer y manifestar lo que a su interés convenga. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver la 
queja 149/2014, sostuvo la tesis aislada número XXVII.3o.65 K, de rubro: 
“QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE 
LA LEY DE AMPARO. PARA SU TRAMITACIÓN, EL JUEZ DE DISTRITO 
DEBE REMITIR INMEDIATAMENTE LAS CONSTANCIAS RESPECTIVAS 
AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, SIN ESPERAR A QUE SE 
RECABEN LOS COMPROBANTES DE NOTIFICACIÓN DEL AUTO EN 
EL QUE SE TUVO POR INTERPUESTO DICHO RECURSO.”, visible en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de noviembre de 
2014 a las 9:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 12, Tomo IV, noviembre de 2014, página 
3023, con número de registro 2008022. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de marzo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a dieciséis 
de marzo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
  
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 27/2017 (10a.) 
 
 

PENSIÓN ALIMENTICIA DERIVADA DE LOS JUICIOS DE DIVORCIO. 
ELEMENTOS QUE EL JUZGADOR DEBE CONSIDERAR PARA QUE 
SU IMPOSICIÓN SEA ACORDE AL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE 
JALISCO, VERACRUZ Y ANÁLOGAS). La institución de alimentos se 
rige por el principio de proporcionalidad, conforme al cual éstos han de ser 
proporcionados de acuerdo a las posibilidades del que deba darlos y a las 
necesidades del que deba recibirlos. Para cumplir con esa finalidad, en el 
caso de su imposición en un juicio de divorcio, el juzgador deberá 
determinar qué debe comprender el concepto de una vida digna y 
decorosa, según las circunstancias del caso concreto; apreciar la 
posibilidad de uno de los cónyuges para satisfacer, por sí, los alimentos 
que logren dicho nivel de vida; y determinar una pensión alimenticia 
suficiente para colaborar con dicho cónyuge en el desarrollo de las 
aptitudes que hagan posible que, en lo sucesivo, él mismo pueda 
satisfacer el nivel de vida deseado. En esa labor, deberá tomar en cuenta 
los acuerdos y roles aceptados, explícita e implícitamente, durante la 
vigencia del matrimonio; así como la posible vulnerabilidad de los 
cónyuges para lograr que se cumpla con los objetivos anteriormente 
planteados. 
 
Contradicción de tesis 359/2014. Suscitada entre el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 5 de octubre de 2016. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en 
cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 570/2013, señaló que la obligación de 
proporcionar alimentos que nace del matrimonio, es diversa a la que se 
implementa como consecuencia del divorcio, ya que la primera tiene su 
fuente en el artículo 433 del Código Civil para el Estado de Jalisco, 
mientras que la segunda en el numeral 419 de dicho ordenamiento, por lo 
que concluyó que es suficiente la existencia de un veredicto que disuelva 
el vínculo matrimonial y que declare inocente a uno de los cónyuges, para 
que éste tenga derecho a percibir alimentos hasta en tanto que no 
contraiga nuevas nupcias y tenga un modo honesto de vivir. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 477/2012, sostuvo la tesis aislada VII.2o.C.21 C 
(10a.), de rubro: “ALIMENTOS ENTRE CÓNYUGES. NO NACE LA 
OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS A FAVOR DEL INOCENTE, EN 
LOS CASOS DE DIVORCIO FUNDADO EN LA FRACCIÓN I DEL 
ARTÍCULO 141 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE VERACRUZ, 
SI NO ESTÁ DEMOSTRADA SU NECESIDAD.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 



 

XVI, Tomo 3, enero de 2013, página 1891, con número de registro 
2002446. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de marzo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a dieciséis 
de marzo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 28/2017 (10a.) 
 
 

USURA. SU ANÁLISIS ENCUENTRA LÍMITE EN LA INSTITUCIÓN DE 
LA COSA JUZGADA. El derecho de propiedad se encuentra reconocido 
en el artículo 21.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 
por tanto, si bien el juzgador como una forma de protección a ese derecho, 
al advertir indicios de un interés excesivo o desproporcionado derivado de 
un préstamo, está obligado a analizar de oficio la posible configuración de 
usura y, de ser el caso, actuar en consecuencia, lo cierto es que, por 
seguridad y certeza jurídica, esa obligación necesariamente encuentra 
límite en la institución de la cosa juzgada. Por ello, si bien al momento de 
emitir la sentencia correspondiente en cumplimiento a la obligación que se 
deriva del precepto convencional mencionado está obligado a analizar de 
oficio la posible configuración de usura y, de ser el caso, actuar en 
consecuencia, lo cierto es que una vez que la sentencia respectiva queda 
firme, esa decisión es inmutable y debe ejecutarse en sus términos; por 
ello, aunque el análisis de la usura puede efectuarse mientras la sentencia 
que condena a su pago se encuentre sub júdice, lo cierto es que una vez 
que la condena respectiva pierde esa característica y adquiere firmeza, 
necesariamente debe ejecutarse, pues ello es una consecuencia del 
derecho de acceso a una justicia completa y efectiva; de ahí que en la 
etapa de ejecución de la sentencia, el juzgador ya no puede introducir de 
manera oficiosa ni a petición de parte, el análisis de usura respecto de 
puntos o elementos que ya fueron determinados en la sentencia; y que por 
ende, constituyen cosa juzgada, por ello, la determinación que condenó al 
pago de los intereses a una tasa específica en monto porcentual, debe 
considerarse firme. Así, aunque los intereses se siguen devengando 
después de dictada la sentencia, ello no puede conducir a considerar que 
el control de usura pueda efectuarse respecto de éstos, pues no debe 
perderse de vista que la condena al pago de los intereses conforme a la 
tasa pactada, no sólo abarca a los intereses que ya se devengaron, sino 
que además comprende todos aquellos que se sigan generando hasta que 
se cumpla con el pago de la suerte principal. 
 
Contradicción de tesis 284/2015. Suscitada entre los Tribunales 
Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del Cuarto 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto 
Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, el 
Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, Tercer, Décimo 
Segundo y Décimo Tercer Tribunales Colegiados, todos en Materia Civil 
del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 
con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México. 22 de febrero de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 33/2015, el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 72/2015, 
el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 310/2014 y el Décimo Tercer 



 

Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 85/2015, esencialmente determinaron que la finalidad 
de la figura jurídica de cosa juzgada, la que prevalece en todo fallo, 
consiste en que exista certeza respecto de las cuestiones resueltas en los 
litigios, mediante la invariabilidad de lo fallado en una sentencia 
ejecutoriada y que se garantice el cumplimiento por las autoridades 
competentes de toda decisión judicial, lo cual constituye un derecho 
humano consistente en la seguridad jurídica, cuenta habida que los 
órganos jurisdiccionales nacionales se encuentran obligados a observar 
los diversos principios constitucionales y legales, ante ello, no es 
legalmente procedente que en un incidente de liquidación de intereses 
moratorios, se analice lo relativo a la legalidad, constitucionalidad y 
convencionalidad de dichos intereses (usura), ya que en el fallo definitivo 
emitido en el juicio de origen quedaron precisadas las bases para la 
cuantificación del pago de los intereses respectivos, decisión que resulta 
inalterable, dado que la sentencia de fondo causó estado y, por ende, 
constituye cosa juzgada; similar criterio sostuvieron: el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 366/2014 y 84/2015, así como el Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver los amparo en 
revisión 389/2014 y el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 173/2015. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 57/2015 y el Primer Tribunal Colegiado del 
Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México, al 
resolver el amparo en revisión 42/2015, resolvieron amparar y proteger al 
quejoso recurrente para el efecto de que la autoridad responsable dejara 
sin efectos la resolución emitida en una sentencia interlocutoria relativa a 
un incidente de liquidación de intereses, al considerar que los intereses 
moratorios que fueron convenidos por las partes tuvieron la voluntad de 
pactar una ganancia en favor del acreedor; por ello y no obstante que el 
monto resultara usurario, lo justo y equitativo era reducir la tasa de 
intereses, de donde se advierte el criterio implícito consistente en que en 
el amparo en revisión es posible analizar lo relativo a la usura respecto de 
los intereses pactados por las partes en el juicio de origen, aun cuando 
dichos intereses moratorios se fijaron en una sentencia definitiva que ya 
causó estado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cinco de abril de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a seis de abril 
de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 29/2017 (10a.) 
 

LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. LOS ARTÍCULOS 399 Y 
402 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES NO 
LIMITAN LA GARANTÍA DE ASEQUIBILIDAD A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008). Conforme al citado 
precepto constitucional, cuando el inculpado queda a disposición del juez 
puede solicitar la libertad provisional bajo caución, siempre y cuando el 
delito imputado y las circunstancias permitan acceder a tal beneficio; 
siendo que el monto de la caución fijada debe ser asequible para el 
inculpado, para lo cual el juzgador no solamente debe tomar en cuenta la 
reparación del daño y las sanciones pecuniarias que en su caso puedan 
imponerse, sino también el cumplimiento de las obligaciones procesales a 
su cargo. En ese sentido, se concluye que los artículos 399 y 402 del 
Código Federal de Procedimientos Penales no limitan la garantía de 
asequibilidad a que se refiere el numeral 20, apartado A, fracción I, de la 
Constitución General de la República, pues por lo que hace al indicado 
artículo 399, tratándose de delitos con efectos económicos en los que el 
autor obtiene un beneficio o causa un daño patrimonial, el objeto de la 
garantía es asegurar la reparación del daño, ya que de lo contrario la 
fianza podría resultar significativamente menor al beneficio obtenido con el 
ilícito o a los daños y perjuicios causados con su realización, lo cual 
también se justifica en la sanción pecuniaria que pueda llegar a 
imponerse; mientras que el citado artículo 402 establece una prevención 
idéntica a la contenida en el aludido precepto constitucional. De manera 
que al señalar dicho artículo que se tomará en cuenta la naturaleza de la 
garantía que se ofrezca, sólo desarrolla un concepto incluido en la 
Constitución, además de considerar las diversas formas previstas en la 
legislación penal para exhibir la caución (depósito en efectivo, fianza, 
prenda, hipoteca, entre otras), lo cual también permite cumplir con la 
orden de que la garantía debe ser asequible para el inculpado, ya que éste 
puede presentar la caución fijada en la forma que más le convenga, por 
mandato constitucional. Además, la materia que anima a los señalados 
artículos procesales no es la libertad provisional bajo caución del 
inculpado, sino el derecho a obtenerla cuando se cumplan los requisitos 
de ley; de ahí que no pueden considerarse inconstitucionales, al no prever 
mayores requisitos a los contenidos en la Ley Fundamental. 
 
Amparo en revisión 893/2008. 5 de noviembre de 2008. Cinco votos de 
los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, José Ramón Cossío Díaz, 
Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Sergio A. 
Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
Amparo en revisión 182/2009. 1o. de abril de 2009. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva 
Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Sergio A. Valls 
Hernández. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández. Secretaria: Selina Haidé Avante Juárez. 
 
Amparo en revisión 105/2013. 17 de abril de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 



 

Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo en revisión 341/2015. 9 de septiembre de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alfonso Francisco Trenado Ríos. 
 
Amparo en revisión 41/2015. 23 de septiembre de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Jorge Vázquez Aguilera. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cinco de abril de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a seis de abril 
de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/rfr. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 30/2017 (10a.)  
 

DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD ENTRE EL VARÓN Y LA 
MUJER. SU ALCANCE CONFORME A LO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. Al 
disponer el citado precepto constitucional, el derecho humano a la 
igualdad entre el varón y la mujer, establece una prohibición para el 
legislador de discriminar por razón de género, esto es, frente a la ley 
deben ser tratados por igual, es decir, busca garantizar la igualdad de 
oportunidades para que la mujer intervenga activamente en la vida social, 
económica, política y jurídica del país, sin distinción alguna por causa de 
su sexo, dada su calidad de persona; y también comprende la igualdad 
con el varón en el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de 
responsabilidades. En ese sentido, la pretensión de elevar a la mujer al 
mismo plano de igualdad que el varón, estuvo precedida por el trato 
discriminatorio que a aquélla se le daba en las legislaciones secundarias, 
federales y locales, que le impedían participar activamente en las 
dimensiones anotadas y asumir, al igual que el varón, tareas de 
responsabilidad social pública. Así, la reforma al artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, da la pauta para 
modificar todas aquellas leyes secundarias que incluían modos sutiles de 
discriminación. Por otro lado, el marco jurídico relativo a este derecho 
humano desde la perspectiva convencional del sistema universal, 
comprende los artículos 1 y 2 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, así como 2, 3 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos; y desde el sistema convencional interamericano destacan el 
preámbulo y el artículo II de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre así como 1 y 24 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 
 
Amparo en revisión 796/2011. Martín Martínez Luciano. 18 de abril de 
2012. Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José 
Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Teresita del Niño Jesús Lúcia Segovia. 
 
Amparo en revisión 559/2012. Oscar Daniel Arael Hernández 
Castañeda. 7 de noviembre de 2012. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Armado Argüelles Paz y Puente. 
 
Amparo directo en revisión 1697/2013. 21 de agosto de 2013. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo en revisión 569/2013. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los 
Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Olga Sánchez 



 

Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 652/2015. Israel González Peña. 11 de 
noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: 
Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cinco de abril de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a seis de abril 
de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
 
 
PMP/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 31/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO FUNDAMENTAL A UNA REPARACIÓN INTEGRAL O 
JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU CONCEPTO Y ALCANCE. El derecho 
citado es un derecho sustantivo cuya extensión debe tutelarse en favor de 
los gobernados, por lo que no debe restringirse innecesariamente. Ahora 
bien, atento a los criterios emitidos por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, el derecho a la reparación integral permite, en la 
medida de lo posible, anular todas las consecuencias del acto ilícito y 
restablecer la situación que debió haber existido con toda probabilidad, si 
el acto no se hubiera cometido, y de no ser esto posible, procede el pago 
de una indemnización justa como medida resarcitoria por los daños 
ocasionados, lo cual no debe generar una ganancia a la víctima, sino que 
se le otorgue un resarcimiento adecuado. En ese sentido, el derecho 
moderno de daños mira a la naturaleza y extensión del daño a las víctimas 
y no a los victimarios. Así, el daño causado es el que determina la 
naturaleza y el monto de la indemnización, de forma que las reparaciones 
no pueden implicar enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o 
sus sucesores; además, no se pretende que la responsabilidad sea 
excesiva, ya que debe subordinarse a requisitos cualitativos. Por otro lado, 
una indemnización será excesiva cuando exceda del monto suficiente para 
compensar a la víctima, sin embargo, limitar la responsabilidad fijando un 
techo cuantitativo implica marginar las circunstancias concretas del caso, 
el valor real de la reparación o de la salud deteriorada; esto es, una 
indemnización es injusta cuando se le limita con topes o tarifas, y en lugar 
de ser el Juez quien la cuantifique justa y equitativamente con base en 
criterios de razonabilidad, al ser quien conoce las particularidades del 
caso, es el legislador quien, arbitrariamente, fija montos indemnizatorios, 
al margen del caso y de su realidad. 
 
Amparo directo en revisión 1068/2011. Gastón Ramiro Ortiz Martínez. 
19 de octubre de 2011. Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
Amparo directo en revisión 2131/2013. Ernestina Francisca Martínez 
Alejandres. 22 de noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Alejandra 
Daniela Spitalier Peña. 
 
Recurso de reclamación 1232/2015. Francisco Reyes Gómez. 11 de 
mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo 
Guerrero Zazueta. 
 
Amparo en revisión 706/2015. Laura Cristina Portillo Larrieu y otra. 1 de 
junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Ponente: 



 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Arturo Bárcena Zubieta y 
Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Amparo directo en revisión 5826/2015. Taxibuses Metropolitanos de 
Querétaro, S.A. de C.V. 8 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Arturo Guerrero Zazueta. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cinco de abril de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a seis de abril 
de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 32/2017 (10a.) 
 
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA CONSTATACIÓN DE LAS 
NOTAS DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA LA 
PROCEDENCIA DE ESTE RECURSO DEBE REALIZARSE MEDIANTE 
UN EJERCICIO SUSTANTIVO DE VALORACIÓN POR EL QUE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PLASMA SU 
POLÍTICA JUDICIAL. De los artículos 107, fracción IX, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 21, fracción III, inciso a), de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como del Acuerdo 
General Número 9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, se advierte que para que el recurso de revisión en amparo directo 
sea procedente, es condición necesaria, mas no suficiente, que subsista 
una genuina cuestión constitucional pues, además, es indispensable que 
se determine que los méritos del asunto lo hacen importante y 
trascendente. Ahora bien, en la norma constitucional no se define lo que 
debe entenderse por cada una de esas propiedades, lo que implica una 
delegación para que sea el alto tribunal quien los desarrolle por medio de 
los acuerdos generales, esto es, a partir de una facultad normativa de 
reglamentación. Sin embargo, al definir lo que es importante y 
trascendente no debe hacerlo arbitrariamente, sino teniendo en cuenta el 
propósito del Constituyente, expresado en la iniciativa de la reforma 
constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación de 11 de 
junio de 1999, en la que se concluyó que era imprescindible permitir a la 
Suprema Corte concentrar todos sus esfuerzos en el conocimiento y la 
resolución de aquellos asuntos inéditos o que comprendan un alto nivel de 
importancia y trascendencia y que, por tal razón, impactan en la 
interpretación y aplicación del orden jurídico nacional. En efecto, a partir 
de dicha reforma, el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Federal, 
reserva a la Suprema Corte la facultad de definir los casos que son de 
importancia y trascendencia para efectos de su procedencia, lo que no 
sucedía antes de ese momento, pues la procedencia no se condicionaba a 
ningún juicio de relevancia, lo que implicaba que su admisión no fuera 
discrecional. Así, en la Décima Época del Semanario Judicial de la 
Federación, el Acuerdo General Plenario 9/2015 reglamenta los conceptos 
de importancia y trascendencia en términos flexibles, al limitarse a 
establecer que la resolución correspondiente debe dar lugar a un 
pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; 
en ese sentido, la actualización de estos requisitos debe realizarse caso 
por caso, buscando contestar la pregunta si de declararse la procedencia 
del recurso, ello permitiría a la Suprema Corte, como Tribunal 
Constitucional, emitir un pronunciamiento sobre una cuestión novedosa y 
de relevancia para el orden jurídico pues, en caso contrario, ha de 
declararse improcedente el recurso intentado. De ahí que la constatación 
de las notas de importancia y trascendencia para la procedencia del 
recurso de revisión en amparo directo, se realiza mediante un ejercicio 
sustantivo de valoración por el que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación plasma su política judicial. 
 
Amparo directo en revisión 5833/2014. Fernando Rión Autrique y otros. 
28 de octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
David García Sarubbi. 
 



 

Amparo directo en revisión 6212/2014. Daniel Israel Vargas Hernández. 
22 de junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández, quien formuló voto concurrente y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del 
Arenal Urueta. 
 
Amparo directo en revisión 5564/2015. 6 de julio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 1701/2016. Gustavo Moreno Ávalos. 13 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía 
Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
 
Amparo directo en revisión 2162/2016. Transportes Gommar, S.A. de 
C.V. 31 de agosto de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cinco de abril de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a seis de abril 
de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 33/2017 (10a.) 
 
 

CONSENTIMIENTO DEL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. 
ACONTECE CUANDO EL IMPUTADO ACEPTA CONCLUIR EL PROCESO 
PENAL A TRAVÉS DE UN ACUERDO REPARATORIO O SUSPENSIÓN 
DEL PROCESO A PRUEBA, POR LO QUE SE ACTUALIZA LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XIII, DE LA 
LEY DE AMPARO. La reforma a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de 
junio de 2008, introdujo la justicia restaurativa como eje toral del sistema, 
creando nuevos caminos de solución para encausar, mediante mecanismos 
alternativos, los conflictos de naturaleza penal que podrán encontrar mejor 
solución que en el juicio, los cuales, si bien parten de la comisión de un hecho 
delictivo, se distinguen porque no buscan declarar la responsabilidad penal 
del imputado, ya que su prioridad radica en restaurar el daño causado y 
concluir el conflicto penal sin la imposición de una pena. Ahora bien, cuando 
el juicio de amparo se promueve contra el auto de vinculación a proceso y 
posterior a su emisión el quejoso –en su calidad de imputado– accede a un 
mecanismo alternativo, mediante la suscripción de un acuerdo reparatorio o 
de la suspensión del proceso a prueba, dicha manifestación entraña el 
consentimiento del acto reclamado, que como causa de improcedencia prevé 
el artículo 61, fracción XIII, de la Ley de Amparo, ya que su voluntad de 
concluir el proceso penal a través de vías de solución alternas debe 
entenderse para todos los efectos legales. Es así, porque uno de los 
presupuestos para transitar por la justicia restaurativa consiste en el 
consentimiento libre y voluntario del imputado de someter la solución de la 
controversia penal a un mecanismo alternativo, lo que implica la libre 
aceptación de los hechos de la imputación o que, al menos, no los cuestione, 
ya que esa aceptación no es gratuita, sino que persigue un beneficio, pues 
consentir las bases jurídicas en que se sustenta la vinculación a proceso pasa 
por buscar una solución construida en la lealtad de las partes para la efectiva 
solución del conflicto penal, al obligarse a reparar el daño causado por la 
comisión del delito y, a cambio, evitar la posibilidad de que se le imponga una 
pena privativa de libertad, en delitos que por la especial naturaleza de los 
derechos que tutelan pueden ser renunciables. Estimar lo contrario, no sólo 
sería un exceso de rigor técnico de la acción de amparo, sino que también 
desnaturalizaría este moderno sistema, al premiar que el imputado ejerza 
intereses incompatibles: uno, que tiene como presupuesto la validez del acto 
reclamado, al participar en una solución alterna y, otro, que lo cuestiona a 
través del juicio de amparo, lo que jurídicamente es inadmisible. Por tanto, si 
la referida causa de improcedencia se actualiza antes de la presentación de la 
demanda, motivará que la misma se deseche por notoriamente improcedente, 
o bien, si sobreviene durante la tramitación del amparo, generará el 
sobreseimiento del juicio, incluso antes de la celebración de la audiencia 
constitucional. 
 
Contradicción de tesis 220/2016. Suscitada entre el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito. 1 de febrero de 2017. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al 
fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro 
Alberto Díaz Cruz. 



 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 194/2011, con 
la tesis XII.1o.P.A.77 P (9a.), de rubro: “SUSPENSIÓN DEL PROCESO A 
PRUEBA. PROCEDE EL ESTUDIO DE LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN PLANTEADOS EN EL AMPARO INDIRECTO O EN LA 
REVISIÓN QUE SE INTERPONGA CONTRA UN AUTO DE 
VINCULACIÓN A PROCESO, HASTA EN TANTO SE DECRETE LA 
EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL, NO OBSTANTE QUE EL 
INDICIADO VOLUNTARIAMENTE HAYA SOLICITADO Y OFRECIDO 
CUMPLIR CON LAS CONDICIONES A QUE SE OBLIGÓ AL DICTARSE 
AQUELLA MEDIDA (ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA 
TESIS XVII.1o.P.A.59 P).”, visible en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 3, febrero de 2012, 
página 2414, con número de registro 160263. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 302/2015, con la tesis de rubro: 
“ACUERDOS REPARATORIOS. SI EL ACTO RECLAMADO ES EL AUTO 
DE VINCULACIÓN A PROCESO Y AQUÉLLOS SE APRUEBAN CON 
POSTERIORIDAD A LA EMISIÓN DE ÉSTE, ESA CIRCUNSTANCIA 
ACTUALIZA LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XIII, DE LA LEY DE AMPARO, AUN CUANDO 
DICHOS ACUERDOS SEAN DE CUMPLIMIENTO DIFERIDO.”, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de junio de 2016 
a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 31, Tomo IV, junio de 2016, página 2727, registro 
2011967. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cinco de abril de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a seis de abril 
de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 34/2017 (10a.) 
 
 

AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. LA VIDEOGRABACIÓN DE LA 
AUDIENCIA EN LA QUE EL JUEZ DE CONTROL LO EMITIÓ, 
CONSTITUYE EL REGISTRO QUE EXIGE EL ARTÍCULO 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
PARA QUE EL IMPUTADO CONOZCA LA FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN DEL ACTO DE MOLESTIA (LEGISLACIONES DE LOS 
ESTADOS DE MÉXICO, NUEVO LEÓN Y ZACATECAS). El artículo 19 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé el auto 
de vinculación a proceso, como la determinación mediante la cual el 
juzgador establece en la audiencia inicial si hay méritos para iniciar un 
proceso penal en contra del imputado; asimismo, define el hecho o hechos 
delictivos por los que se seguirá forzosamente el proceso y la 
investigación correspondiente. Razón por la cual, se trata de un acto de 
molestia emitido por el juez de control que, al restringir la libertad personal, 
debe estar fundado y motivado como lo dispone el artículo 16 de la 
Constitución Federal; en ese tenor, si bien este último precepto 
constitucional prevé que el acto de molestia debe constar por escrito, no 
necesariamente implica que la determinación del juez de control adoptada 
en la audiencia, en la que expresará la fundamentación y motivación de su 
acto deba plasmarse en papel, sino lo trascendental es que exista un 
registro para que el imputado conozca los preceptos legales que  
facultaron al juzgador a pronunciarse en el sentido que lo hizo y el 
razonamiento jurídico en que apoyó tal determinación, a fin de garantizar 
su derecho a una debida defensa. En este sentido, en el caso del nuevo 
proceso penal acusatorio y oral que se rige por el artículo 20 
constitucional, puede considerarse válidamente que la constancia que 
dota de seguridad jurídica al imputado para conocer el fundamento legal y 
las razones que tomó en cuenta el juzgador para vincularlo a proceso, en 
términos del precepto 19 de la Ley Fundamental, es la videograbación en 
soporte material en la que se registra de manera íntegra y fidedigna el 
desarrollo de la audiencia inicial en la que se dictó el auto de mérito, pues 
el hecho de que los actos de molestia deban constar por “escrito” en 
términos del numeral 16 en comento, lejos de ser incompatible con el 
contenido de los diversos preceptos 19 y 20, están perfectamente 
armonizados, toda vez que la oralidad es el instrumento y método de 
audiencias que rige el sistema de enjuiciamiento penal y existe la 
videograbación de las audiencias como una herramienta tecnológica que 
permite registrar y constatar el acto de molestia en todas sus dimensiones, 
particularmente la fundamentación y motivación que debe contener, lo que 
hace innecesario que se emita una diversa resolución en papel.  
 
Contradicción de tesis 168/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito. 1 de febrero de 2017. La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Disidente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman 
Meraz Ortiz. 
 



 

Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 162/2014, con la tesis aislada II.2o.P.23 P 
(10a.), de rubro: “AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. DEBE 
CONSTAR POR ESCRITO Y NO SÓLO EN FORMA ORAL (NUEVO 
SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE MÉXICO)”, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XV, Tomo 2, diciembre de 2012, página 1286, con número de 
registro 2002239; criterio que comparte el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 
301/2014. 
 
El Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 207/2013, en esencia determinó, que de conformidad con lo 
previsto en el artículo 16 constitucional, interpretado en un sentido amplio 
y en forma sistemática, en relación con el diverso 20 de la citada Carta 
Magna, que establece como principio rector del sistema acusatorio la 
oralidad de las actuaciones, a excepción de aquéllos que la legislación 
aplicable establezca, se advierte que dichos preceptos constitucionales no 
son excluyentes entre sí, por lo que el auto de vinculación a proceso 
emitido de forma oral en términos de la legislación emitida respecto al 
nuevo sistema de justicia penal acusatorio, no es violatorio del derecho 
fundamental consagrado en el citado artículo 16 constitucional, dado que 
la legislación aplicable no dispone que el referido acto de molestia deba 
constar por escrito. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cinco de abril de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a seis de abril 
de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 35/2017 (10a.) 
 

AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. PARA SATISFACER EL 
REQUISITO RELATIVO A QUE LA LEY SEÑALE EL HECHO 
IMPUTADO COMO DELITO, BASTA CON QUE EL JUEZ ENCUADRE 
LA CONDUCTA A LA NORMA PENAL, DE MANERA QUE PERMITA 
IDENTIFICAR LAS RAZONES QUE LO LLEVAN A DETERMINAR EL 
TIPO PENAL APLICABLE (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL). 
Del artículo 19, párrafo primero de la Constitución Federal, reformado 
mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 18 de 
junio de 2008, se desprende que para dictar un auto de vinculación a 
proceso es necesario colmar determinados requisitos de forma y fondo. En 
cuanto a estos últimos es necesario que: 1) existan datos que establezcan 
que se ha cometido un hecho, 2) la ley señale como delito a ese hecho y 
3) exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su 
comisión. Ahora, el texto constitucional contiene los lineamientos que 
marcan la transición de un sistema de justicia penal mixto hacia otro de 
corte acusatorio, adversarial y oral, como lo revela la sustitución, en los 
requisitos aludidos, de las expresiones "comprobar" por "establecer" y 
"cuerpo del delito" por "hecho que la ley señala como delito", las cuales 
denotan un cambio de paradigma en la forma de administrar justicia en 
materia penal, pues acorde con las razones que el propio Poder 
Constituyente registró en el proceso legislativo, con la segunda expresión 
ya no se requiere de "pruebas" ni se exige "comprobar" que ocurrió un 
hecho ilícito, con lo cual se evita que en el plazo constitucional se adelante 
el juicio, esto es, ya no es permisible que en la etapa preliminar de la 
investigación se configuren pruebas por el Ministerio Público,  por sí  y   
ante  sí —como sucede en el sistema mixto—, con lo cual se elimina el 
procedimiento unilateral de obtención de elementos probatorios y, 
consecuentemente, se fortalece el juicio, única etapa procesal en la que, 
con igualdad de condiciones, se realiza la producción probatoria de las 
partes y se demuestran los hechos objeto del proceso. De ahí que con la 
segunda expresión la norma constitucional ya no exija que el objeto de 
prueba recaiga sobre el denominado "cuerpo del delito", entendido como 
la acreditación de los elementos objetivos, normativos y/o subjetivos de la 
descripción típica del delito correspondiente, dado que ese ejercicio, 
identificado como juicio de tipicidad, sólo es exigible para el dictado de una 
sentencia, pues es en esa etapa donde el juez decide si el delito quedó o 
no acreditado. En ese sentido, para dictar un auto de vinculación a 
proceso y establecer que se ha cometido un hecho que la ley señala como 
delito, basta con que el juez encuadre la conducta a la norma penal, que 
permita identificar, independientemente de la metodología que adopte, el 
tipo penal aplicable. Este nivel de exigencia es acorde con los efectos que 
genera dicha resolución, los cuales se traducen en la continuación de la 
investigación, en su fase judicializada, es decir, a partir de la cual 
interviene el juez para controlar las actuaciones que pudieran derivar en la 
afectación de un derecho fundamental. Además, a diferencia del sistema 
tradicional, su emisión no condiciona la clasificación jurídica del delito, 
porque este elemento será determinado en el escrito de acusación, a partir 
de toda la información que derive de la investigación, no sólo de la fase 
inicial, sino también de la complementaria, ni equivale a un adelanto del 
juicio, porque los antecedentes de investigación y elementos de convicción 
que sirvieron para fundarlo, por regla general, no deben considerarse para 
el dictado de la sentencia, salvo las excepciones establecidas en la ley.  
 
Contradicción de tesis 87/2016. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito 



 

y el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 1 de febrero 
de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por 
la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos en cuanto al fondo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Gabino 
González Santos y Horacio Vite Torres. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver los amparos en revisión 724/2012, 
811/2012, 6/2013, 423/2013 y 440/2013, sostuvo la jurisprudencia 
XVII.1o.P.A. J/2 (10a.), de rubro: “AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. 
EN SU DICTADO LA ACREDITACIÓN DEL REQUISITO “HECHO 
ILÍCITO” DEBE LIMITARSE AL ESTUDIO CONCEPTUAL (NUEVO 
SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE CHIHUAHUA).” 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XXVI, Tomo 1, noviembre de 2013, página 757, registro 
2004857; y al resolver los amparos en revisión 22/2010, 110/2010, 
147/2010, 267/2010 y 282/2010, sostuvo la tesis XVII.1o.P.A. J/25 (9a.), 
de rubro: “AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. EN SU DICTADO NO 
ES NECESARIO ACREDITAR EL CUERPO DEL DELITO (ELEMENTOS 
OBJETIVOS, NORMATIVOS Y SUBJETIVOS) Y JUSTIFICAR LA 
PROBABLE RESPONSABILIDAD DEL INCULPADO, SINO QUE SÓLO 
DEBE ATENDERSE AL HECHO ILÍCITO Y A LA PROBABILIDAD DE 
QUE EL INDICIADO LO COMETIÓ O PARTICIPÓ EN SU COMISIÓN 
(NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE 
CHIHUAHUA).”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro V, tomo 3, febrero de 2012, página 1942, 
registro 160330. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 175/2015, sostuvo que para dictar un auto de 
vinculación a proceso es necesario que el juez de control conozca cuál es 
el delito materia de la imputación, lo que implica que efectúe un análisis de 
los elementos de la descripción típica del hecho punible correspondiente, 
esto es, sus componentes objetivos, normativos y subjetivos específicos 
previstos en la ley, que le permitan calificar si los hechos que el ministerio 
público imputa al acusado son o no constitutivos del delito. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cinco de abril de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a seis de abril 
de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 36/2017 (10a.)  
 
 

RECURSO DE INCONFORMIDAD. SU RATIO CONSTITUCIONAL Y 
CONVENCIONAL. Cuando una ejecutoria de amparo no es cumplida en 
su totalidad, ya sea porque la autoridad responsable incurre en exceso o 
en defecto respecto de lo ordenado por la autoridad de amparo, se 
menoscaba el mandato constitucional y convencional según el cual el 
juicio de amparo debe constituir un medio judicial eficaz para la protección 
de los derechos que la propia Constitución reconoce. El derecho humano 
a contar con una protección judicial eficaz de todos los derechos 
constituye uno de los pilares básicos del estado de derecho en México y, 
por ende, desde una interpretación sistemática de los artículos 1o., 103 y 
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
conexión con los artículos 1.1. y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y 2.3. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, implica la obligación del Estado mexicano en su conjunto de 
establecer e implementar los medios procesales adecuados para que las 
ejecutorias de amparo sean cumplidas de manera que se protejan 
eficazmente los derechos declarados o reconocidos en la correspondiente 
ejecutoria; siendo así, el Estado está obligado a garantizar el debido 
cumplimiento de las sentencias protectoras, por parte de las autoridades 
responsables. De esta manera, la principal ratio constitucional y 
convencional del recurso de inconformidad es garantizar que el juicio de 
amparo sea un medio judicial eficaz para la protección de los derechos 
humanos reconocidos por la Constitución y por los tratados 
internacionales. 
 
Recurso de inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 de 
la Ley de Amparo 747/2015. House of Fuller, S. de R.L. de C.V. y otra. 21 
de octubre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Recurso de inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 de 
la Ley de Amparo 61/2016. Gloria Olivia Gándara González. 18 de mayo 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Natalia Reyes Heroles Scharrer y Ricardo García 
de la Rosa. 
 
Recurso de inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 de 
la Ley de Amparo 196/2016. 22 de junio de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir 
Andrés Fajardo Morales. 
 
Recurso de inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 de 
la Ley de Amparo 197/2016. Abelardo Naranjo Ortiz. 22 de junio de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 



 

 
Recurso de inconformidad previsto en la fracción I del artículo 201 de 
la Ley de Amparo 437/2016. HSBC México, S.A., Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero HSBC y otro. 10 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, quien 
votó con el sentido pero con salvedad en las consideraciones y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
diecisiete de mayo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciocho de mayo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 37/2017 (10a.) 
 
 

INTERPRETACIÓN CONFORME. NATURALEZA Y ALCANCES A LA 
LUZ DEL PRINCIPIO PRO PERSONA. A juicio de esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, la supremacía normativa de la 
Constitución no se manifiesta sólo en su aptitud de servir como parámetro 
de validez de todas las demás normas jurídicas, sino también en la 
exigencia de que tales normas, a la hora de ser aplicadas, se interpreten 
de acuerdo con los preceptos constitucionales; de forma que, en caso de 
que existan varias posibilidades de interpretación de la norma en cuestión, 
se elija aquella que mejor se ajuste a lo dispuesto en la Constitución. En 
otras palabras, esa supremacía intrínseca no sólo opera en el momento de 
la creación de las normas, cuyo contenido ha de ser compatible con la 
Constitución en el momento de su aprobación, sino que se prolonga, 
ahora como parámetro interpretativo, a la fase de aplicación de esas 
normas. A su eficacia normativa directa se añade su eficacia como marco 
de referencia o criterio dominante en la interpretación de las restantes 
normas. Este principio de interpretación conforme de todas las normas del 
ordenamiento con la Constitución, reiteradamente utilizado por esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, es una consecuencia elemental 
de la concepción del ordenamiento como una estructura coherente, como 
una unidad o contexto. Es importante advertir que esta regla interpretativa 
opera con carácter previo al juicio de invalidez. Es decir, que antes de 
considerar a una norma jurídica como constitucionalmente inválida, es 
necesario agotar todas las posibilidades de encontrar en ella un 
significado que la haga compatible con la Constitución y que le permita, 
por tanto, subsistir dentro del ordenamiento; de manera que sólo en el 
caso de que exista una clara incompatibilidad o una contradicción 
insalvable entre la norma ordinaria y la Constitución, procedería declararla 
inconstitucional. En esta lógica, el intérprete debe evitar en la medida de lo 
posible ese desenlace e interpretar las normas de tal modo que la 
contradicción no se produzca y la norma pueda salvarse. Así el juez ha de 
procurar, siempre que sea posible, huir del vacío que se produce cuando 
se niega validez a una norma y, en el caso concreto, de ser posibles 
varias interpretaciones, debe preferirse aquella que salve la aparente 
contradicción. Ahora bien la interpretación de las normas conforme a la 
Constitución se ha fundamentado tradicionalmente en el principio de 
conservación de ley, que se asienta a su vez en el principio de seguridad 
jurídica y en la legitimidad democrática del legislador. En el caso de la ley, 
fruto de la voluntad de los representantes democráticamente elegidos, el 
principio general de conservación de las normas se ve reforzado por una 
más intensa presunción de validez. Los tribunales, en el marco de sus 
competencias, sólo pueden declarar la inconstitucionalidad de una ley 
cuando no resulte posible una interpretación conforme con la Constitución. 
En cualquier caso, las normas son válidas mientras un tribunal no diga lo 
contrario. Asimismo, hoy en día, el principio de interpretación conforme de 
todas las normas del ordenamiento a la Constitución, se ve reforzado por 
el principio pro persona, contenido en el artículo 1º de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual obliga a maximizar la 
interpretación conforme en aquellos escenarios en los cuales, dicha 
interpretación permita la efectividad de los derechos fundamentales de las 
personas frente al vacío legislativo que puede provocar una declaración de 
inconstitucionalidad de la norma. 
 
Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez 



 

Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto 
concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 288/2014. Carlos Ayala Gómez. 24 de 
septiembre de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Secretario: Ignacio Valdés Barreiro. 
 
Amparo directo en revisión 4241/2013. Procuraduría Federal del 
Consumidor. 15 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Rosa María Rojas Vértiz Contreras.  
 
Amparo directo en revisión 607/2014. Operadora “Lob”, S.A. de C.V. 22 
de octubre de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Ricardo Manuel Martínez Estrada.  
 
Amparo directo en revisión 2177/2014. Instituto Mexicano del Seguro 
Social. 19 de noviembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso 
Francisco Trenado Ríos. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
diecisiete de mayo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciocho de mayo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 38/2017 (10a.)  
 
 

COSTAS. LA CONDENA EN TAL CONCEPTO QUE ESTABLECEN 
DIVERSAS LEGISLACIONES, SIN CONDICIONARLA A LA 
EXISTENCIA DE MALA FE O TEMERIDAD DEL LITIGANTE, NO LIMITA 
EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. El hecho de que una 
legislación no condicione la condena al pago de costas a la existencia de 
mala fe o temeridad por parte del litigante que se inconforma con una 
sentencia de primer grado, no limita la garantía de acceso a la justicia 
contenida en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues no impide que los gobernados acudan a los 
tribunales solicitando que se les administre justicia, ni que éstos la 
impartan; además, la finalidad de este tipo de condena es asegurar a 
quien acudió a juicio a defender un derecho, respecto del cual su 
contraparte no logró demostrar todas sus pretensiones, ni aun apelando, 
que le fueran resarcidas las erogaciones causadas en un juicio que se vio 
forzado a seguir en dos instancias y no provocar la abstención de los 
posibles recurrentes que, teniendo a su alcance los medios de defensa 
legales, puedan impugnar una sentencia de primera instancia, pues el 
citado artículo 17 constitucional prevé que la administración e impartición 
de justicia debe darse en los plazos y términos que fijen las leyes, lo cual 
implica que éstos se fijen por el legislador ordinario en uso de su libertad 
de configuración, con tal de que lo establecido al respecto tenga un fin 
constitucionalmente válido. Así, el legislador, haciendo uso de esa libertad, 
ha establecido dos sistemas para la condena en costas, uno subjetivo, 
aplicable cuando a criterio del juzgador alguna de las partes se ha 
conducido con temeridad y mala fe y otro objetivo, que no deja a criterio 
del juzgador esa condena, sino que ésta resulta obligatoria cuando se 
actualiza alguna de las hipótesis previstas en la ley; es claro que si para la 
condena basta que el actor no obtenga sentencia favorable en alguna de 
las prestaciones reclamadas, excepto en costas, y que dicha 
determinación sea confirmada en alzada, es porque se basa en el sistema 
objetivo, lo cual no transgrede el citado derecho. 
 
Amparo directo en revisión 270/2012. José Ramón García Sánchez. 7 
de marzo de 2012. Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Oscar Vázquez 
Moreno. 
 
Amparo directo en revisión 331/2012. Ricardo Monroy Cárdenas. 21 de 
marzo de 2012. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia 
y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ausente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: 
Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 
Amparo directo en revisión 26/2013. Ofelia Valverde Fragoso. 20 de 
marzo de 2013. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente y 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz, en su ausencia hizo suyo el asunto 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 



 

Amparo directo en revisión 2297/2013. Adela Shamosh Cattan. 13 de 
noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 2235/2014. Genoveva Muñoz Espinosa. 24 
de septiembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Fabiana Estrada 
Tena. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
diecisiete de mayo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciocho de mayo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
   
 
PMP/rfr. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 39/2017 (10a.) 
 

COMERCIO EXTERIOR. CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 131, 
SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, EL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA ESTÁ FACULTADO PARA 
MODIFICAR LAS CUOTAS ARANCELARIAS PREFERENCIALES 
PACTADAS EN EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA 
DEL NORTE, MÁXIME CUANDO LO HACE CON MOTIVO DE UN 
LAUDO ARBITRAL DICTADO POR LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DEL 
COMERCIO. El citado precepto constitucional mencionado confiere 
atribuciones al Presidente de la República para aumentar, disminuir o 
suprimir las cuotas de las tarifas de exportación e importación expedidas 
por el Congreso de la Unión, así como para crear otras distintas a las 
aprobadas por éste mediante la legislación correspondiente. En ese 
sentido, se concluye que el titular del Ejecutivo Federal está facultado para 
modificar las cuotas arancelarias preferenciales pactadas en el Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte, máxime si se advierte que el 
ejercicio de esas atribuciones no es unilateral sino que obedece a un 
laudo arbitral dictado por un panel constituido por la Organización Mundial 
del Comercio, para hacer frente a un menoscabo ocasionado al Estado 
Mexicano con la aplicación de alguna medida adoptada por otro socio 
comercial, o para combatir una violación al Acuerdo Antidumping y al 
Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias, habida cuenta 
que las atribuciones constitucionales mencionadas fueron introducidas por 
el Poder Reformador para enfrentar situaciones que ocasionen un daño o 
menoscabo a la economía nacional. 
 
 Amparo en revisión 196/2007. Unión de Grandes Marcas, S.A. de C.V. 
20 de junio de 2007. Cinco votos de los Ministros José de Jesús Gudiño 
Pelayo, Sergio A. Valls Hernández, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Juan N. 
Silva Meza. Secretario: José Francisco Castellanos Madrazo. 
 
Amparo en revisión 1/2008. Olimpo García Manzo. 26 de marzo de 2008. 
Cinco votos de los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo, José Ramón 
Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretaria: Guillermina Coutiño Mata. 
Amparo en revisión 668/2011. La Madrileña, S.A. de C.V. 4 de 
noviembre de 2011. Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien 
formuló voto aclaratorio en sentido paralelo, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 
Amparo en revisión 829/2011. María del Rosario Mendoza Casas. 8 de 
febrero de 2012. Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
Amparo en revisión 564/2011. Unilever de México, S.R.L. de C.V. 22 de 
febrero de 2012. Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María Dolores Omaña 
Ramírez. 
 



 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
diecisiete de mayo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciocho de mayo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/rfr. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 40/2017 (10a.) 
 
 

PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO SIN LICENCIA. CUANDO 
PERICIALMENTE SE DEMUESTRA QUE EL MECANISMO DE 
DISPARO DEL ARMA ES DE “FUEGO CIRCULAR”, EL OBJETO 
MATERIAL DEL DELITO DEBE ENCUADRARSE EN EL ARTÍCULO 10, 
FRACCIÓN I DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y 
EXPLOSIVOS. El artículo 81 de la Ley invocada prevé como delito la 
portación de armas de las comprendidas en los artículos 9 y 10 de la 
citada ley, sin tener expedida la licencia correspondiente. Asimismo el 
artículo 10, fracción I, de dicho ordenamiento, describe tres cualidades en 
las armas que comprende, a saber: 1. Tipo (pistolas, revólveres y rifles), 2. 
Calibre (.22”) y 3. Sistema de disparo (de fuego circular), esto es, 
técnicamente la expresión “fuego circular” se refiere a un mecanismo 
específico de percutir los cartuchos, conforme al cual el percutor del arma 
está diseñado para impactar cualquier punto de la periferia de la base del 
cartucho, donde concentra la cápsula detonante y su carga fulminante, 
para producir el disparo –a diferencia de las armas con mecanismo de 
disparo de “fuego central”, en las que el percutor se confecciona para que 
impacte el centro de la base o culote del cartucho, zona en la que 
concentra la cápsula detonante y su carga fulminante, como ocurre 
prácticamente con la mayoría de las armas y cartuchos–. En ese sentido, 
cuando la conducta ilícita consista en portar sin licencia un revólver, 
calibre .22” y pericialmente se demuestra que su mecanismo de disparo es 
de “fuego circular”, el juzgador debe encuadrar el objeto material del delito 
en la hipótesis que describe el referido artículo 10, fracción I. En el 
entendido de que, la falta de demostración de ese específico mecanismo 
de disparo no genera la atipicidad del delito, sino que obliga a clasificar 
dicho objeto en términos del artículo 9, fracción II de la citada Ley Federal, 
por concurrir las dos características del arma que describe: i. Tipo 
(revólver) y ii. Calibre (no superior al .38" Especial, quedando exceptuado 
el calibre .357" Magnum), ya que para esta hipótesis normativa no es 
condición necesaria que el revólver cuente con un determinado sistema de 
disparo; sin que ello implique vulnerar los derechos fundamentales de 
legalidad y seguridad jurídica del inculpado, pues al tratarse de los mismos 
hechos: portar un revólver calibre .22”, ni siquiera habrá que variarse el 
delito, en tanto que la conducta que se le atribuye no sufre ninguna 
modificación. 
 
Contradicción de tesis 119/2016. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 22 de febrero de 2017. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 314/2015, sostuvo 
que atendiendo al dictamen pericial del arma de fuego tipo calibre .22, se 
obtiene que es de aquellas que pueden poseerse o portarse de acuerdo 
con las limitaciones previstas en el artículo 9º, fracción II, en relación con 



 

el artículo 81, párrafo primero, ambos de la Ley Federal de Armas de 
Fuego y Explosivos. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 381/2015, sostuvo que atendiendo al dictamen 
pericial del arma de fuego tipo calibre .22, se obtiene que es de aquellas 
que pueden poseerse o portarse de acuerdo con las limitaciones previstas 
en el artículo 9º, fracción II, en relación con el diverso numeral 24 de la 
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, lo cierto es que el órgano 
jurisdiccional que conoce de la apelación del expediente en proceso está 
facultado para cambiar la clasificación del arma en cuestión, así como 
también el ministerio público durante la averiguación previa, por lo que la 
clasificación correcta del arma en cuestión es la que prevé la fracción III 
del artículo 9, en relación con los diversos 10 y 81 de la Ley Federal de 
Armas de Fuego y Explosivos. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
diecisiete de mayo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciocho de mayo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 41/2017 (10a.) 
 
 

AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN 
DE SEGUNDA INSTANCIA QUE OFICIOSAMENTE ORDENA REPONER 
EL PROCESO PENAL PARA DESAHOGAR UNA DILIGENCIA DE 
CAREOS ENTRE EL IMPUTADO Y DIVERSOS TESTIGOS. Conforme al 
artículo 2o. de la Ley de Amparo, el juicio se tramitará en vía directa o 
indirecta. Por su parte, el numeral 170, fracción I, de dicho ordenamiento 
prevé que el juicio de amparo directo procede: “contra sentencias 
definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas por 
tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, ya sea que la 
violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, 
afecte las defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo”. Con 
base en lo anterior, se concluye que el juicio de amparo directo es 
improcedente cuando se impugna la resolución de segunda instancia que 
oficiosamente ordena reponer el proceso penal para desahogar una 
diligencia de careos entre el imputado y diversos testigos, en virtud de que 
con motivo de esa determinación no se decidió el asunto en lo principal, ni 
se le puso fin a la causa penal de origen. 
 
Contradicción de tesis 271/2015. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, el Tribunal Colegiado del Décimo 
Tercer Circuito, actualmente Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
Administrativa del Décimo Tercer Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Circuito, actualmente Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito. 23 de noviembre de 2016. 
La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito, actualmente en Materias 
Civil y Administrativa, al resolver el amparo directo 12/1989, sostuvo la 
tesis aislada de rubro: “REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN 
MATERIA PENAL CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE ORDENA LA, 
PROCEDE AMPARO INDIRECTO.”, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación, Octava Época, Tomo III, segunda parte-2, enero-junio 
de 1989, página 676, registro 229542; criterio que comparte el Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 
955/2015. 
El Primer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, actualmente en Materia 
Administrativa y de Trabajo, al resolver el amparo directo 112/1994, con la 
tesis aislada X.1o. 33 K de rubro: “COMPETENCIA DEL TRIBUNAL 
COLEGIADO PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 
TRATÁNDOSE DE VIOLACIONES PROCESALES DE CARÁCTER 
SUSTANTIVO, AUN CUANDO EN LA DEMANDA NO SE RECLAME LA 
SENTENCIA DEFINITIVA.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, Octava Época, Tomo XIV, octubre de 1994, página 290, 
registro 210199. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 



 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
diecisiete de mayo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciocho de mayo de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 42/2017 (10a.) 
 
 

CAUSAHABIENTE PROCESAL. CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA 
INTERPONER UNA EXCEPCIÓN PERENTORIA QUE TENGA COMO 
ÚNICA FINALIDAD LA DECLARATORIA DE PRESCRIPCIÓN DE 
EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA QUE DERIVA DE UN JUICIO CUYA 
MATERIA ES UNA ACCIÓN PERSONAL. La transmisión de la titularidad 
de un bien inmueble que se encuentra sujeto a una medida cautelar como 
el embargo durante un litigio derivado de una acción personal no provoca 
que el nuevo propietario del bien suceda o se subrogue en la parte 
demandada en dicho juicio. Primero, porque la pretensión del juicio está 
dirigida a ser satisfecha por la persona o personas demandadas en 
concreto (contrario a lo que sucede en una acción real) y el embargo del 
inmueble sólo funciona como una medida cautelar y, segundo, ya que al 
transmitirse la propiedad del bien embargado se actualiza la denominada 
causahabiencia de orden procesal, cuya propia naturaleza conlleva a que 
el causahabiente detenta la carga de acatar lo resuelto en el juicio 
seguido en contra de su causante y, consiguientemente, responderá de la 
obligación garantizada con el bien hasta donde éste alcance, con 
independencia de que no se le haya llamado al juicio. No se trata de una 
cesión de deuda, sino la causahabiencia procesal de una garantía. Por 
ello, el causahabiente carece de legitimación para interponer la excepción 
perentoria de prescripción de la ejecución de la sentencia que tenga como 
única finalidad que se declare judicialmente la terminación del tiempo para 
exigir la ejecución de las prestaciones concedidas en dicho fallo, al no 
tener interés directo en el acreditamiento o no de las prestaciones 
demandadas. Tal situación, toda vez que en ese supuesto la excepción 
de prescripción se dirige a impedir la ejecución de la sentencia con 
cualquier bien y no sólo con el embargado, lo que afecta en realidad las 
prestaciones conferidas por el juzgador a partir de una acción personal. Al 
causahabiente le corresponden derechos en defensa exclusiva del bien 
sujeto a la medida cautelar. 
 
Contradicción de tesis 163/2015. Suscitada entre el Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito. 15 de 
marzo de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia: Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 19/2014, sostuvo que al adquirir en 
propiedad los bienes embargados con gravamen, la solicitante del amparo 
adquiere el carácter de causahabiente, sin embargo, ello no la legitima 
para promover por sí misma en el juicio y oponer la excepción de 
prescripción, pues con dicho carácter adquiere la propiedad de los bienes, 
pero se subroga en la obligación de la parte demandada de responder con 
esos bienes para el pago de la condena y debe responder por el pago de 
la condena que se ejecute contra la parte demandada, pero no la 
controvierte en parte en el juicio natural, pues para ello tiene que haber 



 

una cesión de deuda, la cual debe ser presentada ante un juez para su 
aprobación expresa o tácita. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 87/2013, sostuvo que 
aun cuando el causahabiente no sea parte actora ni demandada en el 
juicio de origen y, en consecuencia, no compareció como acreedora al 
procedimiento de ejecución de la sentencia dictada, lo cierto es que su 
carácter lo legitima para promover en el juicio de origen en defensa de los 
inmuebles embargados y que son de su propiedad, ya que precisamente 
tiene el carácter de causahabiente demandado, por lo que está obligada a 
responder con dichos inmuebles por el pago de la condena decretada en 
contra de su causante. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a uno 
de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 43/2017 (10a.) 
 
 

AYUNTAMIENTOS COMO ENTES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
MUNICIPAL. DEBEN CONSIDERARSE COMPRENDIDOS EN LAS 
HIPÓTESIS DE EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE IGUALDAD 
PROCESAL, PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 4º DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. El citado precepto  establece una regla 
general de igualdad de las partes en los juicios regidos bajo las normas de 
ese Código, al señalar que las instituciones, servicios y dependencias de 
la Administración Pública de la Federación y de las entidades federativas 
tendrán, en cualquier forma en que intervengan en el procedimiento 
judicial, la misma situación que otra parte cualquiera; pero acota esa regla 
general con dos excepciones específicas, a saber: 1) que no se podrá 
dictar mandamiento de ejecución ni providencia de embargo en contra de 
los entes públicos allí referidos; y 2) que éstos estarán exentos de prestar 
las garantías señaladas en el propio ordenamiento. Ahora bien, ese 
dispositivo no hace mención expresa como destinatarios de esas 
excepciones a los entes de la Administración Pública Municipal, 
particularmente, a los Ayuntamientos; sin embargo, esa imprevisión de la 
norma encuentra explicación en el hecho de que, el Código Federal de 
Procedimientos Civiles fue publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 24 de febrero de 1943, y su artículo 4º no ha tenido cambio alguno 
desde su expedición; siendo que, en la época de su creación, el sistema 
federal mexicano se encontraba concentrado en una organización de 
estructuras y competencias bajo dos órdenes de gobierno: el federal y el 
estatal, y los municipios estaban subordinados a este último; y ha sido 
conforme a la evolución constitucional que ha tenido el Municipio, a través 
de reformas al artículo 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que éste se ha consolidado como un orden de 
gobierno y no sólo de administración, con autonomía jurídica y 
competencia específica en la prestación de determinados servicios 
públicos. Por tanto, advirtiéndose que la anterior es la razón por la cual el 
artículo 4º referido no hace mención expresa del orden municipal, 
distinguiéndolo del federal y el estatal, se concluye que los entes de la 
Administración Pública Municipal, entre ellos, los Ayuntamientos, deben 
considerarse comprendidos en el supuesto jurídico de ese precepto, pues 
actualmente el Municipio cuenta con los caracteres que lo colocan como 
nivel autónomo de gobierno que ejerce una administración pública propia y 
distinta de la que realiza la entidad federativa a la que pertenezca.    
 
Contradicción de tesis 44/2015. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región, 
con residencia en Zacatecas, Zacatecas, en apoyo del Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 7 de 
diciembre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarias: Natalia Reyes 
Heroles Scharrer y Laura Patricia Román Silva. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, en apoyo del 
Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo 
Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 125/2014 (cuaderno 



 

auxiliar 436/2014), determinó que el ayuntamiento municipal puede 
detentar el carácter de autoridad responsable, si el acto reclamado lo 
constituye la omisión de cumplimentar una sentencia condenatoria dictada 
en un juicio ejecutivo mercantil en el cual figuró como demandado y, por 
tanto, también puede trasgredir las garantías de acceso efectivo e 
impartición de justicia pronta consagradas en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 264/2014, determinó que en modo alguno 
los ayuntamientos municipales pueden detentar el carácter de autoridades 
responsables cuando se les imputa la omisión de cumplimentar una 
sentencia condenatoria dictada en un juicio ejecutivo mercantil en el cual 
figuraron como parte demandada, al no encontrarse contemplado en los 
supuestos previstos en el artículo 4o. del Código Federal de 
Procedimientos Civiles. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a uno 
de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 44/2017 (10a.) 
 

 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO POR LA 
VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. CUANDO EL EFECTO DE ESA 
MEDIDA CAUTELAR SEA PARALIZAR EL PROCEDIMIENTO PENAL, 
NO PROCEDE IMPONER LA GARANTÍA DISCRECIONAL PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 125, PÁRRAFO SEGUNDO DE LA LEY DE AMPARO 
ABROGADA. De conformidad con el avance legal y jurisprudencial, la 
víctima y el ofendido del delito, como parte activa del proceso penal 
cuentan con legitimación para promover juicio de amparo en contra de las 
actuaciones u omisiones de la autoridad jurisdiccional suscitadas dentro 
del trámite del procedimiento; por tanto, cuando lo señalado como acto 
reclamado sea una determinación tal que de ejecutarse pueda producir 
una afectación irreparable y el efecto de la suspensión sea paralizar el 
procedimiento con el evidente retraso en el dictado de la sentencia 
definitiva, ello no conduce a estimar que el señalado atraso procesal 
constituya una afectación exclusiva a los derechos del inculpado que es la 
parte tercero interesada en la controversia constitucional, pues cuando la 
víctima u ofendido del delito promueve juicio de amparo, lo que busca 
obtener es la defensa de los derechos fundamentales que considera le 
han sido violentados en la tramitación del procedimiento, por lo que si el 
acto reclamado incide específicamente en la impugnación de una 
actuación dentro del proceso como fue la falta de emplazamiento al 
recurso de apelación que interpuso el inculpado en contra del auto de 
formal prisión o la resolución que ordena reponer el procedimiento para 
que se desahoguen pruebas y se le nombre defensor técnico, la 
paralización del procedimiento no se traduce en una afectación exclusiva a 
los derechos del mencionado inculpado, que haga procedente la 
imposición de la garantía discrecional prevista en el segundo párrafo del 
artículo 125 de la Ley de Amparo abrogada, para que la suspensión que 
se otorgó siga surtiendo efectos. Además, porque en observancia al 
derecho de celeridad procesal previsto en el artículo 17, segundo párrafo 
de la Constitución Federal, si bien subsiste el derecho a que la justicia se 
imparta de manera pronta y expedita, bajo esa premisa, no deriva que la 
posibilidad para solicitar la suspensión del acto reclamado en materia 
penal debe inhibirse sólo para evitar que se produzca un retraso en el 
proceso en agravio del inculpado –tercero interesado–, pues con la 
promoción del juicio de amparo la víctima u ofendido del delito pretenden 
asegurar su expectativa en la obtención de la reparación del daño y el 
conocimiento de la verdad de los hechos, entre otras posibilidades. De 
ahí, que en tales supuestos, el derecho a la celeridad procesal encuentra 
un límite y, éste se haya justificado, ante la existencia de la posibilidad 
legal con que cuentan la víctima y ofendido del delito para que a través del 
juicio de amparo se salvaguarden sus derechos fundamentales, lo que han 
logrado, precisamente, en observancia del principio de equidad procesal. 
 
Contradicción de tesis 349/2016. Suscitada entre el Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Décimo Primer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Matera Penal del Primer Circuito. 10 de mayo de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 



 

 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el incidente en revisión 297/2015, con la tesis aislada I.3o.P.45 P 
(10a.), de rubro: “SUSPENSIÓN PROVISIONAL CONTRA LA 
CONTINUACIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN MATERIA PENAL. SI EL 
QUEJOSO ES LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO, ES 
IMPROCEDENTE FIJARLE, DISCRECIONALMENTE, LA GARANTÍA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 125, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
DE AMPARO ABROGADA, PARA QUE AQUELLA CONTINÚE 
SURTIENDO EFECTOS., publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas y en la  
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 27, 
Tomo III, febrero de 2016, página 2190, con número de registro 2011115. 
El Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito, al 
resolver el incidente en revisión 27/2016, sostuvo que el reconocimiento 
de la víctima u ofendido del delito como parte en el proceso penal, 
establece la posibilidad de que tenga una participación activa en éste, no 
sólo por su expectativa o pretensión de que se repare el daño que le fue 
ocasionado, sino porque conforme al nuevo marco jurídico, derivado del 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
puede participar directamente en la causa penal, aportar pruebas, 
interponer recursos y exigir que se establezca una verdad legal sobre la 
comprobación del delito y la responsabilidad penal del inculpado, lo que 
hace que se encuentren en un plano de igualdad dentro del proceso, sin 
que ello conlleve a permitirle que se le exima de las obligaciones que la 
propia Ley de Amparo le impone, como lo es la garantía que le fue fijada 
en términos del artículo 125 de la Ley de Amparo abrogada, puesto que 
rompería el equilibrio procesal que debe guardarse en el juicio de amparo 
entre las partes. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
treinta y uno de mayo de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a uno 
de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
  
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 45/2017 (10a.) 
 
 

DELITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 100, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DE CRÉDITO. 
LAS ACTAS DE INSPECCIÓN A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 17 
DEL MISMO ORDENAMIENTO NO CONSTITUYEN UN ELEMENTO DEL 
DELITO NI UN REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD PARA EL 
EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA 
EL 10 DE ENERO DE 2014). El artículo 100, fracción I, de la Ley General 
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito establece que se 
impondrá pena de prisión a las personas que, habiendo sido designadas 
como bodegueros habilitados en los términos de esa ley, dispongan o 
permitan disponer indebidamente de las mercancías depositadas o 
proporcionen datos falsos al almacén respecto de los movimientos y 
existencias de las mismas. Por su parte, el artículo 17, fracción III, de ese 
mismo ordenamiento (en su texto anterior a la reforma publicada el 10 de 
enero de 2014) dispone que los locales habilitados serán supervisados 
cuando menos mensualmente por inspectores nombrados por los 
almacenes, quienes formularán las actas de inspección que indiquen, en 
su caso, faltantes de bienes o mercancías amparados con certificados de 
depósito. Ahora bien, de la lectura de ambos preceptos se desprende 
claramente que las actas de inspección a que este último precepto se 
refiere, no son parte integral del tipo penal previsto en el artículo 100 antes 
mencionado, pues no se trata de un elemento exigido por la norma penal 
para la configuración de la conducta, los sujetos activo o pasivo, el objeto, 
o cualquier otro elemento objetivo o normativo del delito. De ahí que 
tampoco puedan considerarse un requisito de procedibilidad de la acción 
penal o para el dictado de un auto de término constitucional, máxime que 
la ley no establece alguna condición en ese sentido. Así, esta Primera 
Sala estima que las referidas actas de inspección podrían ser tomadas en 
consideración, en todo caso, como un medio de prueba a fin de demostrar 
la existencia de alguno de los elementos del delito; circunstancia que 
tampoco significa que, ante la falta de aquellas, no sea posible configurar 
o acreditar el cuerpo del delito, o que el Ministerio Público esté impedido 
para ejercer acción penal, toda vez que la representación social se 
encuentra en perfecta aptitud de demostrar tales extremos a través de 
otros medios de prueba.   
 
Contradicción de tesis 359/2015. Suscitada entre el Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, antes Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Cuarto Circuito. 3 de mayo de 2017. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante 
Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El actual Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo 
Circuito, entonces Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 27/2008, que dio origen a la tesis aislada 
XX.1o.151 P, de rubro: “DELITO COMETIDO POR BODEGUEROS 
HABILITADOS, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 100 DE LA LEY GENERAL 



 

DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO. 
ES REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN PENAL 
DEMOSTRAR QUE EL ACTA EN LA QUE SE SUSTENTEN LOS 
HECHOS IMPUTADOS SE ENCUENTRE CERTIFICADA POR EL 
CONTADOR DEL ALMACÉN GENERAL DE DEPÓSITO.”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXVIII, septiembre de 2008, página 1252, con número de registro 168951. 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 334/2011, sostuvo que la ausencia de 
certificación del contador de almacén general de depósito en las actas de 
inspección que indiquen faltantes de bienes o mercancías amparadas con 
certificados de depósito, no conlleva a considerar a dicha probanza como 
ilícita, en razón de que tal extremo puede acreditarse con elementos de 
prueba diversos y no sólo con el acta levantada, ya que si bien la 
certificación del contador sí es esencial para el ejercicio de la acción 
ejecutiva que señala el párrafo segundo de la fracción II del artículo 17 de 
la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, lo 
cierto es que dicha certificación no es exigible tratándose de la 
procedencia de la acción penal, por lo que la falta de certificación no es un 
obstáculo para estimar como indicio esa probanza. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
catorce de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a quince de 
junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 46/2017 (10a.) 
 
 

ACTAS DE INSPECCIÓN LEVANTADAS EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 17, FRACCIÓN III, DE LA LEY GENERAL DE 
ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO. 
PUEDEN SER ADMITIDAS EN UN PROCESO PENAL COMO MEDIOS 
DE PRUEBA Y, EN SU CASO, VALORADAS COMO INDICIOS, AUN 
CUANDO NO SE ENCUENTREN CERTIFICADAS POR EL CONTADOR 
DEL ALMACÉN GENERAL DE DEPÓSITO (LEGISLACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 10 DE ENERO DE 2014). El artículo 17, fracción III, de la Ley 
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, en su 
texto vigente hasta el 10 de enero de 2014, establece que las actas de 
inspección de las bodegas habilitadas que levanten las personas 
designadas por los almacenes generales de depósito, en las que se 
indiquen faltantes de bienes o mercancías amparados con certificados de 
depósito, deberán ser certificadas por el contador del almacén. Ahora 
bien, aun y cuando tal certificación pudiera tener determinados efectos 
constitutivos en otros ámbitos (civil o mercantil, por ejemplo), esta Sala 
estima que no se trata de un elemento indispensable para que las actas 
relativas puedan ser consideradas y admitidas como medios de prueba en 
un proceso penal. Lo anterior es así, toda vez que tratándose de la 
materia penal, lo relevante no es probar que el documento reviste las 
formalidades necesarias para producir determinados resultados 
institucionales (como sí podría serlo tratándose de la vía civil o mercantil), 
sino la comisión de una conducta tipificada como delito por la norma 
penal; para lo cual, de acuerdo con la legislación procesal aplicable, 
resulta admisible todo aquello que se ofrezca como tal, siempre que sea 
conducente y no vaya contra el derecho. De este modo, al tratarse de un 
documento susceptible de brindar al juez penal información relevante 
sobre la verdad o falsedad de determinados hechos, es claro que no 
existe impedimento legal alguno para que las actas de inspección 
debidamente levantadas, aunque no se encuentren certificadas por el 
contador de la empresa, puedan ser admitidas en un proceso penal como 
cualquier otro medio de prueba y, en su caso, valoradas como indicios. 
Además, debe precisarse que el hecho de que el acta de inspección no se 
encuentre certificada por el contador no implica que, por ese solo motivo, 
deba ser considerada una prueba ilícita. Ello es así, toda vez que la falta 
de certificación de ninguna manera significa que el medio de prueba haya 
sido obtenido mediante violación a derechos fundamentales. Asimismo, 
dado que no se trata de una regla referida a la obtención, desahogo o 
práctica de las pruebas, es claro que tampoco puede afirmarse que por la 
falta de ese requisito el acta deba ser considerada una prueba irregular. 
 
Contradicción de tesis 359/2015. Suscitada entre el Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, antes Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Cuarto Circuito. 3 de mayo de 2017. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante 
Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 



 

El actual Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo 
Circuito, entonces Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 27/2008, que dio origen a la tesis aislada 
XX.1o.151 P, de rubro: “DELITO COMETIDO POR BODEGUEROS 
HABILITADOS, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 100 DE LA LEY GENERAL 
DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO. 
ES REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN PENAL 
DEMOSTRAR QUE EL ACTA EN LA QUE SE SUSTENTEN LOS 
HECHOS IMPUTADOS SE ENCUENTRE CERTIFICADA POR EL 
CONTADOR DEL ALMACÉN GENERAL DE DEPÓSITO.”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXVIII, septiembre de 2008, página 1252, con número de registro 168951. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 334/2011, sostuvo que la ausencia de 
certificación del contador de almacén general de depósito en las actas de 
inspección que indiquen faltantes de bienes o mercancías amparadas con 
certificados de depósito, no conlleva a considerar a dicha probanza como 
ilícita, en razón de que tal extremo puede acreditarse con elementos de 
prueba diversos y no sólo con el acta levantada, ya que si bien la 
certificación del contador sí es esencial para el ejercicio de la acción 
ejecutiva que señala el párrafo segundo de la fracción II del artículo 17 de 
la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, lo 
cierto es que dicha certificación no es exigible tratándose de la 
procedencia de la acción penal, por lo que la falta de certificación no es un 
obstáculo para estimar como indicio esa probanza. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
catorce de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a quince de 
junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 47/2017 (10a.) 
 
 

INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. LO TIENEN LOS CÓNYUGES QUE SE OSTENTAN COMO 
TERCEROS EXTRAÑOS PARA IMPUGNAR EL EMBARGO DE UN 
BIEN PERTENECIENTE A LA SOCIEDAD CONYUGAL, AUN CUANDO 
ÉSTA NO SE HUBIERE INSCRITO EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA 
PROPIEDAD. El artículo 5o., fracción I, párrafo cuarto, de la Ley de 
Amparo prevé que tratándose de actos o resoluciones provenientes de 
tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, el quejoso 
deberá aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera 
personal y directa. Por su parte, el artículo 61, fracción XII, de dicha ley 
dispone que el amparo es improcedente contra actos que no afecten los 
intereses jurídicos del quejoso. Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha establecido que el examen del derecho de propiedad o 
posesión inmobiliaria con motivo de la interposición de un juicio de amparo 
por las personas que se ostentan como terceras extrañas a juicio, no 
resuelve de forma directa ni definitiva sobre la titularidad sustantiva de 
esos derechos, sino que sólo determina su eficacia para conceder o negar 
la protección federal solicitada respecto del acto reclamado en el juicio 
constitucional. Así, los cónyuges que se ostentan como terceros extraños 
tienen interés jurídico para promover juicio de amparo indirecto contra el 
embargo de un bien perteneciente a la sociedad conyugal, aun cuando 
ésta no se hubiere inscrito en el Registro Público de la Propiedad, pues 
resultaría irrelevante en el estudio de procedencia el hecho de que en el 
juicio constitucional se haya o no acreditado que el derecho de propiedad 
inmobiliario que ostenta la quejosa fue inscrito en dicho registro para surtir 
efectos contra terceros de buena fe, pues esa circunstancia trasciende a la 
apreciación del interés jurídico, para depender del examen de fondo de 
dicho juicio. Además, lo resuelto en cuanto a la procedencia del juicio de 
amparo no implica pronunciamiento alguno respecto a la cuestión de 
fondo, la cual quedará sujeta a que de las pruebas o los argumentos de la 
quejosa deriven razones jurídicas de las que pueda concluirse la 
existencia de un derecho de audiencia que debiera haber sido tutelado en 
el procedimiento cuya reposición se reclama. 
 
Contradicción de tesis 313/2015. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 10 de 
mayo de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 283/2013, sostuvo la tesis VII.1o.C.14 C 
(10a.), de rubro: “INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. LA FALTA DE INSCRIPCIÓN ANTE EL 
REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO, DE LA 
SOCIEDAD CONYUGAL, TRAE COMO CONSECUENCIA LA FALTA DE 
AQUÉL, RESPECTO DEL CÓNYUGE EXTRAÑO AL JUICIO EN DONDE 



 

SE ADJUDICÓ EL INMUEBLE A UN ADQUIRENTE DE BUENA FE.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de 
febrero de 2014 a las 10:32 horas y en la  Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo III, febrero de 2014, 
página 2448, registro 2005686.  
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 369/2008, sostuvo la tesis VI.2o.C.654 C, 
de rubro: “INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. LO TIENE 
EL CÓNYUGE DE LA DEMANDADA EN UN JUICIO EJECUTIVO 
MERCANTIL SI ACREDITA, ANTES DE TRABARSE EL EMBARGO, LA 
EXISTENCIA DEL MATRIMONIO CELEBRADO BAJO EL RÉGIMEN DE 
SOCIEDAD CONYUGAL, AUN CUANDO LOS BIENES QUE LA 
CONFORMAN NO ESTÉN INSCRITOS EN EL REGISTRO PÚBLICO DE 
LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
PUEBLA).”, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXIX, marzo de 2009, página 2802, registro 
167702. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
catorce de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a quince de 
junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 48/2017 (10a.) 
 
 

PORTACIÓN DE ARMA DE FUEGO DE USO EXCLUSIVO DEL 
EJÉRCITO, ARMADA Y FUERZA AÉREA. LA AGRAVANTE PREVISTA 
EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 83 DE LA LEY FEDERAL 
DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS, SE ACTUALIZA CUANDO 
TRES O MÁS PERSONAS, INTEGRANTES DE UN GRUPO, PORTAN 
AL MENOS DOS ARMAS DE LAS COMPRENDIDAS EN LA FRACCIÓN 
III DEL REFERIDO PRECEPTO. La fracción III del artículo 83 de la Ley 
Federal de Armas de Fuego y Explosivos, dispone el tipo penal de 
portación sin permiso de las armas previstas en los incisos c), d), e), f), g), 
h), j), k) y l), del numeral 11 de esa ley, por lo que la sanción será de 
cuatro a quince años y de cien a quinientos días multa. Ahora bien, el 
último párrafo del artículo 83 en comento prevé la agravante consistente 
en que tres o más personas, integrantes de un grupo, porten armas de las 
comprendidas en la referida fracción III, conforme a la cual la pena que 
corresponda imponer a cada uno de los sujetos activos se aumentará al 
doble. En ese tenor, si se parte de la literalidad del texto en el que se 
precisó la agravante de mérito, se puede advertir que la portación debe 
ser de las “armas”, es decir, conforme a tal redacción se dispuso que 
fueran más de una, ya que lo relevante es la existencia de tres o más 
personas, integrantes de un grupo, así como la disponibilidad o alcance 
que tengan sobre diversos artefactos bélicos. Además, no puede 
disgregarse el número de sujetos activos y la cantidad de armas que 
deben portar, sino que es necesario que se configuren tales elementos 
derivado de las razones que consideró el legislador para aumentar al 
doble la sanción, a saber, la severidad con que debe ser sancionada la 
capacidad de ataque de los integrantes de un grupo (tres o más 
personas), ya que si portan al menos dos armas de fuego de uso exclusivo 
de las fuerzas armadas, el peligro para la sociedad se eleva 
exponencialmente, en virtud del impacto masivo de las armas y su 
combinación con el número de sujetos activos que las portan. De allí que, 
la agravante del último párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Armas 
de Fuego y Explosivos, requiere para su actualización que el grupo 
integrado por tres o más personas, lleven consigo dos o más armas de las 
antes referidas, derivado de que su capacidad de ataque se potencializa y 
pone en riesgo de manera considerable el bien jurídico que se pretende 
proteger. 
 
Contradicción de tesis 240/2016. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 17 de mayo de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 307/2009 relacionado con el juicio de 
amparo directo 415/2009, sostuvo la tesis III.2o.P.232 P, de rubro: 
“PORTACIÓN DE ARMA, DELITO DE. LA APLICACIÓN DE LA 
AGRAVANTE PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 83 
DE LA LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS, 



 

ATIENDE AL NÚMERO DE PARTÍCIPES Y NO AL DE ARMAS.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXI, abril de 2010, página 2766, registro 164725. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 16/2016 y el juicio de amparo directo 
284/2015, relacionado con el juicio de amparo directo 285/2015, en los 
que sostuvo que la agravante contenida en el último párrafo del artículo 
83, en relación con el diverso 11, inciso C, de la Ley Federal de Armas de 
Fuego y Explosivos, se actualiza ante la portación de pluralidad de armas 
por tres o más integrantes de un grupo, pues su finalidad primordial es la 
de sancionar con mayor severidad el hecho de que la seguridad pública 
sea amenazada en grado superior, siendo menester la existencia de más 
de un artefacto bélico. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
catorce de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a quince de 
junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 49/2017 (10a.) 
 
 

SOBRESEIMIENTO FUERA DE AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. POR 
REGLA GENERAL, LA NEGATIVA DEL ACTO RECLAMADO NO 
CONSTITUYE UNA CAUSA NOTORIA, MANIFIESTA E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA PARA DECRETARLO CON FUNDAMENTO EN LO 
DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 63, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE 
AMPARO. De la interpretación sistemática del contenido de los artículos  
comprendidos del 117 al 124 de la Ley de Amparo, se obtienen las reglas 
del procedimiento que deben respetarse durante el trámite del juicio de 
amparo indirecto, de donde se obtiene que rendidos los informes 
justificados por las autoridades responsables, con ellos debe darse vista a 
las partes, debiendo mediar un plazo de ocho días entre la fecha en que 
se ponen en su conocimiento y la diversa señalada para la celebración de 
la audiencia constitucional, lapso en que deberán aportar las pruebas que 
consideren necesarias de acuerdo con los lineamientos establecidos en el 
artículo 119 de la ley de la materia para acreditar sus pretensiones; tal 
prerrogativa resulta de mayor relevancia para la parte quejosa, porque 
cuando la autoridad responsable niega el acto reclamado, le genera una 
carga procesal probatoria, de la que debe hacer uso para controvertir el 
informe respectivo; para ello se requiere que el juicio se agote en todas 
sus etapas y que por tanto, la audiencia constitucional se celebre, porque 
ese es el último momento procesal en que puede aportar medios de 
prueba para lograr desvirtuar las manifestaciones de la autoridad y alegar 
lo que a su derecho convenga para demostrar que el acto sí existe y que 
es violatorio de sus derechos fundamentales; de manera que, por regla 
general,  sobreseer en el juicio antes de que esa actuación ocurra, implica 
contrariar las reglas del procedimiento, pero sobre todo dejar en completo 
estado de indefensión a la parte quejosa, lo que indefectiblemente llevará 
a reponer el procedimiento respectivo, porque no constituye generalmente 
una justificación válida, el argumento de que se actúa así en aras de una 
impartición de justicia pronta y expedita conforme a lo que dispone el 
artículo 17 Constitucional, puesto que está por encima el derecho de 
defensa del actor constitucional que le otorga la posibilidad de contar con 
un recurso efectivo, como lo previene el propio numeral constitucional 
invocado y el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
Contradicción de tesis 229/2016. Suscitada entre el Noveno Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 24 de mayo de 2017. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ausente y Ponente: José Ramón Cossío Díaz, en su ausencia 
hizo suyo el asunto Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Horacio Vite 
Torres. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver los juicios de amparo directos 42/2015, 33/2015, 105/2015 y 
68/2015, sostuvo la tesis I.9o.P. J/18 (10a.), de rubro: 
“SOBRESEIMIENTO FUERA DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. LA 
NEGATIVA DEL ACTO RECLAMADO EN EL INFORME JUSTIFICADO 
RENDIDO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE, NO ES UNA CAUSA 
DE IMPROCEDENCIA MANIFIESTA, NOTORIA Y EFICAZ, PARA 
DECRETARLO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del 



 

Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo II, 
agosto de 2015, página 2087, registro 2009840. 
El Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 22/2016, sostuvo que procede sobreseer el juicio 
antes de la celebración de la audiencia constitucional, cuando en el 
informe justificado las autoridades responsables niegan la existencia del 
acto reclamado, ya que claramente se pone de manifiesto que no le es 
atribuible éste por lo que su inexistencia es notoria, lo anterior tomando en 
cuenta que la declaración de las autoridades en el informe es verídica y no 
hay motivo para ponerla en duda, sin que con ello se vulnere algún 
derecho, ya que el artículo 81, fracción 1, inciso d) de la Ley de Amparo 
prevé la posibilidad de recurrir decisiones de esa naturaleza. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintiocho de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintinueve de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 50/2017 (10a.) 
 
 

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA 
PENAL. PARA DECIDIR SOBRE LA SUSPENSIÓN DE ACTOS 
RECLAMADOS NO PREVISTOS EN LA PARTE ESPECIAL DE LA LEY 
DE AMPARO (“EN MATERIA PENAL”), DEBEN APLICARSE LAS 
NORMAS DE LA PARTE GENERAL, QUE PERMITEN PONDERAR LA 
APARIENCIA DEL BUEN DERECHO, EL PELIGRO EN LA DEMORA Y 
LA AFECTACIÓN AL INTERÉS SOCIAL. El derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva previsto en los artículos 17 constitucional, 8 y 25 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, demanda la 
existencia de una garantía eficaz de los derechos humanos. En nuestro 
sistema, el juicio de amparo es una de las garantías principales de estos 
derechos. La suspensión del acto reclamado, como medida cautelar, es un 
instrumento para garantizar la eficacia del juicio de amparo, porque 
conserva su materia y evita daños irreparables o difícilmente reparables a 
los derechos del quejoso. Ahora bien, la segunda parte de la sección 
tercera, del capítulo I, del título II, de la Ley de Amparo, sobre la 
suspensión en materia penal, establece un conjunto de normas relativas a 
la medida cautelar de clases específicas de actos que, por su recurrencia 
e incidencia en la libertad personal, el legislador consideró necesario 
regular de manera especial. Sin embargo, esto no implica que los actos en 
materia penal distintos de los expresamente regulados en ese apartado, 
no sean susceptibles de suspenderse, ya que en estos casos también 
debe garantizarse el derecho fundamental a un recurso efectivo. En 
consecuencia, para decidir sobre la suspensión en estos casos, deben 
aplicarse las disposiciones sobre la suspensión del acto reclamado, 
previstas en la primera parte (“reglas generales”) de esa sección de la Ley 
de Amparo, que permiten, en principio, ponderar la apariencia del buen 
derecho, el peligro en la demora y la afectación al interés social. 
 
Contradicción de tesis 397/2016. Suscitada entre el Tribunal Colegiado 
del Décimo Séptimo Circuito y el Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, 
con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz. 17 de mayo de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
en cuanto al fondo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: 
Alejandro González Piña. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver la queja 
166/2015, que dio origen a la tesis aislada XVII.14 P (10a.), de rubro: 
“SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
EN MATERIA PENAL.  NO PUEDE ANALIZARSE PONDERANDO EL 
PRINCIPIO DE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de diciembre de 2015 
a las 11:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 25, Tomo II, diciembre de 2015, página 1315, con 
número de registro 2010722. 
 
El Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el incidente de 
suspensión (revisión) 182/2016, sostuvo que si en los actos derivados de 



 

una averiguación ministerial o causa penal ante autoridad judicial, la 
segunda parte, de la sección tercera, de la Ley de Amparo, prevé la 
suspensión del acto reclamado “en materia penal”, pero sólo respecto de 
actos privativos de libertad, de destierro, desaparición forzada de 
personas, extradición, obligación de abandonar o residir en determinado 
lugar, aun cuando no señale expresamente actos tendentes a lanzar, 
despojar o desalojar a un gobernado de sus papeles, bienes o posesiones, 
se tiene que ante la ausencia de disposición legal específica, deberá regir 
la hipótesis genérica establecida en la primera parte, de la tercera sección 
de la legislación en comento, con la finalidad de no dejar en estado de 
indefensión a la solicitante de la medida cautelar, amén de que no existe 
disposición en contrario, ni existe prohibición legal expresa al respecto. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintiocho de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintinueve de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 51/2017 (10a.) 
 
 

DETENCIÓN POR CASO URGENTE. EL MINISTERIO PÚBLICO PUEDE 
DECRETARLA, UNA VEZ QUE EL INDICIADO RINDA SU 
DECLARACIÓN MINISTERIAL Y CONCLUYA LA DILIGENCIA, A LA 
QUE DE MANERA VOLUNTARIA ASISTIÓ, CON MOTIVO DE UNA 
ORDEN DE BÚSQUEDA, LOCALIZACIÓN Y PRESENTACIÓN. El 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establece un régimen general de libertades a favor de la persona, entre las 
que se encuentra el derecho a la libertad personal. Dicho precepto prevé 
de forma limitativa los supuestos en que el Estado puede generar 
afectaciones válidas a esta prerrogativa y bajo qué condiciones, tal es el 
caso de la orden de aprehensión, la detención en flagrancia y el caso 
urgente. Ahora bien, la detención por caso urgente impone una serie de 
condicionantes que requieren la intervención inmediata y jurídicamente 
justificada por parte del Ministerio Público, pues se parte de la base de la 
excepcionalidad de la orden de detención judicial, motivada 
fundamentalmente por un riesgo inminente de sustracción del inculpado. 
Por otra parte, la orden de búsqueda, localización y presentación, participa 
de las actuaciones con que cuenta el representante social para recabar los 
datos que le permitan resolver sobre la probable existencia de conductas 
sancionadas por la norma penal, conforme a sus facultades y obligaciones 
previstas en el artículo 21 de la Constitución Federal; en ese tenor, el 
objeto de la orden es lograr la comparecencia voluntaria del indiciado para 
que declare si así lo estima oportuno, y una vez que termina la diligencia 
se reincorpore a sus actividades cotidianas, por tanto, no tiene el alcance 
de una detención al no participar de las figuras definidas 
constitucionalmente. En esa lógica, no existe impedimento alguno para 
que el órgano investigador esté en aptitud de ordenar la detención por 
caso urgente del indiciado, al advertir de la diligencia originada por el 
diverso mandato de búsqueda, localización y presentación, 
particularmente de la declaración, evidencia respecto de su probable 
responsabilidad penal, y se cumplan de manera concurrente los requisitos 
genéricos previstos en el artículo 16 constitucional, a saber, se trate de un 
delito grave, exista riesgo fundado de que el inculpado se fugue y por 
razones extraordinarias no sea posible el control judicial previo, con la 
salvedad de que la orden de detención se emita con posterioridad a que 
haya finalizado la diligencia originada por la orden de presentación. En 
caso de que no se rinda declaración o aun rindiéndola no se aporten datos 
novedosos a la investigación, el Ministerio Público no podrá decretar la 
detención por caso urgente, porque no estará en aptitud de acreditar la 
probable responsabilidad del indiciado y, por ende, la urgencia en su 
detención, toda vez que dicha orden excedería los efectos jurídicos de la 
diversa de presentación, lo que produciría injustificadamente la privación 
de la libertad del presentado, ya que el mandamiento de detención por 
caso urgente no puede ser emitido para pretender justificar en 
retrospectiva detenciones que materialmente ya estaban ejecutadas con 
motivo de una orden de búsqueda, localización y presentación, pues en tal 
supuesto la detención material del indiciado no habría tenido como 
fundamento la orden de caso urgente, sino la de presentación, lo que se 
traduciría en una detención arbitraria al no corresponder a las 
constitucionalmente admisibles. 
 
Contradicción de tesis 312/2016. Suscitada entre el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el entonces Cuarto 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en 



 

Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito. 31 de mayo de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al 
fondo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman 
Meraz Ortiz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 2/2016, resolvió que no resulta ilegal la 
detención del procesado que acudió ante el agente del Ministerio Público 
de la Federación en calidad de presentado en cumplimiento de una orden 
de búsqueda, localización y presentación. 
 
El entonces Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito, al 
resolver los juicios de amparos directos 1082/2014, 911/2014 y 979/2014, 
sostuvo la tesis aislada XX.4o.2 P (10a.), de rubro: “DETENCIÓN ILEGAL. 
LO ES AQUELLA QUE NO SE LLEVÓ A CABO BAJO LOS SUPUESTOS 
DE FLAGRANCIA O CASO URGENTE, SINO CON MOTIVO DEL 
CUMPLIMIENTO A UNA ORDEN DE LOCALIZACIÓN Y PRESENTACIÓN 
MINISTERIAL Y, CON BASE EN ELLA, EL INCULPADO RINDE SU 
DECLARACIÓN Y POSTERIORMENTE ES CONSIGNADO ANTE LA 
AUTORIDAD JUDICIAL (LEGISLACION DEL ESTADO DE CHIAPAS).”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de 
septiembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo III, septiembre 
de 2015, página 2061, con número de registro 2010053. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintiocho de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintinueve de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 52/2017 (10a.) 
 
 

DETENCIÓN POR CASO URGENTE. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE LA 
ORDENADA POR EL MINISTERIO PÚBLICO RESULTE ILEGAL NO 
INCIDE EN LA VALIDEZ Y LICITUD DE LA DECLARACIÓN 
MINISTERIAL RENDIDA POR EL INDICIADO CON MOTIVO DE UNA 
ORDEN DE BÚSQUEDA, LOCALIZACIÓN Y PRESENTACIÓN A LA 
QUE ASISTIÓ VOLUNTARIAMENTE, NI DE LAS PRUEBAS 
DERIVADAS DE ESTE ACTO. La orden de búsqueda, localización y 
presentación participa de las actuaciones con las que cuenta el Ministerio 
Público para recabar los datos que le permitan resolver sobre la probable 
existencia de conductas sancionadas por la norma penal, conforme a sus 
facultades y obligaciones previstas en el artículo 21 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; asimismo, dicha orden no 
transgrede el derecho fundamental de no autoincriminación, pues no 
obliga a declarar. Por su parte, la prueba prohibida o ilícita es la que surge 
con violación a las normas constitucionales que tutelan derechos 
fundamentales cuya obtención, a la postre, es decir, en la etapa de juicio, 
producirá que exista prohibición en su admisión y en su valoración; en 
términos generales para determinar cuándo una prueba debe reputarse 
ilícita, tendrá que analizarse el proceso para su obtención, si se realizó de 
forma fraudulenta o bajo una conducta ilícita, lo que contravendrá los 
derechos fundamentales, cuya consecuencia y efecto deben vincularse 
directamente con su origen y causa, ya que cuando la obtención de una 
prueba no guarda relación causal con la violación, sino que fue 
independiente, esa probanza no podrá declararse ilícita. En ese sentido, la 
circunstancia de que la detención por caso urgente ordenada por el 
Ministerio Público en contravención al debido proceso, no implica que la 
declaración rendida una vez concluida la diligencia de presentación deba 
considerarse ilegal, porque su recepción es un acto previo e independiente 
a la detención por caso urgente, esto es, la ilicitud de la orden de 
detención no puede invalidar los actos de investigación o pruebas 
recabadas ex ante, cuya existencia no dependió del acto violatorio de 
derechos humanos. Por tanto, la circunstancia de que la detención por 
caso urgente resulte ilegal por no cumplir los requisitos constitucionales 
correspondientes, no incide en la validez y licitud de la declaración emitida 
con motivo de una orden de búsqueda, localización y presentación, a la 
que el indiciado asistió voluntariamente, ni de las pruebas derivadas de 
este acto, ya que no tendrían una vinculación directa, porque al rendirse 
dicha declaración en sede ministerial, el inculpado no se encontraba 
detenido, por el contrario, bien pudo negarse a asistir a la diligencia, 
declarar o negarse a hacerlo, conforme a su derecho de no 
autoincriminación. Ello, con independencia de los vicios propios que 
pudiera contener la declaración ministerial emitida bajo la orden aludida, 
como la violación a los derechos fundamentales del inculpado durante su 
recepción ministerial.  
 
Contradicción de tesis 312/2016. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito y el entonces 
Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito. 31 de mayo de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 



 

Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al 
fondo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman 
Meraz Ortiz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 2/2016, resolvió que no resulta ilegal la 
detención del procesado que acudió ante el agente del Ministerio Público 
de la Federación en calidad de presentado en cumplimiento de una orden 
de búsqueda, localización y presentación. 
 
El entonces Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito, al 
resolver los juicios de amparos directos 1082/2014, 911/2014 y 979/2014, 
sostuvo la tesis aislada XX.4o.2 P (10a.), de rubro: “DETENCIÓN ILEGAL. 
LO ES AQUELLA QUE NO SE LLEVÓ A CABO BAJO LOS SUPUESTOS 
DE FLAGRANCIA O CASO URGENTE, SINO CON MOTIVO DEL 
CUMPLIMIENTO A UNA ORDEN DE LOCALIZACIÓN Y PRESENTACIÓN 
MINISTERIAL Y, CON BASE EN ELLA, EL INCULPADO RINDE SU 
DECLARACIÓN Y POSTERIORMENTE ES CONSIGNADO ANTE LA 
AUTORIDAD JUDICIAL (LEGISLACION DEL ESTADO DE CHIAPAS).”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de 
septiembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo III, septiembre 
de 2015, página 2061, con número de registro 2010053. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintiocho de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintinueve de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 53/2017 (10a.) 
 
 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. HAY CASOS EN LOS QUE ES POSIBLE 
OTORGARLA CONTRA MEDIDAS CAUTELARES DICTADAS EN 
PROCESOS CIVILES O MERCANTILES. De la Constitución y de la Ley 
de Amparo se desprende que para que proceda la suspensión definitiva a 
petición de parte se deben cumplir con estos requisitos: 1. Que la solicite 
el quejoso; 2. Que los actos reclamados cuya paralización se solicita sean 
ciertos; 3. Que la naturaleza de los actos reclamados permita su 
suspensión; y 4. Que no se siga perjuicio al interés social ni se 
contravengan disposiciones de orden público, análisis que debe realizarse 
de modo ponderado con la apariencia del buen derecho. Por lo tanto, los 
daños y perjuicios que se puedan causar al quejoso con la ejecución del 
acto no son un requisito para otorgar la suspensión. En este orden de 
ideas, esta Primera Sala advierte que podrían existir casos en los que las 
medidas cautelares puedan ser suspendidas, lo cual, claramente no 
significa que siempre deba concederse la suspensión contra medidas 
cautelares. En efecto, el hecho de que el Código de Comercio y el Código 
Federal de Procedimientos Civiles prevean una garantía para indemnizar 
los daños y perjuicios que ocasione la medida cautelar no es una razón 
suficiente para sostener que en ningún caso las medidas cautelares 
pueden ser suspendidas. Por último, los jueces de amparo deben tomar 
en cuenta que las medidas cautelares buscan proteger que no se quede 
sin materia el juicio de origen y que la suspensión tiene la misma finalidad 
respecto al juicio de amparo. Sin embargo, la Ley de Amparo privilegia la 
libertad judicial para que se analicen todas las particularidades del caso y 
se evalúe si procede la suspensión, por lo tanto, serán las circunstancias 
de cada caso las que determinen si debe concederse la suspensión 
solicitada. 
 
Contradicción de tesis 139/2016. Suscitada entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil, 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil, Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo y Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa, todos del Tercer Circuito, el Segundo, Quinto, Séptimo, 
Octavo, Noveno, Décimo, Décimo Primer, Décimo Segundo y Décimo 
Tercer Tribunales Colegiados, todos en Materia Civil del Primer Circuito, el 
Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, el Décimo Octavo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, antes 
Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito y el Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 17 de mayo de 2017. La votación 
se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 120/2015, sustentó la tesis I.10o.C. 10 C 
(10a.), de rubro: “MEDIDAS CAUTELARES O PROVIDENCIAS 
PRECAUTORIAS DE CARÁCTER PROHIBITIVO EMITIDAS DENTRO DE 
UN JUICIO ORDINARIO CIVIL. SON ACTOS CUYA NATURALEZA NO 



 

REPRESENTA UN PERJUICIO DE DIFÍCIL REPARACIÓN PARA 
EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 16 de octubre de 2015 a las 10:10 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 23, Tomo IV, 
octubre de 2015, página 4033, con número de registro 2010255. 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 275/2015, el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 219/2014, el diverso sustentado por el Décimo Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 144/2015, el Décimo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 230/2015 y el 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 238/2015. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintiocho de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintinueve de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 54/2017 (10a.) 
 
 

PAGARÉ. CUANDO CONTIENE COMO ÉPOCA DE PAGO LA 
INDICACIÓN DE UN MES Y UN AÑO DETERMINADOS, SIN PRECISAR 
UN DÍA EXACTO, POR REGLA GENERAL VENCE EL DÍA DE SU 
SUSCRIPCIÓN APLICADO AL MES SEÑALADO PARA EL PAGO. Del 
contenido de los artículos 79, 80, 170, 171 y 174 de la Ley General de 
Títulos y Operaciones de Crédito, deriva por un lado, que el pagaré debe 
contener la época de pago y, si no menciona la fecha de su vencimiento, 
se considerará pagadero a la vista; y por otro lado, que tratándose del 
pagaré suscrito a cierto tiempo fecha o a cierto tiempo vista, el legislador 
autorizó expresamente la posibilidad de señalar un mes cierto como época 
de pago, aunque no se identificara el día exacto del vencimiento, pues 
estableció en la ley que en tal caso debía tenerse para el vencimiento el 
día correspondiente al de la suscripción aplicado al mes en que debe 
efectuarse el pago, y que si ese mes no tuviere el día correspondiente al 
del otorgamiento, el pagaré vencería el último día del mes. Ahora bien, por 
lo que toca a la emisión de un pagaré a día fijo, el legislador no fue 
explícito en autorizar la posibilidad de señalar sólo un mes y año 
determinados como época de pago del pagaré, sin embargo, es razonable 
y jurídico afirmar que en tal caso, debe aplicarse por analogía de razón la 
previsión legal relativa a que, aun cuando no se identifique el día exacto 
del vencimiento dentro de un cierto mes señalado como época de pago 
para el pagaré a día fijo, debe tenerse como tal, el día correspondiente al 
de la suscripción aplicado al mes en que debe efectuarse el pago, y que si 
este mes no tuviere el día correspondiente al del otorgamiento, el pagaré 
vencerá el último día del mes. Lo anterior permite, además, preservar el 
valor funcional del título en la práctica comercial y uso cotidiano de los 
pagarés, al conservarse la forma de vencimiento establecida en su 
emisión; y posicionar a los destinatarios de tales normas mercantiles en un 
plano de igualdad, pues cuando se suscriba un pagaré en el que se 
establezca una época de pago determinada por la indicación de un mes 
cierto, pero sin dar certeza del día exacto en el que vence el título, la ley 
puede suplir la omisión mediante la indicada regla de tipo objetivo, sin que 
para tal efecto sea relevante que el título se haya suscrito a cierto tiempo 
fecha, a cierto tiempo vista, o a día fijo. 
 
Contradicción de tesis 175/2016. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región y el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 22 de febrero de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Mario Gerardo Avante Juárez. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 366/2015, sostuvo que si en el pagaré 
fundatorio se establece como fecha de vencimiento sólo un mes y año 
determinado, no puede considerarse como pagadero a “día fijo”, porque si 
bien contiene dichos datos, no precisa el día; asimismo, tampoco es 
factible estimarlo a “cierto tiempo fecha” porque es necesario que se 



 

indique cuál es el plazo de vencimiento y a partir de qué día, mes y año 
comenzaría a contabilizarse, por lo que dicho documento carece de fecha 
de vencimiento de ahí que es pagadero “a la vista”. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el juicio de 
amparo directo 42/2016 cuaderno auxiliar 145/2016, sostuvo la tesis (V 
Región) 2o.11 C (10a.), de rubro: “PAGARÉ. ES DE VENCIMIENTO A 
CIERTO TIEMPO FECHA Y NO A LA VISTA, CUANDO EN ÉL SE PACTA 
COMO FECHA DE PAGO UN MES Y UN AÑO, Y SE COMPUTA EL 
PLAZO DE PAGO A PARTIR DE LA FECHA DE SUSCRIPCIÓN.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de 
agosto de 2016 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo IV, agosto de 2016, 
página 2667, registro 2012347. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintiocho de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintinueve de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 55/2017 (10a.) 
 
 

JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN IV, DE LA 
LEY ORGÁNICA DE ESE TRIBUNAL, VIGENTE HASTA EL 14 DE 
JULIO DE 2016, AL ESTABLECER COMO HIPÓTESIS DE 
PROCEDENCIA LAS RESOLUCIONES QUE “CAUSEN AGRAVIO EN 
MATERIA FISCAL”, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y 
SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado, al establecer que el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa conocerá de los juicios 
promovidos contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y 
procedimientos que causen un “agravio en materia fiscal” distinto de aquel 
al que se refieren las fracciones I a III del propio artículo, no genera 
indefinición alguna a los gobernados, ya que permite conocer con claridad 
sus alcances. Ello es así, pues tomando en cuenta que un agravio 
consiste en la afectación que se genera a la esfera jurídica de un 
determinado sujeto, es claro que cuando la fracción IV del artículo 14 del 
citado ordenamiento legal refiere que procede el juicio de nulidad cuando 
exista un agravio, lo que implica que las resoluciones definitivas, actos 
administrativos o procedimientos, son susceptibles de impugnarse en el 
juicio de nulidad cuando éstos afecten de manera negativa la esfera 
jurídica de los sujetos que pretenden acceder a ese medio de defensa. La 
expresión “en materia fiscal” no hace más que enunciar la rama del 
derecho en donde debe sufrirse la afectación de la persona que pretende 
accionar el procedimiento contencioso administrativo, por lo tanto, la 
norma no genera afectación a los derechos fundamentales de seguridad y 
legalidad, ya que el uso de esa expresión es clara y de fácil entendimiento 
para el común de los sujetos que tienen una relación con la hacienda 
pública, pues no hay duda que el legislador dio pauta a la procedencia del 
juicio de nulidad para los casos en que una resolución, un acto o un 
procedimiento genere una afectación o un perjuicio en la esfera de 
derechos y bienes de los sujetos, en la relación que guardan con la 
hacienda pública. 
 
Amparo directo en revisión 3952/2016. Grupo Vivatex, S.A. de C.V. 15 
de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando 
Cruz Ventura. 
 
Amparo directo en revisión 5058/2016. Diseño y Creación Inmobiliaria, 
S.A. de C.V. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez. 
 
Amparo directo en revisión 6541/2016. Andrés Rafael Granier Melo. 17 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 5975/2016. Andrés Rafael Granier Melo. 31 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 



 

Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 710/2017. Emilio Escalante Méndez. 14 de 
junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintiocho de junio de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintinueve de junio de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 56/2017 (10a.) 
 
 

EMBARGO SOBRE INMUEBLES PRACTICADO EN UN JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL. DEBE CONSIDERARSE UN DERECHO DE 
NATURALEZA PERSONAL. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al resolver la contradicción de tesis 38/1992, la solicitud de modificación 
de jurisprudencia 7/2011, y la contradicción de tesis 152/2007, consideró 
que el derecho derivado de un embargo inmobiliario practicado en un 
juicio ejecutivo mercantil con motivo de un derecho de crédito, debe 
considerarse de naturaleza personal. Criterio que debe reiterarse con base 
en que el embargo, como derecho esencialmente procesal o adjetivo, es 
originariamente neutro en relación con las categorías que clasifican a los 
derechos sustantivos como derechos personales o reales; pero visto en el 
contexto de un juicio ejecutivo mercantil, se ubica en una posición 
necesariamente accesoria e instrumental respecto del derecho personal 
materia del juicio, por lo que resulta jurídicamente válido considerar que en 
tal escenario, el derecho derivado del embargo se erige como una 
extensión procesal del derecho de crédito respectivo, y como 
consecuencia de ello, queda impregnado de la naturaleza personal que 
inviste al derecho que es materia del juicio. 
 
Contradicción de tesis 289/2016. Suscitada entre el Sexto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 
residencia en Morelia, Michoacán, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado 
de Vigésimo Noveno Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Sexto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo 
Circuito. 14 de junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 240/2013, con la tesis aislada XX.4o.1.C. (10a.), de 
rubro: “REMATE. EFECTOS QUE PRODUCE LA CONCESIÓN DEL 
AMPARO A UN TERCERO EXTRAÑO A JUICIO EJECUTIVO 
MERCANTIL, EL CUAL TIENE DERECHO A UNA PARTE ALÍCUOTA A 
TÍTULO DE GANANCIALES SOBRE UN INMUEBLE EMBARGADO QUE 
FORMA PARTE DEL PATRIMONIO DEL DEMANDADO.”, visible en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 5, 
Tomo II, abril de 2014, página 1621, con número de registro 2006318. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 369/2008, que dio origen a la tesis aislada 
VI.2o.C.654 C, de rubro: “INTERÉS JURÍDICO EN EL JUICIO DE 
AMPARO. LO TIENE EL CÓNYUGE DE LA DEMANDA EN UN JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL SI ACREDITA, ANTES DE TRABARSE EL 
EMBARGO, LA EXISTENCIA DEL MATRIMONIO CELEBRADO BAJO EL 
RÉGIMEN DE SOCIEDAD CONYUGAL, AUN CUANDO LOS BIENES 
QUE LA CONFORMAN NO ESTÉN INSCRITOS EN EL REGISTRO 
PÚBLICO DE LA PROPIEDAD Y DEL COMERCIO (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE PUEBLA).”, publicada en el Semanario Judicial de la 



 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, marzo de 2009, 
página 2802, con número de registro 167702. 
 
El Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, con residencia en Morelia, Michoacán, en apoyo del Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 146/2016 (cuaderno auxiliar 367/2016), sostuvo que para que el 
recurrente pudiera oponer sus derechos reales de propiedad derivados de 
la sociedad conyugal, frente a los derechos reales obtenidos por el tercero 
interesado, actor  embargante en el juicio de origen, es necesario la 
demostración de que la sociedad contraída con el esposo de la parte 
actora se encuentre debidamente inscrita en el registro público de la 
propiedad, ya que de no publicarse la sociedad conyugal entonces los 
derechos reales que tiene la recurrente sobre el bien inmueble 
embargados en el juicio de origen no son oponibles a terceros de buena 
fe, como son los embargables en el juicio de origen. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 57/2017 (10a.) 
 
 

VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN X, INCISO B), DE 
LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, AL INCLUIR EN LA EXENCIÓN A LAS SOCIEDADES 
COOPERATIVAS DE AHORRO Y PRÉSTAMO, NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE RAZONABILIDAD LEGISLATIVA. El legislador determinó 
incluir a las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo en el beneficio 
de la exención por los intereses que reciban o paguen, en atención a que 
realizan actividades financieras de la misma naturaleza que las demás 
entidades y sociedades financieras ya contempladas en el artículo 
mencionado, toda vez que las sociedades cooperativas al igual que las 
pertenecientes al sistema financiero, pueden otorgar créditos al consumo. 
Ahora bien, las razones que motivaron al legislador a incluir a estas 
sociedades y establecer condiciones al derecho a la exención, obedecen a 
los siguientes fines: a) Incentivar los créditos que sean otorgados para la 
adquisición de bienes de inversión, lo anterior, con el fin de desalentar 
créditos otorgados directamente por proveedores de bienes y servicios de 
consumo, puesto que estos sí están gravados y, b) Brindar un tratamiento 
equitativo y mayor seguridad jurídica a las sociedades cooperativas de 
ahorro y préstamo en relación con las demás sociedades del sistema 
financiero, incentivando así, las actividades empresariales, la prestación 
de servicios independientes o el otorgamiento del uso y goce temporal de 
bienes inmuebles a fin de fomentar los créditos que sean otorgados para 
la adquisición de bienes de inversión. En ese sentido, si el legislador quiso 
favorecer dichas finalidades, es inconcuso que la exención otorgada 
atendió a las actividades mencionadas y al destino que se dé a los 
créditos. Por lo tanto, los requisitos impuestos por el legislador satisfacen 
una relación medio-fin, ya que se exentan únicamente del pago del 
impuesto, los intereses generados por créditos que se otorgan para 
incentivar las actividades productivas. Así, la norma cumple con el 
principio de razonabilidad legislativa. 
 
Amparo en revisión 700/2015. Caja Popular de San José Iturbide, S.C. 
de A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 585/2015. Caja Popular Juventino Rosas, S.C. de 
A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 795/2015. Caja Popular San Nicolás, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 



 

 
Amparo en revisión 888/2015. Caja Dinámica, S.C. de A.P. de R.L. de 
C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 
Amparo en revisión 913/2015. Caja Popular Santa Cruz, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, 
Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 58/2017 (10a.) 
 
 

SOCIEDADES COOPERATIVAS DE AHORRO Y PRÉSTAMO. FUERON 
INCLUIDAS EN LA EXENCIÓN QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 15, 
FRACCIÓN X, INCISO B), DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, POR 
LAS ACTIVIDADES FINANCIERAS QUE REALIZAN Y NO POR LA 
AUSENCIA DE FINES DE LUCRO. El legislador incluyó a las sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo en el beneficio de la exención del 
impuesto al valor agregado, por las actividades financieras realizadas, 
tales como el otorgamiento de créditos, que constituye el hecho generador 
del impuesto y no por su naturaleza social o características particulares, 
como lo es la ausencia de lucro, en virtud de que, la finalidad buscada por 
el legislador, al otorgar la exención, fue la de incentivar las actividades ya 
mencionadas. Esto es, la exención no obedeció a que las sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo sean integrantes del sector social, sino 
por pertenecer al sistema financiero y por el tipo de operaciones y 
actividades financieras que realizan al momento de configurar el contenido 
y alcance de los beneficios fiscales (exenciones). En ese contexto, a pesar 
de que el artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece la obligación del Estado de impulsar el sector social 
bajo criterios de equidad social y productividad y que para ello, la ley 
establecerá los mecanismos que faciliten la organización y la expansión 
de la actividad económica de dicho sector, del contenido de dicho 
precepto constitucional no se deriva que el fomento de ese sector deba 
ser exclusivamente a través del otorgamiento de la exención del impuesto 
al valor agregado a las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo en 
materia de intereses sin condición alguna. Máxime que dichas sociedades 
cooperativas –al igual que las demás instituciones y sociedades 
pertenecientes al sistema financiero incluidas en el artículo reclamado–, 
son destinatarias de la misma exención y están sujetas a los mismos 
requisitos establecidos para acceder a dicho estímulo, atendiendo a la 
naturaleza de los referidos entes, al tipo de operaciones que realizan, así 
como al destino de los créditos que otorgan.  
 
Amparo en revisión 700/2015. Caja Popular de San José Iturbide, S.C. 
de A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 585/2015. Caja Popular Juventino Rosas, S.C. de 
A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 795/2015. Caja Popular San Nicolás, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 



 

Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 
Amparo en revisión 888/2015. Caja Dinámica, S.C. de A.P. de R.L. de 
C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 
Amparo en revisión 913/2015. Caja Popular Santa Cruz, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, 
Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha Mercado. 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 59/2017 (10a.) 
 
 

CAJAS DE AHORRO DE TRABAJADORES. SU NATURALEZA 
JURÍDICA. Las cajas de ahorro de trabajadores encuentran su 
fundamento en el artículo 110, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, 
que autoriza realizar descuentos en sus salarios para pagar cuotas 
destinadas a su constitución y fomento, siempre que aquéllos manifiesten 
expresa y libremente su conformidad y las cuotas no sean mayores del 
30% del excedente del salario mínimo. Conforme a ello, las cajas de 
ahorro son asociaciones constituidas por trabajadores o empleados de un 
centro de trabajo que, utilizando sus aportaciones económicas, otorgan 
créditos o préstamos a los propios trabajadores con tasas de interés 
reducidas, las cuales, por disposición del artículo 3, párrafo segundo, de la 
Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo, no están sujetas a las disposiciones de esa ley. Así, la 
participación en una caja de ahorro supone que el trabajador se 
desprende de una parte de su salario y lo aporta a un fondo común que le 
permite obtener créditos baratos y préstamos, o bien, recibir al final de un 
periodo determinado el dinero que aportó, incrementado por los intereses 
que el fondo obtuvo de los préstamos concedidos a los demás 
trabajadores socios. En ese sentido, este tipo de asociaciones son ajenas 
e independientes del ahorro en sí y de los llamados “fondos de ahorro”, 
que constituyen prestaciones adicionales al salario y que derivan 
normalmente de una obligación patronal pactada en los contratos 
colectivos de trabajo. 
 
Amparo en revisión 700/2015. Caja Popular San José Iturbide, S.C. de 
A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 585/2015. Caja Popular Juventino Rosas, S.C. de 
A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 795/2015. Caja Popular San Nicolás, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 
Amparo en revisión 888/2015. Caja Dinámica, S.C. de A.P. de R.L. de 
C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 



 

Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 
Amparo en revisión 913/2015. Caja Popular Santa Cruz, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, 
Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha Mercado. 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 60/2017 (10a.) 
 
 

CAJAS DE AHORRO DE LOS TRABAJADORES Y SOCIEDADES 
COOPERATIVAS DE AHORRO Y PRÉSTAMO. SUS DIFERENCIAS. La 
caja de ahorro de los trabajadores es un fondo integrado por aportaciones 
que sólo realizan los trabajadores de alguna empresa, a quienes se les 
descuenta periódicamente una cantidad de su salario, y con los recursos 
de dicho fondo, otorgan préstamos a los propios trabajadores. Ahora bien, 
los únicos requisitos para su conformación son que: a) el descuento que 
se realice sea con el consentimiento de los trabajadores; y, b) no sea 
mayor del 30% del excedente del salario mínimo, al ser una prestación 
laboral. Por su parte, las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo 
son parte del sistema cooperativo y del sistema financiero mexicano con el 
carácter de integrantes del sector social, sin ánimo especulativo, y tienen 
por objeto realizar operaciones de ahorro y préstamo con sus socios, por 
lo que ejercen una actividad económica al estar prestándoles un servicio y 
otorgar créditos desde el sector social de la economía nacional –contrario 
a las cajas de ahorro– pues las operaciones que éstas realizan, son 
únicamente entre los trabajadores de un determinado centro de trabajo 
que las conforman. Así, ambas entidades no se encuentran en una 
situación comparable, al no existir similitudes en su naturaleza ni en sus 
finalidades, y en consecuencia, no puede otorgárseles el mismo 
tratamiento en materia tributaria. 
 
Amparo en revisión 700/2015. Caja Popular San José Iturbide, S.C. de 
A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 585/2015. Caja Popular Juventino Rosas, S.C. de 
A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 795/2015. Caja Popular San Nicolás, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 
Amparo en revisión 888/2015. Caja Dinámica, S.C. de A.P. de R.L. de 
C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 



 

Amparo en revisión 913/2015. Caja Popular Santa Cruz, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, 
Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha Mercado. 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 61/2017 (10a.) 
 
 

VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN X, INCISO B), DE 
LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE 
ENERO DE 2014, AL DAR UN TRATO DIFERENCIADO A LAS 
SOCIEDADES COOPERATIVAS DE AHORRO Y PRÉSTAMO Y A LAS 
PERSONAS MORALES, COMPRENDIDAS EN EL ARTÍCULO 15 
FRACCIÓN XII, DE LA MISMA LEY, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA. El hecho de que las sociedades cooperativas de 
ahorro y préstamo y las personas morales comprendidas en el artículo 15 
fracción XII, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado tengan 
características coincidentes como la ausencia de lucro, la ayuda mutua y 
el beneficio común, de ningún modo lleva a sostener que esas 
características los dote de una condición semejante en materia fiscal, ni 
que se deban de exigir las mismas condiciones para que opere la 
exención prevista en el artículo 15, fracción X, inciso b), del ordenamiento 
citado, pues no existe similitud en cuanto a su constitución, objeto, 
naturaleza y finalidad. Así, las personas morales comprendidas en el 
artículo 15 fracción XII, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, dadas 
las funciones que realizan, no obtienen ni brindan créditos, actividad 
inherente a las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo para 
contribuir al fin social para el cual fueron creadas, por lo que es 
incuestionable que aquéllas no se encuentran comprendidas dentro del 
sistema financiero, ya que las actividades y fines de las personas descritas 
en el artículo antes referido, no descansan en el manejo y administración 
de créditos, Por ende, ambas entidades no se encuentran en una situación 
comparable, ya que no existen similitudes en su constitución, objeto, 
naturaleza y finalidad, en consecuencia, no es posible otorgarles el mismo 
tratamiento en materia tributaria, por tanto es evidente que el artículo 15, 
fracción X, inciso b), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, no es 
violatorio del principio de equidad tributaria, en relación al trato 
diferenciado que se les da a las sociedades cooperativas de ahorro y 
préstamo y a las personas morales, comprendidas en el artículo 15, 
fracción XII, del mismo ordenamiento legal, pues existe una justificación 
objetiva y razonable en el trato asignado por el legislador. 
 
Amparo en revisión 700/2015. Caja Popular de San José Iturbide, S.C. 
de A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 585/2015. Caja Popular Juventino Rosas, S.C. de 
A.P. de R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 795/2015. Caja Popular San Nicolás, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 



 

Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 
Amparo en revisión 888/2015. Caja Dinámica, S.C. de A.P. de R.L. de 
C.V. 15 de febrero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: 
Dolores Rueda Aguilar, Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha 
Mercado. 
 
Amparo en revisión 913/2015. Caja Popular Santa Cruz, S.C. de A.P. de 
R.L. de C.V. 22 de febrero de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Dolores Rueda Aguilar, 
Monserrat Cid Cabello y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 62/2017 (10a.) 
 
 

IMPUESTO CEDULAR SOBRE LOS INGRESOS DE LAS PERSONAS 
FÍSICAS POR ACTIVIDADES EMPRESARIALES PREVISTO EN LOS 
ARTÍCULOS 20-A A 20-G DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA DEL 
ESTADO DE YUCATÁN. SU APLICACIÓN PARALELA AL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, POR SÍ MISMA, NO ES INCONSTITUCIONAL. Si 
bien es cierto que el impuesto cedular indicado se aplica paralelamente al 
impuesto sobre la renta, que es un gravamen federal que pesa sobre los 
ingresos de los contribuyentes en los diferentes supuestos que regula la 
ley de la materia, también lo es que sólo se grava la totalidad de los 
ingresos por la realización de las actividades empresariales, pero no los 
demás ingresos o elementos patrimoniales; de ahí que la doble tributación 
a nivel federal y local, por sí misma, no es inconstitucional, toda vez que 
para serlo tendría que demostrarse, a través de las pruebas idóneas, que 
la suma de los tributos efectivamente enterados resulta ruinosa y gravosa 
al hecho de agotar la fuente de ingresos, lo que no sucede si se toma en 
cuenta que de la regla y tarifa para calcular el impuesto sobre la renta que 
eventualmente se sumaría al 5% de los ingresos en concepto del impuesto 
cedular local, no se advierte que dicha suma torne al gravamen en un 
impuesto ruinoso, además de que en todo caso debe demostrarlo la 
quejosa. Lo anterior se corrobora si se considera que conforme al artículo 
103, fracción VII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, las personas 
físicas que obtengan ingresos por actividades empresariales, frente al 
impuesto sobre la renta podrán efectuar la deducción de los pagos 
efectuados por el impuesto local sobre los ingresos por actividades 
empresariales, impidiéndose así la acumulación del monto de ambos 
impuestos, lo cual se traduce en un mecanismo para aminorar el impacto 
que podría resultar de la tributación conjunta sobre los ingresos por 
actividades empresariales a nivel federal y local. 
 
Amparo en revisión 942/2015. Juan Arturo Collí Chuc. 5 de abril de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto Aguilar y Adrián 
González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1144/2015. Estefanía de Regil Vázquez. 5 de abril 
de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 38/2016. Guillermo Ontiveros Ancona. 5 de abril de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 684/2015. Juan Ferdinand Rukos Xcaer. 24 de mayo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 



 

Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1215/2015. Felipe Martín del Campo Castilla. 24 de 
mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia 
Virto Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 63/2017 (10a.) 
 

 
IMPUESTO CEDULAR SOBRE LOS INGRESOS DE LAS PERSONAS 
FÍSICAS POR ACTIVIDADES EMPRESARIALES PREVISTO EN LOS 
ARTÍCULOS 20-A A 20-G DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA DEL 
ESTADO DE YUCATÁN. CONSTITUYE UNA MEDIDA RAZONABLE. El 
impuesto cedular relativo, está dotado de razonabilidad, porque cumple 
con el fin que buscó el legislador federal en el artículo 43 de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado, al dar potestad tributaria a las entidades 
federativas para gravar los ingresos de las personas físicas por 
actividades empresariales, ya que a través de esa posibilidad se logra 
redistribuir los ingresos y fortalecer el federalismo fiscal nacional, porque 
los Estados podrán tener como ingresos directos para sufragar el gasto 
público los importes que recauden por concepto del impuesto cedular 
aludido. 
 
Amparo en revisión 942/2015. Juan Arturo Collí Chuc. 5 de abril de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto Aguilar y Adrián 
González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1144/2015. Estefanía de Regil Vázquez. 5 de abril 
de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 38/2016. Guillermo Ontiveros Ancona. 5 de abril de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 684/2015. Juan Ferdinand Rukos Xcaer. 24 de mayo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1215/2015. Felipe Martín del Campo Castilla. 24 de 
mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia 
Virto Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 



 

dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 64/2017 (10a.) 
 
 

RENTA. EL ARTÍCULO 103, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, AL NO PREVER EL ACREDITAMIENTO DEL 
IMPUESTO CEDULAR FRENTE AL FEDERAL, NO TRANSGREDE EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. La circunstancia de 
que el precepto citado permita deducir el impuesto cedular local sobre los 
ingresos de las personas físicas por actividades empresariales, pero no 
prevea su acreditamiento frente al impuesto sobre la renta, no implica que 
transgreda el principio de proporcionalidad tributaria previsto en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, porque para aminorar el impacto que podría resultar de la 
tributación conjunta sobre los ingresos por actividades empresariales a 
nivel federal y local el legislador previó, frente al impuesto sobre la renta la 
deducción de los pagos efectuados por el impuesto local, impidiéndose así 
la acumulación del monto de ambos impuestos. Así, la deducción del 
impuesto local para el cálculo del impuesto sobre la renta federal es una 
deducción no estructural de política pública, pues a diferencia de las 
deducciones estructurales no es propia de la mecánica del tributo o de las 
exigidas constitucionalmente, sino que busca el beneficio en favor de los 
contribuyentes del impuesto cedular que obedece a la intención del 
legislador de aminorar la carga tributaria que les representa del nuevo 
impuesto local. Por ello, atendiendo a la naturaleza del impuesto cedular, 
por ser de carácter local y que se refiere a un impuesto distinto del 
impuesto sobre la renta federal, aunado a que el citado impuesto local no 
sirve como medio de control para el impuesto federal, el legislador no se 
encontraba obligado a establecer el acreditamiento o crédito fiscal del 
impuesto cedular frente al impuesto sobre la renta para disminuirlo, a fin 
de determinar la cantidad líquida que debe cubrirse, en tanto que no 
habría justificación técnica en el cálculo del impuesto sobre la renta. 
 
Amparo en revisión 942/2015. Juan Arturo Collí Chuc. 5 de abril de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto Aguilar y Adrián 
González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1144/2015. Estefanía de Regil Vázquez. 5 de abril 
de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 38/2016. Guillermo Ontiveros Ancona. 5 de abril de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 684/2015. Juan Ferdinand Rukos Xcaer. 24 de mayo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 



 

Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1215/2015. Felipe Martín del Campo Castilla. 24 de 
mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia 
Virto Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 65/2017 (10a.) 
 
 

VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 43 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
Del proceso legislativo del cual derivó el precepto citado se advierte que el 
legislador federal dio potestad a las entidades federativas para establecer 
impuestos cedulares sobre los ingresos que obtengan las personas físicas 
por la prestación de servicios profesionales, por otorgar el uso o goce 
temporal de bienes inmuebles, por enajenación de bienes inmuebles o por 
actividades empresariales, esencialmente, con la finalidad de redistribuir 
los ingresos entre las entidades federativas y fortalecer el federalismo 
fiscal contenido en el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal. Ahora 
bien, el hecho de que el legislador haya elegido que a través del impuesto 
cedular a nivel local se gravaran los ingresos obtenidos por las personas 
físicas por aquellas fuentes de riqueza, entre las que se encuentran las 
actividades empresariales, pero no a todo el universo de personas físicas 
que obtuvieran ingresos y que incluso pudieran ser sujetos del impuesto 
sobre la renta, no implica que el artículo 43 del Impuesto al Valor 
Agregado transgreda el principio de equidad tributaria previsto en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, porque la potestad que en el citado precepto legal se otorga a 
las entidades federativas, deriva del amplio margen de libertad 
configurativa con que cuenta el legislador para diseñar el sistema tributario 
a fin de establecer qué personas y sobre qué fuente de riqueza podrán 
imponerse las contribuciones. 
 
Amparo en revisión 942/2015. Juan Arturo Collí Chuc. 5 de abril de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto Aguilar y Adrián 
González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1144/2015. Estefanía de Regil Vázquez. 5 de abril 
de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 38/2016. Guillermo Ontiveros Ancona. 5 de abril de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 684/2015. Juan Ferdinand Rukos Xcaer. 24 de mayo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 



 

Amparo en revisión 1215/2015. Felipe Martín del Campo Castilla. 24 de 
mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia 
Virto Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 66/2017 (10a.) 
 
 

IMPUESTO CEDULAR SOBRE LOS INGRESOS DE LAS PERSONAS 
FÍSICAS POR ACTIVIDADES EMPRESARIALES. LOS ARTÍCULOS 20-
A A 20-G DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE 
YUCATÁN, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. A 
través del artículo 43 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, el 
legislador federal dotó de facultades a todas las entidades federativas del 
país para establecer un impuesto cedular sobre los ingresos de las 
personas físicas por la prestación de servicios profesionales, por otorgar el 
uso o goce temporal de bienes inmuebles, por enajenación de bienes 
inmuebles o por actividades empresariales. Ahora bien, por cuanto se 
refiere a los ingresos por actividades empresariales, esa facultad fue 
ejercida por el Estado de Yucatán, a través de su Legislatura, al adicionar 
los artículos 20-A a 20-G de la Ley General de Hacienda de dicha entidad 
federativa, sin que tales preceptos violen el principio de equidad tributaria 
contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con las personas físicas de otras 
entidades federativas que no han ejercido esa potestad impositiva, porque 
en el artículo 43 referido no se estableció el deber imperativo para los 
Estados de legislar al respecto, sino que se dejó a la decisión de cada uno 
de ellos. 
 
Amparo en revisión 942/2015. Juan Arturo Collí Chuc. 5 de abril de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto Aguilar y Adrián 
González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1144/2015. Estefanía de Regil Vázquez. 5 de abril 
de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 38/2016. Guillermo Ontiveros Ancona. 5 de abril de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 684/2015. Juan Ferdinand Rukos Xcaer. 24 de mayo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1215/2015. Felipe Martín del Campo Castilla. 24 de 
mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío 



 

Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia 
Virto Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 67/2017 (10a.) 
 

 
IMPUESTO CEDULAR SOBRE LOS INGRESOS DE LAS PERSONAS 
FÍSICAS POR ACTIVIDADES EMPRESARIALES. LOS ARTÍCULOS 20-
A A 20-G DE LA LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE 
YUCATÁN, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA EN 
RELACIÓN CON LAS PERSONAS FÍSICAS DE LA ENTIDAD QUE 
DESARROLLAN ACTIVIDADES PROFESIONALES. Por medio del 
artículo 43 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, el legislador federal 
dotó de facultades a todas las entidades federativas del país para 
establecer un impuesto cedular sobre los ingresos de las personas físicas 
por la prestación de servicios profesionales, por otorgar el uso o goce 
temporal de bienes inmuebles, por enajenación de bienes inmuebles o por 
actividades empresariales. Ahora bien, en ejercicio de esa potestad 
impositiva, el Estado de Yucatán, a través de su Legislatura, adicionó los 
artículos 20-A a 20-G de la Ley General de Hacienda de la entidad, que 
prevén y regulan dicho impuesto cedular sobre los ingresos por 
actividades empresariales, los cuales no violan el principio de equidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, pues no otorgan un trato diferenciado 
frente a las demás personas físicas del Estado de Yucatán que también 
tienen ingresos, como son los que desarrollan actividades profesionales, 
ya que la fuente de ingresos es distinta entre quienes realizan actividades 
empresariales y aquellos que desarrollan otra actividad, por lo que no es 
factible otorgarles el mismo trato, ello aunado a que la elección de la 
Legislatura de la entidad federativa para no gravar por medio del impuesto 
cedular los ingresos de otras personas físicas por las fuentes de riqueza 
señaladas en el artículo 43 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, está 
comprendida en el amplio margen de configuración legislativa que respeta 
la exigencia constitucional de equidad tributaria. 
 
Amparo en revisión 942/2015. Juan Arturo Collí Chuc. 5 de abril de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto Aguilar y Adrián 
González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1144/2015. Estefanía de Regil Vázquez. 5 de abril 
de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 38/2016. Guillermo Ontiveros Ancona. 5 de abril de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 684/2015. Juan Ferdinand Rukos Xcaer. 24 de mayo 
de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. 



 

Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia Virto 
Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
Amparo en revisión 1215/2015. Felipe Martín del Campo Castilla. 24 de 
mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Alma Delia 
Virto Aguilar y Adrián González Utusástegui. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 68/2017 (10a.) 
 
 

JUICIO ORAL MERCANTIL. ES PROCEDENTE TRATÁNDOSE DE 
CRÉDITOS CON GARANTÍA REAL CONTRATADOS, NOVADOS O 
REESTRUCTURADOS CON ANTERIORIDAD A LA REFORMA AL 
CÓDIGO DE COMERCIO PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 13 DE JUNIO DE 2003. La reforma al Código de 
Comercio publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de enero de 
2011 tuvo como finalidad la creación del juicio oral mercantil, como un 
proceso de ágil tramitación y encaminado a evitar dilaciones innecesarias 
en el dictado de la sentencia, por lo que se le dotó de reglas propias para 
lograr la celeridad del juicio. La instauración de ese nuevo procedimiento, 
dio lugar a la implementación de una serie de normas procesales, cuya 
aplicación se rige por la regla general sobre la aplicación de este tipo de 
disposiciones, porque en el caso, no se actualizó una causa de excepción 
a dicha regla, consistentes en: a) la existencia de derechos adquiridos 
que implique la retroactividad de la ley en un caso prohibido por ésta o, b) 
que el legislador haya dispuesto expresamente en las disposiciones 
transitorias una vigencia específica del supuesto normativo. En ese 
sentido, basta que el juzgador tome en cuenta la fecha de presentación 
de la demanda, ya que si ésta se promueve con posterioridad a la fecha 
en que se creó el juicio oral mercantil, éste es procedente, cuando se 
refiera a créditos con garantía real contratados con anterioridad a la 
reforma al Código de Comercio de 2003, pues tratándose de un juicio 
completamente nuevo, es claro que los decretos de reforma anteriores a 
su entrada en vigor no pueden afectarle, en el entendido de que 
corresponde al juzgador atender a las pretensiones del actor para 
examinar que se satisfagan los presupuestos procesales, sin que dentro 
de ellos se encuentre alguno que condicione la procedencia a que no se 
trate de créditos contratados con anterioridad a cierta fecha. 
 
Contradicción de tesis 354/2015. Suscitada entre el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Sexto Circuito. 21 de junio de 2017. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 90/2013, con la tesis aislada XXVII.3o. 15 C 
(10a.), de rubro: “JUICIO ORAL MERCANTIL. ES IMPROCEDENTE EN 
RELACIÓN CON CRÉDITOS PACTADOS, NOVADOS O 
REESTRUCTURADOS HASTA ANTES DE LA REFORMA AL CÓDIGO 
DE COMERCIO PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL  TRECE DE JUNIO DE DOS MIL TRES.”, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de enero de 2015 a 
las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 14, Tomo III, enero de 2015, página 1946,  con 
número de registro 2008244. 
 



 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 362/2013, sustentó la tesis aislada 
VI.2o.C.35 C (10a.), de rubro: “JUICIO ORAL MERCANTIL. LAS 
REFORMAS AL CÓDIGO DE COMERCIO PUBLICADAS EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 27 DE ENERO DE 2011, NO LE SON 
APLICABLES CUANDO LA PRETENSIÓN DERIVA DE CRÉDITOS 
CONTRATADOS CON ANTERIORIDAD A LA REFORMA DE 13 DE 
JUNIO DE 2003.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 28 de febrero de 2014 a las 11:02 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo III, 
febrero de 2014, página 2452, con número de registro 2005759. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo 598/2015, determinó que del contenido del 
artículo 1055 del Código de Comercio y su transitorio, no se advierte que 
en dicha data se hubiere implementado en los juicios mercantiles la 
procedencia del juicio oral, pues sólo establece que tratándose de créditos 
con garantía real, el acreedor podrá ejercer sus acciones en el juicio 
ejecutivo ordinario, especial, sumario, sumario hipotecario o el que 
corresponda, de acuerdo a esta ley, a la legislación mercantil o a la 
legislación civil aplicable. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
dieciséis de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
diecisiete de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 69/2017 (10a.) 
 

 
ESTÍMULOS FISCALES. AL ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO, 
FRACCIÓN I, DEL DECRETO QUE COMPILA DIVERSOS BENEFICIOS 
FISCALES Y ESTABLECE MEDIDAS DE SIMPLIFICACIÓN 
ADMINISTRATIVA, PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2014, NO LE 
SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS DE 
PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD. El precepto mencionado del Decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de diciembre de 2013 
establece la posibilidad de que las personas físicas que únicamente 
realicen actos o actividades con el público en general y que opten por 
tributar en el régimen de incorporación fiscal previsto en la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, con el respectivo cumplimiento de las 
obligaciones, apliquen para el referido ejercicio fiscal una cantidad 
equivalente al cien por ciento (100%) del impuesto al valor agregado que 
deben pagar por la enajenación de bienes, la prestación de servicios 
independientes o el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes 
muebles, el cual será acreditable contra el referido impuesto que deban 
pagar por dichas operaciones. Ello, siempre que los contribuyentes no 
trasladen al adquirente de los bienes, al receptor de los servicios 
independientes o a quien se otorgue el uso o goce temporal de bienes 
muebles, cantidad alguna por concepto del impuesto al valor agregado y 
que no realicen acreditamiento alguno del impuesto referido que les haya 
sido trasladado y del propio impuesto que hubiesen pagado con motivo de 
la importación de bienes o servicios. Ahora bien, es criterio de este alto 
tribunal que los beneficios otorgados por razones no estructurales de la 
contribución, son producto de una sanción positiva prevista por una norma 
típicamente promocional y pueden ubicarse entre los denominados 
“gastos fiscales”, es decir, los originados por la extinción y disminución de 
tributos traducidos en la no obtención de un ingreso público como 
consecuencia de la concesión de beneficios fiscales orientados al logro de 
la política económica o social adoptada en un época determinada. En este 
contexto, el estímulo fiscal de que se trata no constituye un ajuste a la 
estructura, diseño o monto del impuesto al valor agregado, ya que no 
afecta directamente a sus elementos esenciales ni al mecanismo que 
incide en el aspecto sustancial de la obligación fiscal que genera dicha 
contribución, no obstante que dicho estímulo haga referencia a un 
acreditamiento, pues tal elemento se otorga a manera de un crédito con el 
fin de que los sujetos del beneficio no paguen el tributo de que se trata en 
el ejercicio fiscal de dos mil catorce. En consecuencia, a dicho estímulo 
fiscal no le son aplicables los principios tributarios de proporcionalidad y 
equidad previstos en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo en revisión 776/2015. Corporativo de Servicios El Cid, S.A. de 
C.V. y otras. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, 
Dolores Rueda Aguilar y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 1028/2015. Merza Administración, S.A. de C.V. 1 de 
marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Dolores Rueda 



 

Aguilar y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 1031/2015. Abarrotera del Duero, S.A. de C.V. 1 de 
marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Dolores Rueda 
Aguilar y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 1096/2015. Programas Especializados Oceánica, 
S.A. de C.V. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, 
Dolores Rueda Aguilar y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 761/2015. Nuempresas, S.A. de C.V. 8 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Dolores Rueda Aguilar y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintitrés de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veinticuatro de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 70/2017 (10a.) 
 

 
ESTÍMULOS FISCALES. EL ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO, 
FRACCIÓN I, DEL DECRETO QUE COMPILA DIVERSOS BENEFICIOS 
FISCALES Y ESTABLECE MEDIDAS DE SIMPLIFICACIÓN 
ADMINISTRATIVA, PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2014, NO 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE IGUALDAD JURÍDICA. El precepto 
mencionado del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
26 de diciembre de 2013 establece la posibilidad de que las personas 
físicas que únicamente realicen actos o actividades con el público en 
general y que opten por tributar en el régimen de incorporación fiscal 
previsto en la Ley del Impuesto sobre la Renta, con el respectivo 
cumplimiento de las obligaciones, apliquen para el referido ejercicio fiscal 
una cantidad equivalente al cien por ciento (100%) del impuesto al valor 
agregado que deben pagar por la enajenación de bienes, la prestación de 
servicios independientes o el otorgamiento del uso o goce temporal de 
bienes muebles, el cual será acreditable contra el referido impuesto que 
deban pagar por dichas operaciones. Ello, siempre que los contribuyentes 
no trasladen al adquirente de los bienes, al receptor de los servicios 
independientes o a quien se otorgue el uso o goce temporal de bienes 
muebles, cantidad alguna por concepto del impuesto al valor agregado y 
que no realicen acreditamiento alguno del impuesto referido que les haya 
sido trasladado y del propio impuesto que hubiesen pagado con motivo de 
la importación de bienes o servicios. El citado precepto otorga un trato 
diferenciado entre las personas físicas que bajo las referidas condiciones 
optan por tributar en el régimen de incorporación fiscal previsto en la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, para efecto del pago del impuesto al valor 
agregado únicamente para el ejercicio fiscal de 2014, respecto de las que 
tributan conforme al régimen general. Dicho trato está justificado, en la 
medida en que atendió a su menor capacidad económica y administrativa 
que los hace diferentes del resto de los sujetos obligados del impuesto al 
valor agregado, aunado al objetivo perseguido por dicho estímulo fiscal, el 
cual tende principalmente a la simplificación administrativa como factor 
clave para acelerar la formalización de la economía, en concreto para 
fomentar la formalidad de las personas físicas con actividad empresarial 
con capacidad administrativa limitada. Por tanto, la porción normativa que 
se reclama no transgrede el principio de igualdad jurídica reconocido en el 
artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya 
que persigue una finalidad objetiva y constitucionalmente válida, la cual 
está basada en fines extrafiscales y razones de política económica. 
 
Amparo en revisión 776/2015. Corporativo de Servicios El Cid, S.A. de 
C.V. y otras. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, 
Dolores Rueda Aguilar y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 1028/2015. Merza Administración, S.A. de C.V. 1 de 
marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Dolores Rueda 
Aguilar y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 1031/2015. Abarrotera del Duero, S.A. de C.V. 1 de 



 

marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Dolores Rueda 
Aguilar y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 1096/2015. Programas Especializados Oceánica, 
S.A. de C.V. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Monserrat Cid Cabello, 
Dolores Rueda Aguilar y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Amparo en revisión 761/2015. Nuempresas, S.A. de C.V. 8 de marzo de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretarios: Monserrat Cid Cabello, Dolores Rueda Aguilar y Víctor 
Manuel Rocha Mercado. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintitrés de agosto de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veinticuatro de agosto de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 71/2017 (10a.) 
         
 

CITATORIO PREVIO A LA DILIGENCIA DE EMBARGO, 
REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO 
EJECUTIVO MERCANTIL. ES INNECESARIO QUE LO FIRME LA 
PERSONA, DISTINTA AL DEMANDADO, CON QUIEN SE DEJA. Los 
artículos 1068, 1055, fracción IV, 1391, 1392 y 1393 del Código de 
Comercio, vigente hasta la reforma de 10 de enero de 2014, y 309, 310, 
311 y 317 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria en los términos de los numerales 1054 y 1063 del primer 
ordenamiento señalado, establecen que la notificación al demandado del 
juicio ejecutivo mercantil deberá ser personal. Sin embargo, si el 
notificador no encuentra al deudor a la primera busca en el inmueble 
señalado por el actor, dejará citatorio, cuya práctica se hará a condición de 
que se encuentre ausente la persona buscada en el domicilio cerciorado y 
a que se señale hora hábil, dentro de un lapso comprendido entre las seis 
y las setenta y dos horas posteriores, para la práctica del emplazamiento. 
Hecho lo anterior, el notificador únicamente deberá asentar en el citatorio 
relativo: i) que se cercioró de encontrarse en el domicilio del demandado; 
ii) que no lo encontró; iii) que indica hora fija dentro de las seis y setenta y 
dos horas siguientes para que lo espere en el mismo a efecto de llevar a 
cabo la diligencia de notificación; iv) que dejó el citatorio con un pariente, 
empleado doméstico o con cualquier otra persona que se encontraba en el 
domicilio, y; v) la firma del notificador. Así, toda vez que el citatorio es un 
mero documento previo a la notificación, bastará que contenga los 
requisitos señalados para ser legal, sin necesidad de elementos 
adicionales tales como la firma de la persona con la cual se dejó el 
documento previo a la diligencia del embargo, requerimiento de pago y 
emplazamiento al juicio ejecutivo mercantil, pues ello sólo es 
indispensable al momento de llevar a cabo la notificación. En ese sentido, 
al no ser obligatorio el requisito señalado, se torna innecesario que el 
actuario lleve a cabo circunstanciación alguna relacionada con la firma de 
la persona con la que se deja el citatorio. 
 
Contradicción de tesis 416/2014. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
residencia en Saltillo, Coahuila. 24 de mayo de 2017. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien se reservó su derecho para formular voto particular. 
Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
 
Tesis y o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 276/2014, en el que resolvió que toda vez 
que el citatorio constituye una actuación anterior a la diligencia de 
emplazamiento, es claro que no significa que ésta deba cumplir con todos 
los requisitos del emplazamiento ya que no existe ni en el Código de 
Comercio ni en el Código Federal de Procedimientos Civiles, disposición 
alguna que obligue al secretario ejecutor asentar en la razón por la que la 
persona a quien se entregó el citatorio no lo firmó, ya que el artículo 317 
de dicho ordenamiento legal claramente señala que ese requisito sólo es 
aplicable para las notificaciones. 
 



 

El Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver los amparos en 
revisión 18/2012 (expediente auxiliar 244/2012), 124/2012 (cuaderno 
auxiliar 232/2012) y 263/2012, dictados en apoyo del Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, del que derivó la tesis aislada 
VIII.3o. (X Región) 1 C (10a.) de rubro: “EMPLAZAMIENTO EN MATERIA 
MERCANTIL. EL REQUISITO RELATIVO A LA CIRCUNSTANCIACIÓN 
DE LA FALTA DE FIRMA DE LA PERSONA CON QUIEN SE 
ENTREVISTE EL ACTUARIO, SI ÉSTA NO SUPIERE O NO QUISIERE 
HACERLO, OPERA TAMBIÉN PARA EL CITATORIO PREVIO Y SU 
OMISIÓN LO TORNA ILEGAL.”, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, agosto de 2012, Tomo 
2, página 1767, registro 2001315. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de seis 
de septiembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a siete de 
septiembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 72/2017 (10a.) 
 
 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. LA ACREDITACIÓN DE LOS DAÑOS DE 
DIFÍCIL REPARACIÓN DERIVADOS DE LA EJECUCIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO NO CONSTITUYE UN REQUISITO PARA OTORGARLA. 
El artículo 124, fracción III, de la Ley de Amparo abrogada establece como 
requisito para decretar la suspensión del acto reclamado que los daños y 
perjuicios que se causen al agraviado con su ejecución sean de difícil 
reparación. Sin embargo, en la reforma constitucional en materia de 
amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 
2011, se eliminó del artículo 107, fracción X, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos lo referente a la difícil reparación de los 
daños y perjuicios que ocasione el acto reclamado. Asimismo, se privilegió 
la discrecionalidad de los jueces y se estableció su obligación de realizar 
un análisis ponderado entre la no afectación del interés social, el orden 
público y la apariencia del buen derecho, por lo que se fortaleció el rol 
protector de la suspensión. Ahora bien, la Ley de Amparo vigente no 
contempla como requisito para conceder la suspensión que se ocasionen 
daños de difícil reparación; de ahí que su acreditación no constituya un 
requisito para que proceda esa medida en el juicio de amparo. Debe 
resaltarse que esta interpretación es consistente con el propósito de la 
reforma constitucional en materia de amparo –en cuanto a la suspensión– 
en el sentido de privilegiar la discrecionalidad de los jueces. En efecto, 
considerar como requisito la acreditación de un daño de difícil reparación 
para otorgar la suspensión definitiva, sería regresar al sistema de 
requisitos formales que fue superado con dicha reforma constitucional. 
 
Contradicción de tesis 306/2016. Entre las sustentadas por el Décimo 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Pleno en 
Materia Civil del Tercer Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 31 de mayo de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
al resolver los incidentes de suspensión (revisión) 144/2015,  276/2015 y 
277/2015, sostuvo la tesis número I.13o.C.13 K (10a.), de rubro: 
“SUSPENSIÓN A PETICIÓN DE PARTE. CONSTITUYE UN REQUISITO 
PARA SU PROCEDENCIA LA EXISTENCIA DE UN PERJUICIO DEL 
QUE PUEDAN DERIVARSE CONSECUENCIAS DE DIFÍCIL 
REPARACIÓN (LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL 
DE 2013).”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 30, mayo de 
2016, Tomo IV, página 2935, con número de registro 2011641. 
 
El Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 6/2015, con la tesis número PC.III.C.J/7 k (10a.), de rubro: 
“SUSPENSIÓN DEFINITIVA. PARA SU OTORGAMIENTO EL 
JUZGADOR DEBE ATENDER NO SÓLO A LOS REQUISITOS DEL 
ARTÍCULO 128 DE LA LEY DE AMPARO, SINO ADEMÁS PONDERAR, 
SIMULTÁNEAMENTE, LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y EL 



 

PELIGRO EN LA DEMORA QUE SE TRADUCE EN QUE EL ACTO 
RECLAMADO CAUSE PERJUICIO DE DIFÍCIL REPARACIÓN 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 139 DE LA LEY DE AMPARO).”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de 
enero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 26, enero de 2016, Tomo IV, página 
2658, con número de registro 2010818. 
 
El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, el incidente en revisión 143/2016, sostuvo que la Ley de Amparo 
no contempla como requisito para el otorgamiento de la suspensión del 
acto reclamado, que la ejecución del acto ocasione daños de difícil 
reparación. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de seis 
de septiembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a siete de 
septiembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 73/2017 (10a.) 
 
 

COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES 
IMPROCEDENTE LA CONDENA A SU PAGO EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, EN LOS 
CASOS EN QUE, AUN CUANDO PROCEDA LA ACCIÓN CAMBIARIA 
DIRECTA, EL JUEZ OFICIOSAMENTE REDUCE EL PAGO DE LOS 
INTERESES MORATORIOS POR CONSIDERARLOS USURARIOS, SIN 
QUE SEA RELEVANTE QUE EL DEMANDADO HAYA COMPARECIDO 
O NO AL JUICIO. Del precepto citado, se advierte que siempre se 
condenará en costas al que fuese condenado en juicio ejecutivo y al que lo 
intente si no obtiene sentencia favorable. Ahora bien, el término 
“condenado en juicio” alude a quien no obtuvo sentencia benéfica, ya sea 
el actor o el demandado; mientras que la expresión “no obtiene sentencia 
favorable” se refiere a la derrota o condena total, es decir, absoluta. En 
ese sentido, cuando en un juicio ejecutivo mercantil, la parte actora se 
beneficia de la procedencia de la acción cambiaria directa y, en su caso, 
demás prestaciones reclamadas, exactamente en los mismos términos en 
que fueron planteadas en la demanda, procede la condena en costas en 
términos del artículo 1084, fracción III, del Código de Comercio, pues se 
está ante una condena total. Ahora bien, cuando en la sentencia 
respectiva el juez, de manera oficiosa, reduce el monto de la suerte 
principal o de las prestaciones accesorias reclamadas, se está ante una 
condena parcial, pues se justificó la intervención judicial y puede 
considerarse que el actor no obtuvo plenamente una sentencia favorable, 
ni el demandado fue totalmente derrotado, ya que este último, con la 
reducción del monto a pagar con respecto a lo reclamado, obtuvo también 
una sentencia favorable. Así, si en un juicio ejecutivo mercantil, aun 
cuando procedió la acción cambiaria directa, el juez, en ejercicio del 
control convencional ex officio, reduce el pago de los intereses moratorios 
por considerarlos usurarios, no puede condenarse al pago de costas 
conforme al precepto legal citado, toda vez que la condena no fue total, al 
haber dejado de percibir el actor todo lo que pretendió en los montos que 
reclamó y al no tener que pagar el demandado la totalidad de la cantidad 
que se le reclamaba por concepto de intereses, sin que sea relevante que 
comparezca a juicio o no el demandado, pues aun si éste no contestó la 
demanda, debe entenderse que la actuación del juzgador constituye una 
oposición oficiosa a las pretensiones del actor. No obstante, este criterio 
sólo es aplicable en lo que se refiere a la improcedencia de la condena en 
costas en términos del artículo 1084, fracción III, del Código de Comercio, 
pues es posible que se den condiciones que activen la procedencia en 
términos de una diversa fracción del propio precepto, de su primer párrafo, 
o del artículo 1082 del citado ordenamiento, quedando al prudente arbitrio 
del juzgador determinar lo procedente. 
 
Contradicción de tesis 438/2016. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 28 de junio de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 



 

El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 317/2015, sostuvo la tesis XXVII.3o.30 C (10a.), de rubro: 
“COSTAS EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES 
IMPROCEDENTE SU CONDENA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1084, 
FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, AUN CUANDO HAYA 
PROCEDIDO LA ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA Y EL DEMANDADO 
OBTUVO SENTENCIA FAVORABLE A PESAR DE NO APERSONARSE, 
AL REDUCIR EL JUEZ, EN EJERCICIO DEL CONTROL 
CONVENCIONAL EX OFFICIO, EL PAGO DE LOS INTERESES 
MORATORIOS POR SER USURARIOS.”, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 27, febrero de 2016, Tomo III, página 2050, con número de 
registro 2011040. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al 
resolver los amparos directos 306/2015 y 715/2015, sostuvo que al 
actualizarse el contenido del artículo 1084, fracción III, del Código de 
Comercio, relativo a que la condena en costas será a cargo de quien fuese 
condenado en el juicio ejecutivo, ello no contraviene la circunstancia de 
que la autoridad responsable haya modificado la sentencia de primera 
instancia sólo en lo relativa a la reducción de la tasa de interés moratorio 
pactada en el contrato de crédito base de la acción del juicio natural en 
virtud de considerarla excesiva y usuraria, pues ello no significa que exista 
una condena parcial de lo reclamado, ya que el pago de ese concepto no 
fue declarado improcedente a efecto de absolver a la parte demandada, 
simplemente se efectuó una reducción a la tasa que sería aplicable para el 
pago de los intereses moratorios. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de seis 
de septiembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a siete de 
septiembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 74/2017 (10a.) 
  
 

PRISIÓN PREVENTIVA. PROCEDE QUE LOS  INCULPADOS EN EL 
SISTEMA PROCESAL PENAL MIXTO SOLICITEN  LA REVISIÓN DE 
DICHA MEDIDA, DE CONFORMIDAD CON EL CONTENIDO DEL 
ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016. El análisis de la 
revisión, modificación y sustitución de la prisión preventiva que contempla 
el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
puede realizarse de conformidad con el contenido del artículo Quinto 
Transitorio del Código Nacional de Procedimientos Penales, de la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016, que 
establece que tratándose de aquellas medidas privativas de la libertad 
personal o de prisión preventiva que hubieren sido decretadas por 
mandamiento de autoridad judicial durante los procedimientos iniciados 
con base en la legislación procesal penal vigente con anterioridad a la 
entrada en vigor del sistema de justicia penal acusatorio adversarial, el 
inculpado o imputado podrá solicitar al órgano jurisdiccional competente la 
revisión de dichas medidas. La razón del artículo quinto transitorio refiere 
al entendimiento del artículo 1º constitucional, según el cual no debe haber 
un trato desigual de los sujetos procesados en ambos sistemas, por lo que 
apunta al esfuerzo de homologar las medidas que el mismo legislador 
consideró pertinentes en la reforma a la que pertenece ese artículo quinto 
transitorio, de esta manera se entiende la naturaleza más favorable de la 
norma del nuevo sistema en relación a la prisión preventiva. En el 
entendido de que la procedencia y análisis sobre la revisión de la medida 
no tiene el alcance de que el juzgador  declare procedente, de facto o en 
automático, la sustitución, modificación o cese de la misma, sino que ello 
está sujeto a los parámetros normativos aplicables del Código Nacional de 
Procedimientos Penales (como la evaluación del riesgo que representa el 
imputado o inculpado) y el debate que sostengan las partes durante el 
desarrollo de la audiencia respectiva, en los términos que establecen los 
artículos 153 a 171 de dicho ordenamiento procesal. Además de que, en 
caso de sustituir la medida cautelar, el juez deberá aplicar las medidas de 
vigilancia o supervisión a que se refieren los artículos 176 a 182 del 
Código Nacional en cita. 
 
Contradicción de tesis 64/2017. Entre las sustentadas por el Décimo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 5 de julio de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos 
en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío 
Díaz y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
reservó su derecho para formular voto particular y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez 
Mireles. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Décimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver los amparos en revisión 151/2016, 146/2016 y 13/2017, sostuvo 
la tesis I.10o.P.9 P (10a.), de rubro: “LIBERTAD PROVISIONAL BAJO 



 

CAUCIÓN. ACORDE CON LOS PRINCIPIOS DE SUPREMACÍA 
CONSTITUCIONAL, CERTIDUMBRE Y SEGURIDAD JURÍDICA, ES 
IMPROCEDENTE REVISAR Y MODIFICAR ESTE BENEFICIO DE 
CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO QUINTO TRANSITORIO DEL 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES, ENTRE OTRAS, DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE JUNIO DE 2016, SI EL 
PROCEDIMIENTO SE INICIÓ CONFORME AL SISTEMA PENAL 
TRADICIONAL.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, abril de 2017, Tomo II, 
página 1755, registro 2014085. 
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 320/2016, 295/2016, 416/2016, 469/2016 y 463/2016, 
sostuvo la tesis XXVII.3o. J/33 (10a.), de rubro: “MEDIDAS CAUTELARES 
EN MATERIA PENAL. CONFORME AL ARTÍCULO QUINTO 
TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, 
ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES, ENTRE 
OTROS, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 17 DE 
JUNIO DE 2016, LOS ARTÍCULOS 153 A 171 Y 176 A 182 DE DICHO 
CÓDIGO, QUE REGULAN LO RELATIVO A LA IMPOSICIÓN Y 
SUPERVISIÓN DE AQUÉLLAS, PUEDEN APLICARSE AL SISTEMA DE 
JUSTICIA PENAL TRADICIONAL.”, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 12 de mayo de 2017 a las 10:17 horas, y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 42, 
mayo de 2017, Tomo III, página 1715, registro 2014237. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de seis 
de septiembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a siete de 
septiembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 75/2017 (10a.) 
 
 

CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA. De los artículos 106 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 46, párrafo 
tercero, de la Ley de Amparo, deriva que para declarar actualizado un 
conflicto competencial, se requiere que: 1. Exista una regla competencial 
prevista en ley; 2. Un Tribunal Colegiado de Circuito se declare legalmente 
incompetente para conocer del asunto y remita los autos al que, en su 
concepto, lo sea; y, 3. Este último no acepte la competencia declinada a 
su favor, por lo que comunicará dicha determinación al Tribunal Colegiado 
de Circuito que se hubiere declarado incompetente y remita los autos a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Conflicto competencial 104/2014. Suscitado entre el Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Noveno Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito. 24 de 
septiembre de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas 
Vértiz Contreras. 
 
Conflicto competencial 135/2014. Suscitado entre el Primer y Octavo 
Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 28 de 
enero de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio 
Joel Flores Díaz. 
 
Conflicto competencial 113/2015. Suscitado entre el Tribunal Colegiado 
del Décimo Séptimo Circuito con sede en Ciudad Juárez, Chihuahua y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito con residencia en Chihuahua, Chihuahua. 4 de 
noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
Conflicto competencial 151/2015. Suscitado entre el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 2 de diciembre 
de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
Conflicto competencial 144/2016. Suscitado entre el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo y el Segundo Tribunal Colegiado, 
ambos del Décimo Quinto Circuito. 1 de marzo de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 



 

Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenado Ríos. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintisiete de septiembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintiocho de septiembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 76/2017 (10a.) 
 
 

RECURSO DE RECLAMACIÓN. SI SE DESECHA EL DE REVISIÓN 
POR NO SUBSISTIR UN PLANTEAMIENTO DE 
CONSTITUCIONALIDAD, PERO A LA VEZ, PORQUE SU 
INTERPOSICIÓN RESULTÓ EXTEMPORÁNEO, DEBEN ANALIZARSE 
EN PRIMER TÉRMINO LOS AGRAVIOS RELACIONADOS CON ESTA 
ÚLTIMA CUESTIÓN. Cuando el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación desecha el recurso de revisión en amparo directo por 
ser: 1) improcedente (al no existir algún concepto de violación sobre la 
inconstitucionalidad, incluyendo inconvencionalidad, de una norma de 
carácter general o se solicitó la interpretación de algún precepto 
constitucional o de un tratado internacional y, en consecuencia, en el fallo 
impugnado no se decidió u omitió decidir sobre esas cuestiones ni se 
estableció su interpretación directa); y, a la vez, 2) extemporáneo, deben 
analizarse en primer término los agravios relacionados con su 
oportunidad, pues de resultar éstos infundados, sería innecesario analizar 
las otras consideraciones que sustentan el desechamiento, pues aunque 
se demuestre que sí existía un planteamiento de constitucionalidad, el 
recurso de cualquier forma sería extemporáneo. 
 
Recurso de reclamación 474/2015. Aristeo Sánchez Mateo. 19 de agosto 
de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Recurso de reclamación 323/2016. 31 de agosto de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José 
Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Recuso de reclamación 637/2016. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir 
Andrés Fajardo Morales. 
 
Recurso de reclamación 913/2016. Oscar Israel Ramírez Luna. 26 de 
octubre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío 
Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia Reyes 
Heroles Scharrer. 
 
Recurso de reclamación 1418/2016. Francisco Manuel Morales Chaires. 
22 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio César Ramírez Carreón. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 



 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintisiete de septiembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintiocho de septiembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 77/2017 (10a.) 
 
 

LEGITIMACIÓN AD CAUSAM. EN EL JUICIO DE DESAHUCIO RECAE 
EN EL ARRENDADOR (LEGISLACIONES DE SINALOA Y ESTADO DE 
MÉXICO). En el juicio de desahucio el arrendatario puede oponer las 
excepciones que estime convenientes, entre ellas la falta de legitimación 
“ad causam”, que puede prosperar si la persona que demanda no es el 
arrendador o no se encuentra facultada para ejercer esa acción. Esto es 
así, pues debido a la relación personal que surge al suscribir el contrato de 
arrendamiento, la legitimación para ejercitar cualquier acción que se derive 
del incumplimiento de la obligación relativa al pago de la renta, recae en el 
arrendador; por tanto, no se puede considerar que carezca de legitimación 
“ad causam” para demandar en el juicio de desahucio. Efectivamente, 
dicha excepción no puede prosperar ni aun bajo el argumento de que el 
arrendador no es el propietario del inmueble arrendado, porque si bien la 
legislación sustantiva civil establece que el contrato de arrendamiento se 
puede celebrar por el propietario del bien, o quien tengan derecho o esté 
facultado para hacerlo, ya sea por autorización del dueño o por disposición 
de la ley, lo que parece excluir de esa posibilidad a los que no son 
propietarios o no están facultados para hacerlo, lo cierto es que 
atendiendo a la buena fe que debe imperar en la celebración de los 
contratos, si el arrendador cumple con la obligación de entregar al 
arrendatario el bien inmueble arrendado, y debido a ello, se presume 
humanamente que el arrendador es el propietario del bien o si estaba 
facultado para celebrar el mencionado contrato, el arrendatario que se 
benefició de esa presunción al recibir el inmueble dado en arrendamiento, 
no puede desconocerla, argumentando que el arrendador carece de 
legitimación “ad causam” para demandar en el juicio de desahucio por no 
ser el propietario de ese inmueble, pues mientras dicho contrato no se 
declare nulo o inválido, surte todos sus efectos entre los contratantes, por 
tanto el arrendador cuenta con legitimación “ad causam” en el juicio de 
desahucio.  
 
Contradicción de tesis 454/2016. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo Circuito y el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 12 de 
julio de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 577/2008, sostuvo la tesis 
aislada XII.1o.53 C, de rubro: “JUICIO DE DESAHUCIO. LA EXCEPCIÓN 
DE FALTA DE LEGITIMACIÓN ES OPONIBLE CONTRA EL ACTOR POR 
SER DE CARÁCTER PERSONAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
SINALOA).”, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, abril de 2009, página 1918, con 
número de registro 167463. 
 



 

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 689/2016, sostuvo que en términos de 
lo dispuesto en los artículos 2.309, 2.310, 2.311 y 2.319 del Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de México y 7.676 del código adjetivo 
relativo, si bien es cierto que en los juicios de desahucio son oponibles a 
toda clase de excepciones, lo cierto es que no puede prosperar la 
excepción que se funda en que la parte demandada no era propietaria del 
bien arrendado, pues con independencia de que se acredite dicho 
extremo, para demostrar su legitimación en el juicio es necesario el 
contrato de arrendamiento, base de la acción que haya celebrado en 
calidad de arrendadora con la enjuiciada. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintisiete de septiembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintiocho de septiembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 78/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA EDUCACIÓN. SU REFERENTE 
NORMATIVO EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO. De acuerdo con 
el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en nuestro sistema jurídico las principales fuentes de 
reconocimiento de derechos humanos son la propia Constitución y los 
tratados internacionales de los que el país es parte. El derecho humano a 
la educación está reconocido tanto en los artículos 3o. y 4o. de la 
Constitución, como en diversos instrumentos internacionales, entre los que 
destacan los artículos XII de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre; 13 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; 13 del Protocolo adicional a la 
Convención Americana Sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo De San 
Salvador"; y 28 de la Convención sobre los Derechos del Niño. Las 
normas citadas coinciden en lo esencial, entre otras cosas, en lo relativo a 
que la titularidad del derecho a la educación es de toda persona; en que el 
contenido de la educación básica debe estar orientado a posibilitar la 
autonomía de sus titulares y a habilitarlos como miembros de una 
sociedad democrática; en que la enseñanza básica debe ser asequible a 
todos sin discriminación, de manera obligatoria, universal y gratuita, y el 
Estado debe garantizarla; y en que los padres tienen derecho a elegir la 
educación que se imparta a sus hijos y los particulares a impartirla, 
siempre y cuando respeten el contenido mínimo de ese derecho. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 



 

Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 79/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO A LA EDUCACIÓN. SU CONFIGURACIÓN MÍNIMA ES LA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 3o. CONSTITUCIONAL. El artículo 3o. 
constitucional configura un contenido mínimo del derecho a la educación 
que el Estado Mexicano está obligado a garantizar con efecto inmediato; 
contenido que puede y debe ser extendido gradualmente por imperativo 
del principio de progresividad. De una lectura sistemática del párrafo 
primero y las fracciones IV y V de esa norma constitucional se advierte 
una diferencia entre la educación básica y la educación superior, en 
cuanto a sus características, por lo que, en principio, éstas no 
necesariamente deben ser las mismas. En efecto, del artículo 3o. de la 
Constitución Federal se advierte que el Estado está obligado a impartir 
educación preescolar, primaria, secundaria y media superior. Que la 
educación básica está conformada por la educación preescolar, primaria y 
secundaria. Que la educación básica y media superior son obligatorias. 
Que, además, la educación que imparta el Estado, entendiendo por ésta la 
educación básica y media superior, será gratuita y laica. Así como que el 
Estado tiene el deber de promover y atender todos los tipos y modalidades 
de educación, como la inicial y la superior, que sean necesarias para la 
consecución de distintos objetivos sociales. De aquí se sigue que en 
nuestro sistema constitucional, la configuración mínima del derecho a la 
educación implica que la educación básica y media superior que imparta el 
Estado debe ser gratuita, obligatoria, universal y laica. Y que la educación 
superior que imparta el Estado no es obligatoria ni debe ser, en principio, 
necesariamente gratuita, aunque no está prohibido que lo sea, pues bien 
puede establecerse su gratuidad en virtud del principio de progresividad; y 
además, debe respetar otros principios como el de acceso sobre la base 
de las capacidades y la no discriminación en el acceso, permanencia y 
conclusión, entre otros. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 



 

Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 80/2017 (10a.) 
 
 

EDUCACIÓN. ES UN DERECHO FUNDAMENTAL INDISPENSABLE 
PARA LA FORMACIÓN DE LA AUTONOMÍA PERSONAL Y EL 
FUNCIONAMIENTO DE UNA SOCIEDAD DEMOCRÁTICA, ASÍ COMO 
PARA LA REALIZACIÓN DE OTROS VALORES CONSTITUCIONALES. 
De una lectura funcional del artículo 3o. constitucional es posible concluir, 
de manera general, que el contenido mínimo del derecho a la educación 
obligatoria (básica y media superior) es la provisión del entrenamiento 
intelectual necesario para dotar de autonomía a las personas y habilitarlas 
como miembros de una sociedad democrática. Pero además, la educación 
es un factor esencial para garantizar una sociedad justa, pues resulta 
condición sine qua non para asegurar la igualdad de oportunidades en el 
goce de otros derechos fundamentales y en el acceso equitativo a otros 
bienes sociales; para el funcionamiento de un bien público de gran 
relevancia como lo es una sociedad democrática de tipo deliberativo; 
además de un bien indispensable para el desarrollo de una pluralidad de 
objetivos colectivos (científicos, culturales, sociales, económicos, 
ecológicos, etcétera) y, por ello, un aspecto indisociable de un estado de 
bienestar. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 



 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 81/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA EDUCACIÓN BÁSICA. TIENE UNA 
DIMENSIÓN SUBJETIVA COMO DERECHO INDIVIDUAL Y UNA 
DIMENSIÓN SOCIAL O INSTITUCIONAL, POR SU CONEXIÓN CON LA 
AUTONOMÍA PERSONAL Y EL FUNCIONAMIENTO DE UNA 
SOCIEDAD DEMOCRÁTICA. El contenido mínimo del derecho a la 
educación obligatoria (básica y media superior) es la provisión del 
entrenamiento intelectual necesario para dotar de autonomía a las 
personas y habilitarlas como miembros de una sociedad democrática. Por 
ello, el derecho humano a la educación, además de una vertiente subjetiva 
como derecho individual de todas las personas, tiene una dimensión social 
o institucional, pues la existencia de personas educadas es una condición 
necesaria para el funcionamiento de una sociedad democrática, ya que la 
deliberación pública no puede llevarse a cabo sin una sociedad informada, 
vigilante, participativa, atenta a las cuestiones públicas y capaz de 
intervenir competentemente en la discusión democrática. Así, el derecho 
humano a la educación, al igual que otros derechos como la libertad de 
expresión e información, tiene además una dimensión social que lo dota 
de una especial relevancia, porque es una condición necesaria para el 
funcionamiento de una sociedad democrática de tipo deliberativo, por lo 
que cualquier afectación a este derecho exige una justificación y un 
escrutinio especialmente intensos. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 



 

formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 82/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO A LA EDUCACIÓN BÁSICA. SU CONTENIDO Y 
CARACTERÍSTICAS. La educación es un bien básico indispensable para 
la formación de autonomía personal y, por ende, para ejercer el derecho al 
libre desarrollo de la personalidad, de aquí su carácter de derecho 
humano. Y en tanto bien básico para toda persona, la educación elemental 
debe ser obligatoria, universal y gratuita. Esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que uno de los derechos 
fundamentales tutelados por nuestro sistema jurídico es el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, expresión jurídica del principio de autonomía 
personal, de acuerdo con el cual, al ser valiosa en sí misma la libre 
elección individual de planes de vida e ideales de excelencia humana, el 
Estado tiene prohibido interferir indebidamente con su elección y 
materialización, debiendo limitarse a diseñar instituciones que faciliten la 
persecución individual de esos planes de vida y la satisfacción de los 
ideales de virtud que cada uno elija, así como impedir la interferencia 
injustificada de otras personas en su consecución. La posibilidad de elegir 
y materializar un plan de vida o un ideal de virtud personal, en nuestra 
sociedad, requiere la provisión de, por lo menos, un nivel básico de 
educación. Sin embargo, la estrecha conexión que el derecho a la 
educación tiene con la generación de condiciones necesarias para el 
ejercicio del derecho a la autonomía personal, condiciona el contenido de 
la educación. En efecto, el derecho a la educación sólo constituye un bien 
básico capaz de generar las condiciones necesarias para el ejercicio de la 
autonomía personal si satisface un contenido mínimo, a saber: la provisión 
de principios de racionalidad y del conocimiento científico disponible 
socialmente; la exposición a una pluralidad de planes de vida e ideales de 
excelencia humana (incluido el conocimiento, desde un punto de vista 
crítico, de distintos modelos de vida y de virtud personal, ideas religiosas, 
no religiosas y antirreligiosas, etcétera); la discusión crítica de la moral 
social vigente; el fomento de los valores inherentes a una sociedad 
democrática como los derechos humanos, la tolerancia, la responsabilidad 
y la solidaridad; y la construcción de las capacidades requeridas para ser 
miembro activo de una sociedad democrática, como la de discusión 
racional sobre las cuestiones públicas. De aquí que tanto la Constitución 
General como los tratados internacionales reconozcan, 
convergentemente, que el objetivo de la educación debe ser el desarrollo 
de las capacidades del ser humano y el fomento de los derechos humanos 
y otros valores democráticos. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 



 

Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 83/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO A LA EDUCACIÓN SUPERIOR. SU CONTENIDO Y 
CARACTERÍSTICAS. El contenido del derecho a la educación superior no 
está centrado en la formación de la autonomía personal (esto es, en la 
distribución de un bien básico), sino en la materialización de un plan de 
vida libremente elegido, por lo que este tipo de educación tiene como 
finalidad la provisión de herramientas necesarias para concretarlo. 
Asimismo, la educación superior está conectada estrechamente con la 
obtención de determinados objetivos colectivos, tales como el desarrollo 
del conocimiento científico y tecnológico, el fomento de la cultura y de 
actividades económicas, etcétera; por lo que las obligaciones de 
promoción del Estado no pueden desvincularse de estas finalidades 
sociales cuya maximización beneficia a la sociedad de manera difusa. 
Dado que este tipo de educación se vincula más con la materialización de 
un plan de vida que con la provisión de las condiciones necesarias para su 
elección, se justifica, prima facie, que la educación superior no sea 
obligatoria (porque depende de la libre elección individual); ni universal 
(porque requiere la posesión de ciertas capacidades intelectuales y 
formación previa para conseguir los fines de producción y transmisión del 
conocimiento); ni, necesariamente, gratuita, aunque el Estado mexicano, 
en virtud del principio de progresividad y de diversos compromisos 
internacionales, asumió la obligación de extender, paulatinamente, la 
gratuidad a la educación pública superior; además, que impere la libertad 
de enseñanza y libre discusión de las ideas y que la oferta esté conectada, 
al menos en lo concerniente a la educación superior que imparte el 
Estado, con la consecución de diversos objetivos colectivos vinculados 
con el desarrollo (económico, social, cultural, etcétera) de la Nación. No 
obstante, ello no autoriza a establecer condiciones arbitrarias, pues la 
educación superior está sometida al principio de no discriminación y por 
ello está vedado imponer condiciones de acceso, permanencia y 
conclusión discriminatorias, esto es, que establezcan diferencias de trato 
con base en propiedades irrelevantes para la consecución de los fines de 
la educación superior o sean inadecuadas, innecesarias o 
desproporcionadas. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 



 

 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 84/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO A LA EDUCACIÓN PÚBLICA SUPERIOR. EL ESTADO 
MEXICANO TIENE LA OBLIGACIÓN DE IMPLANTAR 
PROGRESIVAMENTE SU GRATUIDAD. Si bien la configuración mínima 
del derecho a la educación pública superior, prevista en el artículo 3o. de 
la Constitución Federal, no establece que el Estado Mexicano deba 
proveerla de manera gratuita, sino sólo promoverla para lograr distintos 
objetivos colectivos necesarios para el desarrollo de la Nación, lo cierto es 
que el Estado Mexicano asumió la obligación de extender la gratuidad 
también a la educación superior, de acuerdo con el principio de 
progresividad previsto en el artículo 1o. constitucional y en las diversas 
normas internacionales, así como en el compromiso asumido en el artículo 
13, número 2, inciso c), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, y en el artículo 13, número 2, inciso c), del Protocolo 
adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de 
San Salvador", que establecen que debe implantarse progresivamente la 
enseñanza superior gratuita. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 



 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 85/2017 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. SU 
CONCEPTO Y EXIGENCIAS POSITIVAS Y NEGATIVAS. El principio de 
progresividad está previsto en el artículo 1o. constitucional y en diversos 
tratados internacionales ratificados por México. Dicho principio, en 
términos generales, ordena ampliar el alcance y la protección de los 
derechos humanos en la mayor medida posible hasta lograr su plena 
efectividad, de acuerdo con las circunstancias fácticas y jurídicas. Es 
posible diseccionar este principio en varias exigencias de carácter tanto 
positivo como negativo, dirigidas a los creadores de las normas jurídicas y 
a sus aplicadores, con independencia del carácter formal de las 
autoridades respectivas, ya sean legislativas, administrativas o judiciales. 
En sentido positivo, del principio de progresividad derivan para el 
legislador (sea formal o material) la obligación de ampliar el alcance y la 
tutela de los derechos humanos; y para el aplicador, el deber de 
interpretar las normas de manera que se amplíen, en lo posible 
jurídicamente, esos aspectos de los derechos. En sentido negativo, 
impone una prohibición de regresividad: el legislador tiene prohibido, en 
principio, emitir actos legislativos que limiten, restrinjan, eliminen o 
desconozcan el alcance y la tutela que en determinado momento ya se 
reconocía a los derechos humanos, y el aplicador tiene prohibido 
interpretar las normas sobre derechos humanos de manera regresiva, esto 
es, atribuyéndoles un sentido que implique desconocer la extensión de los 
derechos humanos y su nivel de tutela admitido previamente. En 
congruencia con este principio, el alcance y nivel de protección 
reconocidos a los derechos humanos tanto por la Constitución como por 
los tratados internacionales, deben ser concebidos como un mínimo que el 
Estado Mexicano tiene la obligación inmediata de respetar (no 
regresividad) y, a la vez, el punto de partida para su desarrollo gradual 
(deber positivo de progresar). 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 



 

Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,      C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 86/2017 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. ES APLICABLE A TODOS LOS 
DERECHOS HUMANOS Y NO SÓLO A LOS LLAMADOS 
ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. El principio de 
progresividad estuvo originalmente vinculado a los -así llamados- 
derechos económicos, sociales y culturales, porque se estimaba que éstos 
imponían a los Estados, sobre todo, obligaciones positivas de actuación 
que implicaban el suministro de recursos económicos y que su plena 
realización estaba condicionada por las circunstancias económicas, 
políticas y jurídicas de cada país. Así, en los primeros instrumentos 
internacionales que reconocieron estos derechos, se incluyó el principio de 
progresividad con la finalidad de hacer patente que esos derechos no 
constituyen meros "objetivos programáticos", sino genuinos derechos 
humanos que imponen obligaciones de cumplimiento inmediato a los 
Estados, como la de garantizar niveles mínimos en el disfrute de esos 
derechos, garantizar su ejercicio sin discriminación, y la obligación de 
tomar medidas deliberadas, concretas y orientadas a su satisfacción; así 
como obligaciones de cumplimiento mediato que deben ser acometidas 
progresivamente en función de las circunstancias específicas de cada 
país. Ahora bien, esta Primera Sala considera que, a pesar de su génesis 
histórica, el principio de progresividad en nuestro sistema jurídico es 
aplicable a todos los derechos humanos y no sólo a los económicos, 
sociales y culturales. En primer lugar, porque el artículo 1o. constitucional 
no hace distinción alguna al respecto, pues establece, llanamente, que 
todas las autoridades del país, en el ámbito de sus competencias, están 
obligadas a proteger, garantizar, promover y respetar los derechos 
humanos de conformidad, entre otros, con el principio de progresividad. 
En segundo lugar, porque esa fue la intención del Constituyente 
Permanente, como se advierte del proceso legislativo. Pero además, 
porque la diferente denominación que tradicionalmente se ha empleado 
para referirse a los derechos civiles y políticos y distinguirlos de los 
económicos, sociales y culturales, no implica que exista una diferencia 
sustancial entre ambos grupos, ni en su máxima relevancia moral, porque 
todos ellos tutelan bienes básicos derivados de los principios 
fundamentales de autonomía, igualdad y dignidad; ni en la índole de las 
obligaciones que imponen, específicamente, al Estado, pues para proteger 
cualquiera de esos derechos no sólo se requieren abstenciones, sino, en 
todos los casos, es precisa la provisión de garantías normativas y de 
garantías institucionales como la existencia de órganos legislativos que 
dicten normas y de órganos aplicativos e instituciones que aseguren su 
vigencia, lo que implica, en definitiva, la provisión de recursos económicos 
por parte del Estado y de la sociedad. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 



 

Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS DE JURISPRUDENCIA 87/2017 (10a.) 
 
 

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. LA 
PROHIBICIÓN QUE TIENEN LAS AUTORIDADES DEL ESTADO 
MEXICANO DE ADOPTAR MEDIDAS REGRESIVAS NO ES 
ABSOLUTA, PUES EXCEPCIONALMENTE ÉSTAS SON ADMISIBLES 
SI SE JUSTIFICAN PLENAMENTE. El principio referido impone al 
Estado, entre otras cuestiones, la prohibición de regresividad, la cual no es 
absoluta y puede haber circunstancias que justifiquen una regresión en 
cuanto al alcance y tutela de un determinado derecho fundamental. Sin 
embargo, dichas circunstancias están sujetas a un escrutinio estricto, pues 
implican la restricción de un derecho humano. En este sentido, 
corresponde a la autoridad que pretende realizar una medida regresiva 
(legislativa, administrativa o, incluso, judicial) justificar plenamente esa 
decisión. En efecto, en virtud de que el artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos impone a todas las autoridades 
del Estado Mexicano la obligación de respetar el principio de 
progresividad, cuando cualquier autoridad, en el ámbito de su 
competencia, adopta una medida regresiva en perjuicio de un derecho 
humano y alega para justificar su actuación, por ejemplo, la falta de 
recursos, en ella recae la carga de probar fehacientemente esa situación, 
es decir, no sólo la carencia de recursos, sino que realizó todos los 
esfuerzos posibles para utilizar los recursos a su disposición, en el 
entendido de que las acciones y omisiones que impliquen regresión en el 
alcance y la tutela de un derecho humano sólo pueden justificarse si: a) se 
acredita la falta de recursos; b) se demuestra que se realizaron todos los 
esfuerzos necesarios para obtenerlos, sin éxito; y, c) se demuestra que se 
aplicó el máximo de los recursos o que los recursos de que se disponía se 
aplicaron a tutelar otro derecho humano (y no cualquier objetivo social), y 
que la importancia relativa de satisfacerlo prioritariamente, era mayor. Esto 
es, si bien es cierto que las autoridades legislativas y administrativas 
tienen, en ciertos ámbitos, un holgado margen de actuación para diseñar 
políticas públicas, determinar su prioridad relativa y asignar recursos, 
también lo es que dicha libertad se restringe significativamente cuando 
está en juego la garantía de los diversos derechos humanos reconocidos 
por nuestro sistema jurídico, ya que estos, en tanto normas que expresan 
el reconocimiento de principios de justicia de la máxima importancia moral, 
tienen prioridad prima facie frente a cualquier otro objetivo social o 
colectivo, pues en una sociedad liberal y democrática, estos últimos tienen 
solamente valor instrumental y no final, como los derechos humanos. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 



 

Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 88/2017 (10a.) 
 
 

DEUDA PÚBLICA MUNICIPAL. EXIGENCIAS PARA SU 
CONTRATACIÓN. El artículo 115, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos establece el principio de libre 
administración hacendaria municipal, es decir, el Municipio tiene libertad 
para el manejo de su hacienda pública; por otra parte, el artículo 117, 
fracción VIII, de la propia Constitución prevé, para la contratación de 
deuda pública, cuatro contenidos normativos referentes al tema de 
financiamiento de los gobiernos municipales, a saber: 1) la prohibición de 
obtener endeudamiento externo; 2) la posibilidad de acceder a 
financiamiento sujeto a la exigencia de destino necesario, relativa a 
inversiones públicas productivas; 3) el principio de concentración o unidad 
de las finanzas estatales; y, 4) un esquema de coparticipación legislativo-
ejecutivo en materia de endeudamiento local. Ahora bien, dichos 
contenidos no colisionan con las facultades de libertad y autonomía 
reconocidas constitucionalmente a los Municipios, pues si bien el artículo 
115, fracción IV, referido regula el principio de libertad hacendaria, el 
citado 117, fracción VIII, establece para el caso de contratación de deuda 
pública una prohibición que puede salvarse mediante el cumplimiento de 
las exigencias descritas con anterioridad. 
 
Amparo directo en revisión 2146/2015. Ayuntamiento del Municipio de 
Susticacán, Zacatecas. 24 de febrero de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo directo en revisión 2540/2015. Ayuntamiento del Municipio de 
Susticacán, Zacatecas. 24 de febrero de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Amparo directo en revisión 2912/2015. Municipio de Susticacán, 
Zacatecas. 24 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la 
presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Amparo directo en revisión 2351/2015. Ayuntamiento del Municipio de 
Susticacán, Zacatecas. 2 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Amparo directo en revisión 2133/2015. Municipio de Susticacán, 
Zacatecas. 2 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 



 

Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 89/2017 (10a.) 
 
 

DEUDA PÚBLICA MUNICIPAL. EL PRESIDENTE Y EL SÍNDICO DEL 
MUNICIPIO DE SUSTICACÁN, ZACATECAS, CARECEN DE 
FACULTADES PARA SUSCRIBIR PAGARÉS CON LA FINALIDAD DE 
GARANTIZAR EL PAGO DE ESTÍMULOS A LOS INTEGRANTES DEL 
AYUNTAMIENTO. El artículo 78, fracción II, de la Ley Orgánica del 
Municipio del Estado de Zacatecas abrogada, prevé que el síndico, 
además de la representación jurídica del Ayuntamiento en todo tipo de 
juicios, tendrá la facultad de suscribir, en unión del Presidente Municipal, 
actos, contratos y convenios que tengan por objeto la obtención de 
empréstitos y demás operaciones de deuda pública, en los términos de la 
ley de la materia; sin embargo, esas operaciones, de conformidad con el 
artículo 117, fracción VIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, deben destinarse a inversiones públicas 
productivas, las cuales están definidas en el artículo 5, fracción XIV, de la 
Ley de Deuda Pública para el Estado y los Municipios de Zacatecas. Por 
tanto, los síndicos en conjunto con el Presidente Municipal, deben destinar 
los recursos para inversiones públicas productivas y no para garantizar el 
pago de estímulos a los integrantes del Ayuntamiento municipal, que se 
circunscribe al ámbito de la relación laboral, por lo que es de concluirse 
que el síndico y el Presidente del Municipio de Susticacán, Zacatecas, 
carecen de facultades para suscribir pagarés en representación del 
Ayuntamiento para garantizar el pago del estímulo otorgado a cada 
integrante del Ayuntamiento, pues no se destinó a inversiones públicas 
productivas y, en esa medida, se estima actualizada la excepción prevista 
en el artículo 8o., fracción III, de la Ley General de Títulos y Operaciones 
de Crédito, que establece que el pagaré debe considerarse suscrito 
personalmente obrando en nombre propio. 
 
Amparo directo en revisión 2146/2015. Ayuntamiento del Municipio de 
Susticacán, Zacatecas. 24 de febrero de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo directo en revisión 2540/2015. Ayuntamiento del Municipio de 
Susticacán, Zacatecas. 24 de febrero de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien 
formuló voto concurrente en el que se aparta de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Amparo directo en revisión 2912/2015. Municipio de Susticacán, 
Zacatecas. 24 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la 
presente tesis, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Amparo directo en revisión 2351/2015. Ayuntamiento del Municipio de 
Susticacán, Zacatecas. 2 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros 



 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores 
Igareda Diez de Sollano. 
 
Amparo directo en revisión 2133/2015. Municipio de Susticacán, 
Zacatecas. 2 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Daniel Álvarez Toledo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
cuatro de octubre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a cinco de 
octubre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 90/2017 (10a.) 
 

 
DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. SU 
CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO A LA 
TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON 
LA EXISTENCIA DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA 
ACCIÓN. De la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 1a./J. 42/2007¹, de rubro: “GARANTÍA A LA 
TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
SUS ALCANCES.”, deriva que el acceso a la tutela jurisdiccional 
comprende tres etapas, a las que corresponden tres derechos que lo 
integran: 1) una previa al juicio, a la que atañe el derecho de acceso a la 
jurisdicción; 2) otra judicial, a la que corresponden las garantías del debido 
proceso; y, 3) una posterior al juicio, que se identifica con la eficacia de las 
resoluciones emitidas con motivo de aquél. En estos términos, el derecho 
fundamental de acceso a la jurisdicción debe entenderse como una 
especie del diverso de petición, que se actualiza cuando ésta se dirige a 
las autoridades jurisdiccionales, motivando su pronunciamiento. Su 
fundamento se encuentra en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual corresponde al Estado 
mexicano impartir justicia a través de las instituciones y procedimientos 
previstos para tal efecto. Así, es perfectamente compatible con el artículo 
constitucional referido, que el órgano legislativo establezca condiciones 
para el acceso a los tribunales y regule distintas vías y procedimientos, 
cada uno de los cuales tendrá diferentes requisitos de procedencia que 
deberán cumplirse para justificar el accionar del aparato jurisdiccional, 
dentro de los cuales pueden establecerse, por ejemplo, aquellos que 
regulen: i) la admisibilidad de un escrito; ii) la legitimación activa y pasiva 
de las partes; iii) la representación; iv) la oportunidad en la interposición de 
la acción, excepción o defensa, recurso o incidente; v) la competencia del 
órgano ante el cual se promueve; vi) la exhibición de ciertos documentos 
de los cuales depende la existencia de la acción; y, vii) la procedencia de 
la vía. En resumen, los requisitos de procedencia, a falta de los cuales se 
actualiza la improcedencia de una acción, varían dependiendo de la vía 
que se ejerza y, en esencia, consisten en los elementos mínimos 
necesarios previstos en las leyes adjetivas que deben satisfacerse para la 
realización de la jurisdicción, es decir, para que el juzgador se encuentre 
en aptitud de conocer la cuestión de fondo planteada en el caso sometido 
a su potestad y pueda resolverla, determinando los efectos de dicha 
resolución. Lo importante en cada caso será que para poder concluir que 
existe un verdadero acceso a la jurisdicción o a los tribunales, es 
necesario que se verifique la inexistencia de impedimentos jurídicos o 
fácticos que resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o que 
resulten discriminatorios. 
 
Amparo directo en revisión 993/2015. HSBC México, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, División Fiduciaria en su calidad de fiduciario en el 
fideicomiso F/251704. 17 de febrero de 2016. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Recurso de reclamación 557/2016. Eric y/o Erick David Flores 
Altamirano y otros. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 



 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Julio 
César Ramírez Carreón. 
 
Recurso de reclamación 1090/2016. Gabriela Domínguez. 30 de 
noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
Recurso de reclamación 1207/2016. José Luis García Valdez. 11 de 
enero de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Monserrat Cid Cabello. 
 
Recurso de reclamación 1492/2016. Leonel Bruce Bragdon Jolly. 25 de 
enero de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ausente y Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea; hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
¹ La tesis de jurisprudencia 1a./J. 42/2007 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXV, abril de 2007, página 124, registro 172759. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 91 /2017 (10a.) 
 
 

ROBO. EL ARTÍCULO 224, FRACCIÓN VIII, DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL, QUE PREVÉ COMO AGRAVANTE QUE 
ESE DELITO SE COMETA RESPECTO DE VEHÍCULO AUTOMOTRIZ O 
PARTE DE ÉSTE, NO TRANSGREDE EL ARTÍCULO 23 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El precepto constitucional citado, al prever que nadie puede ser juzgado 
dos veces por el mismo delito, ya sea que en el juicio se le absuelva o se 
le condene, consagra el principio de seguridad jurídica de los procesados, 
en el sentido del que prohíbe la duplicidad o repetición de procesos 
respecto de los mismos hechos considerados delictivos. Ahora bien, el 
artículo 224, fracción VIII, del Código Penal para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, al establecer una penalidad agravada 
diversa a la establecida para el tipo básico de robo, cuando se cometa 
respecto de vehículo automotriz o parte de éste, no transgrede el artículo 
23 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que no 
autoriza la imposición de una doble pena al infractor. Lo anterior es así, 
porque no debe confundirse la calificativa de la conducta desplegada con 
la recalificación del delito, pues mientras la primera es la circunstancia que 
modifica un tipo básico para agravarlo o atenuarlo, la segunda consiste en 
volver a calificar la misma conducta con base en un diverso ilícito; de 
forma que, aun cuando el artículo 220 del propio código describe el tipo 
básico del delito de robo y determina la penalidad correspondiente de 
acuerdo a la cuantía o monto de lo robado, el artículo 224, fracción VIII, 
del código aludido, precisa la pena que debe imponerse cuando el robo se 
realice bajo determinadas circunstancias, esto es, el tipo legal básico 
considera la cuantía para determinar su sanción y el delito especial toma 
como base las circunstancias de su ejecución. 
 
Amparo directo en revisión 784/2007. Óscar Felipe Chávez Valencia. 4 
de julio de 2007. Cinco votos de los Ministros José de Jesús Gudiño 
Pelayo, Sergio A. Valls Hernández, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 2358/2009. 10 de febrero de 2010. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Amalia Tecona Silva. 
 
Amparo directo en revisión 35/2011. Diego Armando Hernández y otro. 
30 de marzo de 2011. Cinco votos de los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés 
Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 213/2013. Juan Luis Gómez Espinosa. 6 de 
marzo de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos 
Robles. 
 



 

Amparo directo en revisión 1492/2014. Omar Bernal Noguez o Édgar 
Clemente Frías Cruz. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 92/2017 (10a.) 
 
 

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. EL JUZGADOR PUEDE 
CONCEDERLA PARA UN EFECTO DIVERSO AL SOLICITADO POR EL 
QUEJOSO. Para que proceda la suspensión a petición de parte, es 
necesario que el quejoso señale claramente los actos cuya suspensión se 
solicita y las razones por las cuales debe proceder; sin embargo, la Ley de 
Amparo no especifica los términos para los cuales debe concederse. 
Ahora bien, una vez que el juzgador determina que procede conceder la 
suspensión del acto reclamado, puede hacerlo para un efecto diverso al 
solicitado por el quejoso, a fin de conservar la materia de la controversia y 
evitar que sufra afectaciones en su esfera jurídica mientras se resuelve el 
fondo del asunto. En este sentido, el artículo 147 de la Ley de Amparo 
establece que los jueces deben fijar la situación en que habrán de quedar 
las cosas y tomar medidas para conservar la materia del amparo hasta la 
terminación del juicio, de tal manera, limitar a los jueces a conceder la 
medida suspensional para un efecto que, a pesar de haberse solicitado, 
no sea el idóneo para preservar la materia del juicio o no le dé la mayor 
protección al quejoso, sería contrario a su objetivo principal. En efecto, los 
jueces deben tener la facultad de modificar los términos en que fue 
solicitada la suspensión, ya que así pueden actuar de la forma más 
favorable para el quejoso, protegiendo el orden público y el interés social. 
En este sentido, el artículo 154 de la Ley de Amparo, señala que la 
resolución que conceda o niegue la suspensión definitiva podrá 
modificarse o revocarse de oficio o a petición de parte, cuando ocurra un 
hecho superveniente que lo motive. Por tanto, por mayoría de razón, si la 
ley de la materia dispone que la resolución que conceda o niegue la 
suspensión pueden ser modificada de oficio cuando se presente un hecho 
novedoso, resulta evidente que los juzgadores tienen la misma facultad de 
modificar lo solicitado por el quejoso al concederla.  
 
Contradicción de tesis 25/2017. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 16 de 
agosto de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro 
votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión (incidente de suspensión) 100/2014, 
sostuvo que la suspensión no debe concederse forzosamente de la 
manera en que fue solicitada, ya que eso lo determina el juez de amparo. 
 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión (incidente de suspensión) 282/2016, 
sostuvo que la suspensión únicamente puede concederse en los términos 
en que expresamente la solicitó el quejoso. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 



 

aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 93/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO FUNDAMENTAL DE LOS EXTRANJEROS A LA 
NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. SU FUENTE 
Y JERARQUÍA EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO. En el 
marco de un sistema democrático, una vez que una persona se encuentra 
en el territorio de un Estado del cual no es nacional, dicho Estado está 
obligado a concederle un estándar mínimo de derechos; uno de ellos, 
cuya importancia resulta trascendental, es la posibilidad de que el 
extranjero sea asistido por algún miembro de la delegación consular de su 
país en el territorio en el que se encuentre. Así, en nuestro ordenamiento 
jurídico, dicho derecho está contenido en los artículos 36, párrafo primero, 
de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares y 128, fracción 
IV, del Código Federal de Procedimientos Penales abrogado. Asimismo, la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de 
jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.)¹, de rubro: “PRINCIPIO PRO 
PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO 
FUNDAMENTAL APLICABLE.”, sostuvo que en materia de derechos 
fundamentales, nuestro orden jurídico tiene dos fuentes primigenias: 1) los 
derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y, 2) todos aquellos derechos humanos 
establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte. Ahora bien, las normas provenientes de ambas 
fuentes gozan de rango constitucional y, por tanto, son normas supremas 
del ordenamiento jurídico mexicano, lo que implica que los valores, 
principios y derechos que ellas materializan deben permear en todo el 
orden jurídico, obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en 
aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. En ese 
sentido, el catálogo de derechos fundamentales no se encuentra limitado a 
lo prescrito en la Constitución Federal, sino que también incluye a todos 
aquellos derechos que figuran en los tratados internacionales ratificados 
por el Estado Mexicano, por lo que es incuestionable que el derecho de 
los extranjeros a la notificación, contacto y asistencia consular es un 
derecho fundamental vigente en nuestro país. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado 
con los efectos de la concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 886/2013. 15 de mayo de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado con los 
efectos de la concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 
Amparo directo 2/2013. Samuel Hernández Pérez o José Ernesto 
Alvarado Pérez. 12 de junio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
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Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con 
los efectos de la concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1974/2013. Norma Beatriz Díaz Gómez. 10 
de julio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 880/2014. Meir Shtainmetz. 15 de octubre de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en su ausencia hizo suyo el proyecto Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar. 
 
¹La tesis de jurisprudencia 1a./J. 107/2012 (10a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 799. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en 
revisión 517/2011, de la ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, fallado el 23 de enero de 2013, por mayoría de tres 
votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración 
de jurisprudencia por reiteración. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 94/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y 
ASISTENCIA CONSULAR. FINALIDAD DEL ARTÍCULO 36, PÁRRAFO 
PRIMERO, DE LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES 
CONSULARES EN EL DERECHO INTERNACIONAL. Una de las 
funciones primordiales de las delegaciones consulares es proporcionar 
ayuda a los connacionales que se encuentran en problemas fuera de su 
país. Ahora bien, el artículo 36, párrafo primero, de la Convención de 
Viena sobre Relaciones Consulares, que contiene el derecho fundamental 
a la notificación, contacto y asistencia consular, es el resultado del 
consenso internacional de que los extranjeros se enfrentan a desventajas 
singulares al ser detenidos por una autoridad y sometidos a un proceso 
penal bajo las normas de un ordenamiento jurídico que les resulta extraño. 
Así, el derecho aludido representa el punto de encuentro entre dos 
preocupaciones básicas del derecho internacional: 1) afianzar el papel de 
las oficinas consulares como representantes de la soberanía de su país de 
origen; y, 2) la creciente preocupación de la comunidad internacional por 
el respeto a los derechos humanos, siendo particularmente relevante la 
tutela judicial efectiva de aquellos derechos que conforman las garantías 
del debido proceso. En ese sentido, la importancia de este derecho 
fundamental ha sido reconocida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, al emitir la Opinión Consultiva OC-16/99, intitulada “El derecho 
a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías 
del debido proceso legal”, en la que se estableció que el derecho a la 
asistencia consular es parte del corpus iuris del derecho internacional de 
los derechos humanos contemporáneo, por lo que debe reconocerse y 
considerarse en el marco de las garantías mínimas para brindar a los 
extranjeros la oportunidad de preparar adecuadamente su defensa y 
contar con un juicio justo. Asimismo, la Corte Internacional de Justicia, en 
el Caso Avena y otros nacionales mexicanos (México Vs. Estados Unidos 
de América), reconoció que el artículo 36 referido consagra un verdadero 
derecho fundamental para los individuos detenidos en el extranjero y que 
los Estados deben propiciar todas las medidas posibles que otorgue su 
ordenamiento jurídico para reparar a los extranjeros las violaciones a este 
derecho. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado 
con los efectos de la concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 886/2013. 15 de mayo de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado con los 
efectos de la concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 



 

Amparo directo 2/2013. Samuel Hernández Pérez o José Ernesto 
Alvarado Pérez. 12 de junio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con 
los efectos de la concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1974/2013. Norma Beatriz Díaz Gómez. 10 
de julio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 880/2014. Meir Shtainmetz. 15 de octubre de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en su ausencia hizo suyo el proyecto Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en 
revisión 517/2011, de la ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, fallado el 23 de enero de 2013, por mayoría de tres 
votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración 
de jurisprudencia por reiteración. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
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TESIS JURISPRUDENCIAL 95/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y 
ASISTENCIA CONSULAR. ACCIONES BÁSICAS QUE IMPLICAN SU 
INTERVENCIÓN. El derecho fundamental citado, contenido en el artículo 
36, párrafo primero, de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares, puede asumir diversas formas, dependiendo de las 
circunstancias particulares de cada caso. No obstante, su intervención 
implica, por lo menos, tres acciones básicas, a saber: 1) de carácter 
humanitario, pues los funcionarios consulares proporcionan a los 
detenidos el contacto con el mundo exterior, al comunicar la noticia a sus 
familiares o a las personas de su confianza y se aseguran de que se les 
cubran las necesidades básicas mientras se encuentran privados de su 
libertad, 2) de protección, ya que la presencia de los funcionarios 
consulares, por sí misma, coadyuva a disuadir a las autoridades locales de 
cometer actos contra los extranjeros que pueden ser contrarios a su 
dignidad humana o que pongan en peligro la suerte del proceso penal al 
que se verán sometidos; y, 3) la relativa a una asistencia técnico-jurídica, 
en virtud de que la asistencia consular es vital para asegurar una defensa 
adecuada en situaciones que impliquen una privación de la libertad, en 
donde las violaciones a los derechos fundamentales de los extranjeros son 
comunes debido a la falta de conocimiento del sistema jurídico en el que 
se ven inmersos. Esto es así, ya que una persona extranjera que es 
detenida, se enfrenta a una multitud de barreras lingüísticas, culturales y 
conceptuales que dificultan su habilidad para entender, cabal y 
completamente, los derechos que le asisten, y la situación a la que se 
enfrenta. Así, a través de la ayuda consular, los extranjeros reducen la 
distancia que los separa de los nacionales en cuanto a la protección de un 
estándar mínimo de derechos fundamentales. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado 
con los efectos de la concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 886/2013. 15 de mayo de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado con los 
efectos de la concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 
Amparo directo 2/2013. Samuel Hernández Pérez o José Ernesto 
Alvarado Pérez. 12 de junio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con 
los efectos de la concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
José Alberto Mosqueda Velázquez. 



 

 
Amparo directo en revisión 1974/2013. Norma Beatriz Díaz Gómez. 10 
de julio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 880/2014. Meir Shtainmetz. 15 de octubre de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en su ausencia hizo suyo el proyecto Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en 
revisión 517/2011, de la ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, fallado el 23 de enero de 2013, por mayoría de tres 
votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración 
de jurisprudencia por reiteración. 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 96/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y 
ASISTENCIA CONSULAR. SU CONTENIDO ESPECÍFICO Y 
RELEVANCIA PARA GARANTIZAR UNA DEFENSA ADECUADA DE 
LOS EXTRANJEROS. Del artículo 36, párrafo primero, de la Convención 
de Viena sobre Relaciones Consulares derivan, para el extranjero 
detenido en territorio mexicano, los siguientes derechos: 1) las autoridades 
deben informar al extranjero que ha sido detenido, o que se encuentre 
bajo cualquier tipo de custodia, que tiene derecho a comunicarse con la 
oficina o representación consular de su país, la información de dicho 
derecho debe ser inmediata y no puede demorarse bajo ninguna 
circunstancia; 2) el extranjero tiene derecho a escoger si desea o no 
contactar a su respectivo consulado; 3) una vez que el extranjero decide 
que desea contactar a la oficina consular de su país, la autoridad debe 
informar de esta situación a la oficina consular correspondiente que se 
encuentre más cercana al lugar en donde se realizó la detención, 
comunicación que deberá ser inmediata y realizarse a través de todos los 
medios que estén al alcance de la autoridad respectiva; y, 4) la autoridad 
deberá garantizar la comunicación, visita y contacto entre el extranjero y la 
oficina consular de su país, para que ésta le brinde a aquél una asistencia 
inmediata y efectiva. Ahora bien, este último punto, que representa la 
asistencia consular en un sentido estricto, tiene a su vez una serie de 
implicaciones que deben especificarse: a) la exigencia de asistencia 
consular en el proceso penal tiene especial proyección debido a la 
complejidad técnica de las cuestiones jurídicas que en él se debaten y por 
la relevancia de los bienes jurídicos que pueden afectarse; b) la asistencia 
consular, en cuanto derecho subjetivo, tiene como finalidad asegurar la 
efectiva realización de los principios de igualdad de las partes y de 
contradicción que rigen un proceso penal, para evitar desequilibrios o 
limitaciones en la defensa del extranjero; y, c) la asistencia consular es 
una garantía del correcto desenvolvimiento del proceso y una exigencia 
estructural de éste. Así, el derecho fundamental a la asistencia consular 
de los extranjeros no puede concebirse como un mero requisito de forma, 
pues cuando una autoridad, ya sea policial, ministerial o judicial, impide a 
un extranjero suplir sus carencias, a través de los medios que el artículo 
36 citado pone a su disposición, no sólo limita sino que hace imposible la 
plena satisfacción del derecho a una defensa adecuada. 
 
Amparo directo 72/2012. 15 de mayo de 2013. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José Ramón 
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
relacionado con los efectos de la concesión de amparo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado 
con los efectos de la concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín 
Sena Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 886/2013. 15 de mayo de 2013. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto 
concurrente relacionado con los efectos de la concesión de amparo, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas, quien formuló voto concurrente relacionado con los 
efectos de la concesión de amparo, y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 



 

Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 
Amparo directo 2/2013. Samuel Hernández Pérez o José Ernesto 
Alvarado Pérez. 12 de junio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente relacionado con 
los efectos de la concesión de amparo, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
José Alberto Mosqueda Velázquez. 
 
Amparo directo en revisión 1974/2013. Norma Beatriz Díaz Gómez. 10 
de julio de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León 
Cruz. 
 
Amparo directo en revisión 880/2014. Meir Shtainmetz. 15 de octubre de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, en su ausencia hizo suyo el proyecto Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en 
revisión 517/2011, de la ponencia de la Ministra Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas, fallado el 23 de enero de 2013, por mayoría de tres 
votos, por lo que no constituye un precedente idóneo para la integración 
de jurisprudencia por reiteración. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 97/2017 (10a.) 
 
 

AMPARO DIRECTO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL JUEZ 
QUE DESECHA O NO ADMITE UNA DEMANDA O POR LA QUE SE 
NIEGA A CONOCERLA Y LA DEVUELVE AL ACTOR, POR ESTIMAR 
QUE CARECE DE COMPETENCIA LEGAL, SIN DECLINARLA EN 
FAVOR DE OTRO ÓRGANO JURISDICCIONAL, AL TRATARSE DE 
UNA RESOLUCIÓN QUE PONE FIN AL JUICIO. El artículo 107, fracción 
VIII, de la Ley de Amparo establece la procedencia del juicio de amparo 
indirecto contra actos de autoridad que determinen inhibir o declinar la 
competencia o el conocimiento de un asunto. Ahora bien, para que se 
actualice este supuesto, en relación con la resolución por la que el a quo 
no admite o se niega a conocer de una demanda, por estimar que carece 
de competencia legal para ello, es necesario que se decline la 
competencia en favor de otro órgano, ya que este supuesto produce los 
mismos efectos que la excepción de incompetencia por declinatoria, pues 
quedará supeditada a que el juez declinado acepte o rechace la 
competencia declinada, cuya decisión (con la que adquiere carácter de 
definitiva) será determinante para combatir la resolución de aceptación de 
la declinación de competencia, a través del amparo indirecto, previa 
observancia del principio de definitividad. Sin embargo, la resolución del 
juez que desecha o no admite una demanda o por la que se niega a 
conocerla y la devuelve al actor, por estimar que carece de competencia 
legal, sin que decline su competencia en favor de algún órgano 
jurisdiccional, constituye una resolución que pone fin al juicio, pues sin 
decidir el conflicto jurídico de fondo, lo da por concluido; de ahí que contra 
dicha decisión proceda el amparo directo, en términos de los artículos 107, 
fracciones III, inciso a), y V, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como 34 y 170, fracción I, de la Ley de Amparo, 
sujetándose igualmente al principio de definitividad. 
 
Contradicción de tesis 15/2016. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito y el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 16 de agosto de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña Hernández, en 
cuanto al fondo. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Mauricio Omar Sanabria Contreras. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, 
al resolver el amparo directo 825/2015, sostuvo que no procede el juicio 
de amparo directo en contra de la resolución dictada en el juicio ordinario 
civil en la que se desechó la demanda por razón de competencia para 
conocer del juicio, en virtud de que conforme a lo previsto en el artículo 
107, fracción VIII, de la Ley de Amparo, corresponde conocer a un juez de 
distrito en vía indirecta. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 86/2015, en el que se declaró competente para 
conocer en vía directa del amparo promovido en contra de la resolución 
dictada en un juicio ejecutivo mercantil en el que se desechó la demanda 
por razón de competencia para conocer del juicio. 
 



 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 98/2017 (10a.) 
 
 
 

ABUSO DE CONFIANZA EQUIPARADO. EL ENDOSATARIO EN 
PROCURACIÓN DE UN TÍTULO DE CRÉDITO QUE PROMUEVE UN 
JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL, ESTÁ LEGITIMADO PARA 
FORMULAR LA QUERELLA RESPECTIVA, EN REPRESENTACIÓN DE 
SU ENDOSANTE (LEGISLACIONES DE BAJA CALIFORNIA SUR, 
GUANAJUATO Y NUEVO LEÓN). Los artículos 226, fracción II, 
abrogado, 278 abrogado y 388, fracción I, de los Códigos Penales de las 
citadas entidades federativas, coinciden en sancionar como abuso de 
confianza equiparado, al que disponga del bien mueble embargado que se 
le entregó en depósito o no lo entregue al ser requerido formalmente; 
delito que se persigue a petición de parte ofendida en las tres 
legislaciones señaladas. Asimismo, los artículos 234, tercero párrafo, 112 
y 130 de las legislaciones  adjetivas de la materia en dichas entidades, 
establecen que la querella podrá formularla un representante del ofendido, 
a condición de que cuente con: i) poder general para pleitos y cobranzas 
con cláusula especial, ii) poder general con cláusula especial o poder 
especial para formular querella o iii) poder generales para pleitos y 
cobranzas sin necesidad de contar con cláusula especial, en cada caso. 
En ese sentido, el endosatario en procuración del título de crédito que 
promovió un juicio ejecutivo mercantil, está legitimado para formular 
querella, en representación de su endosante, por la comisión del referido 
delito, contra la persona a quien se le entregó en depósito un bien mueble 
embargado y dispone de ese objeto o no lo entrega al ser requerido 
formalmente, ya que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, al emitir la jurisprudencia 1a./J. 101/2009¹, sostuvo que 
conforme al artículo 35 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito, el endosatario en procuración es un mandatario del endosante, 
que cuenta con todas las facultades generales y especiales para pleitos y 
cobranzas, a fin de emprender los actos necesarios para conseguir el 
pago del numerario prescrito en el documento crediticio. Así, con el 
endoso en procuración se acredita el requisito de procedibilidad exigido en 
las normas procesales, en la medida en que la presentación de la querella 
se traduce en la remoción de un obstáculo que impide la obtención del 
pago, pues la eventual condena a la reparación del daño por la comisión 
del abuso de confianza equiparado, implica que el depositario restituya el 
bien mueble embargado de que dispuso o su valor equivalente al juicio 
respectivo, esto es, lo coloca nuevamente en la posibilidad de hacer 
efectiva la garantía de pago que constituye el bien embargado.  
 
Contradicción de tesis 108/2016. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Segundo Circuito, el Tribunal 
Colegiado del Décimo Primer Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Primer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del 
Cuarto Circuito, actual Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Cuarto Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 23 de agosto de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en 
cuanto al fondo. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien consideró 



 

que no se resolvió el punto de contradicción. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito (actual Tribunal 
Colegiado en Materia Trabajo del Décimo Segundo Circuito), al resolver el 
amparo en revisión 37/2000, que dio origen a la tesis aislada XII.5º.1 P, de 
rubro: “QUERELLA. EL ENDOSATARIO EN PROCURACIÓN DE UN 
TÍTULO DE CRÉDITO ESTÁ FACULTADO PARA FORMULARLA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR).”, publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XI, junio de 2000, página 600, con número de registro 191766. 
El entonces Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito (actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito), al resolver 
el juicio de amparo directo 432/1983, con la tesis aislada de rubro: 
“ABUSO DE CONFIANZA DEL DEPOSITARIO EN JUICIO MERCANTIL. 
QUERELLA DEL ENDOSATARIO EN PROCURACIÓN.”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 175-180, 
Sexta Parte, página 13, con número de registro 249346. 
El entonces Tercer Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito, actual Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 72/1993, que dio origen a la tesis aislada IV.3º. 135 C, 
de rubro: “QUERELLA, EL ENDOSATARIO EN PROCURACIÓN CARECE 
DE FACULTAD PARA FORMULAR LA. (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN).”, visible en el Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, Tomo XIV, diciembre de 1994, página 429, con número de 
registro 209807. 
¹La tesis jurisprudencial 1a./J. 101/2009 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXI, enero de 2010, página 103, registro 165556, con el rubro: 
“ENDOSATARIO EN PROCURACIÓN. EL DOCUMENTO MERCANTIL 
ENDOSADO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 35 DE LA LEY GENERAL 
DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO LO FACULTA PARA 
DESISTIR DE LA ACCIÓN O TRANSIGIR CELEBRANDO CONVENIOS 
DE PAGO.” 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 

 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 99/2017 (10a.) 
 
 

EMPLAZAMIENTO. EL AMPARO CONCEDIDO EN SU CONTRA TIENE 
COMO EFECTO DEJARLO INSUBSISTENTE Y REPONER EL 
PROCEDIMIENTO DESDE ESA ACTUACIÓN. De los artículos 103 y 107 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 77 de la 
Ley de Amparo, para que tenga plenos efectos la sentencia estimativa de 
amparo, es decir, la que declara que el acto reclamado resulta violatorio 
del orden constitucional por ser contrario a los derechos humanos o las 
garantías otorgadas para su protección, o porque vulnera la esfera de 
competencia de la autoridad federal, la soberanía de los Estados o la 
autonomía de la Ciudad de México, es necesario vincular a la autoridad 
responsable para que, en el ámbito de su competencia, lleve a cabo la 
conducta o las actuaciones conducentes para restituir al quejoso en el 
goce del orden constitucional transgredido en su perjuicio. Así, tratándose 
de actos de autoridad positivos, se establece que el efecto de la sentencia 
es restituir al quejoso en el goce del derecho violado, restableciendo las 
cosas al estado que guardaban antes de la violación, lo cual significa, en 
el caso específico de la diligencia de emplazamiento donde la violación 
tiene lugar respecto de la garantía de audiencia prevista en el artículo 14 
constitucional, a que el órgano jurisdiccional responsable deje 
insubsistente la actuación judicial viciada y los actos posteriores, y 
reponga u ordene reponer el procedimiento para conducirlo hasta su 
conclusión según las leyes que lo rigen. 
 
Contradicción de tesis 451/2016. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en los Mochis, Sinaloa, el Segundo Tribunal Colegiado del 
Décimo Quinto Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito y el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 13 de septiembre 
de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro 
voto de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en 
cuanto al fondo. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 16/2015, emitió la jurisprudencia PC.I.C. J/26 K (10a.), de rubro: 
“EMPLAZAMIENTO INDEBIDO. LOS EFECTOS DE LA SENTENCIA QUE 
CONCEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL SOLICITADA EN SU 
CONTRA SON QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEJE 
INSUBSISTENTE DICHA DILIGENCIA, ASÍ COMO TODO LO ACTUADO 
EN EL JUICIO DE ORIGEN, Y RESUELVA CON PLENITUD DE 
JURISDICCIÓN LO QUE CORRESPONDA RESPECTO A UN NUEVO 
EMPLAZAMIENTO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, julio de 
2016, Tomo II, página 1096, con número de registro 2012000. 
El Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 121/2016, consideró que los efectos de la concesión 
de amparo contra el emplazamiento, que se habían fijado en el sentido de 
que a partir de la notificación de la sentencia de amparo debía correr el 
plazo para comparecer al juicio de origen a contestar la demanda, para 
determinar que el efecto debía ser dejar insubsistente el emplazamiento y 



 

las actuaciones subsecuentes, para llevar a cabo un nuevo 
emplazamiento proveyendo con plena jurisdicción lo que en derecho 
corresponda. 
El Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 98/2016, sostuvo que la notificación de la ejecutoria en 
la que se concede la protección constitucional a la parte demandada, en 
un juicio de amparo indirecto en que se reclamó el indebido 
emplazamiento, no puede tener el efecto de ser el evento a partir del cual, 
debe verificarse la oportunidad para contestar la demanda en el juicio de 
origen, porque con la concesión de la protección constitucional, se 
destruye el emplazamiento, así como las subsecuentes actuaciones, y en 
su caso, corresponderá a la autoridad responsable proveer los trámites. 
El Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en los Mochis, Sinaloa, en apoyo del Sexto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 139/2016 (cuaderno auxiliar 411/2016), emitió el criterio contenido 
en la tesis (V Región) 4o.1 c (10a.), de rubro: “GARANTÍA DE AUDIENCIA 
EN JUICIO CIVIL. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO 
CUANDO SE DETERMINA LA ILEGALIDAD DEL EMPLAZAMIENTO DE 
QUIEN SE OSTENTA COMO TERCERO EXTRAÑO A JUICIO POR 
EQUIPARACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA).”, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 37, diciembre de 2016, Tomo II, página 
1737, registro 2013263. 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 100/2017 (10a.) 
 

 
DISCRIMINACIÓN INDIRECTA O POR RESULTADOS. ELEMENTOS 
QUE LA CONFIGURAN.  Del derecho a la igualdad previsto en el artículo 
1° de la Constitución Federal y en diversos instrumentos internacionales 
en materia de derechos humanos ratificados por el Estado Mexicano, se 
desprende que la discriminación puede generarse no sólo por tratar a 
personas iguales de forma distinta, o por ofrecer igual tratamiento a 
quienes están en situaciones diferentes; sino que también puede ocurrir 
indirectamente cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente 
neutral ubica a un grupo social específico en clara desventaja frente al 
resto. En este sentido, los elementos de la discriminación indirecta son: 1) 
una norma, criterio o práctica aparentemente neutral; 2) que afecta 
negativamente de forma desproporcionada a un grupo social; y 3) en 
comparación con otros que se ubiquen en una situación análoga o 
notablemente similar. De lo anterior se desprende que, a fin de que un 
alegato de discriminación indirecta pueda ser acogido, es indispensable la 
existencia de una situación comparable entre los grupos involucrados. 
Este ejercicio comparativo debe realizarse en el contexto de cada caso 
específico, así como acreditarse empíricamente la afectación o desventaja 
producida en relación con los demás. Por su parte, a fin de liberarse de 
responsabilidad, el actor acusado de perpetrar el acto discriminatorio debe 
probar que la norma no tiene sólo una justificación objetiva sino que 
persigue un fin necesario.  
 
Amparo directo 19/2014. Eduardo de la Torre Foglio. 3 de septiembre de 
2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 4909/2014. Susana Cos Sustaita. 20 de 
mayo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas, quien formuló voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz 
Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. Clara Beatriz Nieto Hernández. 7 
de octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 83/2015. Fernando Cruz Mercado. 6 de abril 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Amparo directo en revisión 4465/2015. Javier Julio Díaz. 16 de 
noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 



 

Mena, quien formuló voto concurrente, y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: José Ignacio Morales Simón. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 101/2017 (10a.) 
 
 

TORTURA. ES INNECESARIO REPONER EL PROCEDIMIENTO 
CUANDO NO EXISTA CONFESIÓN DE LOS HECHOS IMPUTADOS O 
CUALQUIER ACTO QUE CONLLEVE AUTOINCRIMINACIÓN DEL 
INCULPADO. En el criterio emitido por esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 10/2016 (10a.),(1) 
de rubro: "ACTOS DE TORTURA. LA OMISIÓN DEL JUEZ PENAL DE 
INSTANCIA DE INVESTIGAR LOS DENUNCIADOS POR EL IMPUTADO, 
CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO 
QUE TRASCIENDE A SU DEFENSA Y AMERITA LA REPOSICIÓN DE 
ÉSTE.", se establece que la omisión de la autoridad judicial de investigar 
una denuncia de tortura como violación a derechos fundamentales con 
repercusión en el proceso penal, constituye una violación a las leyes que 
rigen el procedimiento, que trasciende a las defensas del quejoso en 
términos de los artículos 173, fracción XXII, de la Ley de Amparo, 1o., 
párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como 1, 6, 8 y 10 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura y, consecuentemente, debe ordenarse la 
reposición del procedimiento de primera instancia para realizar la 
investigación correspondiente y analizar la denuncia de tortura, 
únicamente desde el punto de vista de violación de derechos humanos 
dentro del proceso penal, a efecto de corroborar si existió o no dicha 
transgresión para los fines probatorios correspondientes al dictar la 
sentencia. No obstante, en aquellos casos en que no exista confesión o 
algún otro acto que implique autoincriminación como consecuencia de los 
actos de tortura alegados, no resulta procedente ordenar la reposición del 
procedimiento de conformidad con la jurisprudencia antes citada, pues en 
esos supuestos la violación a derechos humanos derivada de la tortura 
carece de trascendencia en el proceso penal por no haber impacto; sin 
embargo, fuera de esos supuestos de excepción, deberá procederse como 
se describe en el criterio jurisprudencial de referencia. Es decir, que la 
jurisprudencia a que se alude tendrá aplicación siempre que se trate de 
asuntos en los que, como consecuencia de la tortura, se haya verificado la 
confesión o cualquier manifestación incriminatoria del inculpado, porque 
en tal caso, la autoridad jurisdiccional estará obligada a realizar una 
investigación a fin de determinar si se actualizó o no la tortura y, de 
corroborarse ésta, deberá ceñirse a los parámetros constitucionales 
fijados en relación con las reglas de exclusión de las pruebas ilícitas, esto 
es, que de no acreditarse el señalado supuesto de excepción, el citado 
criterio jurisprudencial operará en sus términos. 
 
Amparo directo en revisión 6160/2016. Cristian Isaid Berrios Nieto. 31 
de mayo de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto aclaratorio relacionado con la 
procedencia del recurso. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 5391/2015. Roberto Ornelas López. 14 de 
junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular 
voto aclaratorio relacionado con la procedencia del recurso. Disidente: 



 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 6295/2015. 14 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio 
relacionado con la procedencia del recurso. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Amparo directo en revisión 6086/2016. Franklin Cortez León. 21 de junio 
de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular 
voto aclaratorio, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio 
relacionado con la procedencia del recurso. Disidente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez. 
 
Amparo directo en revisión 7372/2016. 28 de junio de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio 
relacionado con la procedencia del recurso. Disidente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina 
Cortés Rodríguez. 
 
Nota 1: La tesis jurisprudencial 1a./J. 10/2016 (10a.) citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 abril de 
2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo II, abril de 2016, página 894, 
registro digital: 2011521. 
 
Nota: El presente criterio derivó originalmente del amparo directo en 
revisión 6564/2015, de la ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, fallado el 18 de mayo de 2016, por mayoría de tres votos, por 
lo que no constituye un precedente idóneo para la integración de 
jurisprudencia por reiteración. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 102/2017 (10a.) 
 

 
 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS 
AGRAVIOS DIRIGIDOS A IMPUGNAR LA CONSTITUCIONALIDAD DE 
ALGÚN PRECEPTO DE LA LEY DE AMPARO, SI EL RECURRENTE SE 
LIMITA A REFERIR QUE ES INCONSTITUCIONAL, SIN EXPRESAR 
ARGUMENTOS LÓGICO JURÍDICOS TENDENTES A DEMOSTRARLO. 
Son inoperantes los agravios dirigidos a impugnar la constitucionalidad de 
algún precepto de la Ley de Amparo aplicado en la sentencia recurrida y 
que trasciende al sentido de la decisión adoptada, cuando no aportan 
elementos ni parámetros que permitan realizar un estudio de 
constitucionalidad de las normas impugnadas. Así, cuando el recurrente 
se limita a referir que un precepto de la ley citada es inconstitucional al 
transgredir distintos artículos de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y diversos derechos por aquéllos reconocidos, sin 
expresar argumentos lógico jurídicos tendentes a precisar y demostrar la 
alegada inconstitucionalidad, es evidente que deviene la citada 
inoperancia y que, en cuanto a ello se refiere, debe desecharse el recurso 
de revisión intentado. 
 
Amparo directo en revisión 2161/2015. Hermenegildo Alejandro Ortega 
Vargas. 2 de septiembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Amparo directo en revisión 5075/2015. José Héctor Vargas Chávez. 31 
de agosto de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma 
Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo directo en revisión 6345/2015. Juan Carlos Álvarez Navarro. 21 
de septiembre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente y Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea; en su ausencia hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
 
Amparo directo en revisión 1644/2016. Vidal Ulloa Camacho. 23 de 
noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 
Amparo directo en revisión 4336/2016. Ernesto Juan Ponce Domínguez. 
30 de noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 



 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm.  
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 103/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. ETAPAS Y 
DERECHOS QUE LES CORRESPONDEN. De los artículos 14, 17 y 20, 
apartados B y C, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
deriva el derecho de acceso efectivo a la justicia, el cual comprende, en 
adición a determinados factores socioeconómicos y políticos, el derecho a 
una tutela jurisdiccional efectiva y los mecanismos de tutela no 
jurisdiccional que también deben ser efectivos y estar fundamentados 
constitucional y legalmente. Ahora bien, en la jurisprudencia 1a./J. 
42/2007, de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.", la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió el acceso a la 
tutela jurisdiccional como el derecho público subjetivo que toda persona 
tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de 
manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una 
pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un 
proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la 
pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute tal decisión; de ahí que 
este derecho comprenda tres etapas, a las que corresponden tres 
derechos: (i) una previa al juicio, a la que le corresponde el derecho de 
acceso a la jurisdicción, que parte del derecho de acción como una 
especie del de petición dirigido a las autoridades jurisdiccionales y que 
motiva un pronunciamiento por su parte; (ii) una judicial, que va desde el 
inicio del procedimiento hasta la última actuación y a la que concierne el 
derecho al debido proceso; y, (iii) una posterior al juicio, identificada con la 
eficacia de las resoluciones emitidas. Ahora, los derechos mencionados 
alcanzan no solamente a los procedimientos ventilados ante Jueces y 
tribunales del Poder Judicial, sino también a todos aquellos seguidos ante 
autoridades que, al pronunciarse sobre la determinación de derechos y 
obligaciones, realicen funciones materialmente jurisdiccionales. 
 
Amparo en revisión 352/2012. Braskem, S.A. 10 de octubre de 2012. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de 
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. 
Amparo en revisión 121/2013. Ignacio Salgado García. 12 de junio de 
2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo en revisión 42/2013. María Dolores Isaac Sandoval. 25 de 
septiembre de 2013. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David 
García Sarubbi. 
 
Recurso de reclamación 131/2013. Embotelladoras Bepensa, S.A. de 
C.V. 19 de febrero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 



 

Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco 
Octavio Escudero Contreras.  
 
Amparo directo en revisión 3646/2013. Elías García Sánchez. 26 de 
febrero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante 
Juárez. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 42/2007 citada, aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXV, abril de 2007, página 124. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 104/2017 (10a.) 
 
 

RENTA. LOS ARTÍCULOS 79, FRACCIÓN X, Y NOVENO 
TRANSITORIO, FRACCIÓN XXII, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, PARA DOS MIL CATORCE, NO PERSIGUEN GRAVAR EL 
SERVICIO DE ENSEÑANZA. Los referidos preceptos establecen que no 
por el hecho de que las sociedades o asociaciones privadas presten 
servicios de enseñanza deben considerarse como no contribuyentes, sino 
que es necesario que sean consideradas como instituciones autorizadas 
para recibir donativos deducibles en términos de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, de ahí se advierte que dichos numerales no persiguen en 
momento alguno que sean gravados los ingresos derivados del servicio de 
enseñanza de las instituciones privadas autorizadas para tal efecto, sino 
que el objetivo es limitar ese beneficio que implica tributar en el Título III 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, gravando los recursos obtenidos 
por las actividades, que de forma adicional realizan dichas instituciones de 
enseñanza que pueden considerarse como actividades empresariales, 
como son: la venta de libros de texto, cuadernos, uniformes o actividades 
recreativas extraescolares, entre otras.  
Amparo en revisión 904/2015. Universidad del Valle de Matatipac, S.C. 
17 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz 
Ventura. 
 
Amparo en revisión 1329/2015. Colegio Carol Baur, Sociedad Civil. 17 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 304/2015. Centro Escolar Summerhill, Asociación 
Civil. 31 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 543/2015. Colegio Inglés Q. Roo, Sociedad Civil. 31 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 991/2014. Asociación Álamos, Sociedad Civil. 31 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 



 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 105/2017 (10a.) 
 
 

INSTITUCIONES DE ENSEÑANZA AUTORIZADAS PARA RECIBIR 
DONATIVOS DEDUCIBLES. LA INTERVENCIÓN DE LA AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA EN LA EMISIÓN FORMAL DE LA “CONSTANCIA DE 
AUTORIZACIÓN” DE AQUÉLLOS NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO 
DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. El artículo 79, fracción X, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, establece que no son contribuyentes del 
impuesto sobre la renta, entre otros, las sociedades o asociaciones de 
carácter civil que se dediquen a la enseñanza, con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley 
General de Educación, así como las instituciones creadas por decreto 
presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza, siempre que sean 
consideradas como instituciones autorizadas para recibir donativos 
deducibles en términos del citado ordenamiento. Conforme a ello, el 
numeral 82, párrafo primero, de la ley citada, establece los requisitos para 
que una sociedad o asociación sea considerada como una institución 
autorizada para recibir donativos, de lo que se advierte que fue el 
legislador quien estableció cuáles son las exigencias que deben cumplirse 
para que se tenga tal calidad y en esa medida, tributar en términos del 
Título II denominado “De las personas morales”, por lo que la autoridad 
administrativa no puede definir qué sujetos sean o no considerados como 
instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles, pues los 
requisitos para tal fin están establecidos en la ley citada. 
Consecuentemente, el elemento que determina si una institución de 
enseñanza tributará en el régimen de las personas morales con fines no 
lucrativos, no se deja en las manos de la autoridad administrativa, en tanto 
que es la ley la que prevé los requisitos precisos que las instituciones de 
enseñanza deben cumplir, de manera que impide cualquier actuación 
arbitraria o caprichosa de la autoridad administrativa que pudiera generar 
incertidumbre al gobernado. Incluso, el hecho de que sea la autoridad 
administrativa quien emita la “constancia de autorización para recibir 
donativos deducibles” no vulnera el principio de legalidad tributaria, en 
tanto que para acatar ese principio basta que las disposiciones formal y 
materialmente legislativas aplicables prevean y precisen el procedimiento 
o las formalidades que dicha autoridad debe seguir, con tal precisión que 
impidan su actuación arbitraria y generen certidumbre al gobernado sobre 
los aspectos que inciden en sus cargas tributarias. Por tanto, la 
intervención de la autoridad administrativa en la emisión formal de la 
“constancia de autorización para recibir donativos deducibles” no 
transgrede el principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues es el legislador quien establece las exigencias a cumplir para calificar 
a una institución de enseñanza como una institución autorizada para 
recibir donativos. 
 
Amparo en revisión 904/2015. Universidad del Valle de Matatipac, S.C. 
17 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz 
Ventura. 
 
Amparo en revisión 1329/2015. Colegio Carol Baur, Sociedad Civil. 17 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 



 

Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: 
Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 304/2015. Centro Escolar Summerhill, Asociación 
Civil. 31 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 543/2015. Colegio Inglés Q. Roo, Sociedad Civil. 31 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 991/2014. Asociación Álamos, Sociedad Civil. 31 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho a 
formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 106/2017 (10a.) 
 
 

EFECTIVO EN CAJA. EL HECHO DE QUE NO SE CONSIDERE COMO 
UN CRÉDITO PARA EFECTOS DE DETERMINAR EL AJUSTE ANUAL 
POR INFLACIÓN, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 45, PÁRRAFO 
SEGUNDO, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA, NO IMPLICA UNA TRANSGRESIÓN AL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El precepto citado establece que 
no se considerará como crédito al efectivo en caja, para los efectos de 
determinar el ajuste anual por inflación, al tratarse de cantidades que 
representan el valor monetario con el que cuenta una empresa, lo que 
implica que el “efectivo en caja” no supone la obligación de un sujeto 
deudor de entregarle a otro sujeto acreedor un importe en numerario 
susceptible de ser afectado por el efecto inflacionario; es decir, no puede 
considerarse como un crédito susceptible de que le impacte de forma 
negativa o positiva la inflación. Así, el “efectivo en caja” de una persona 
moral no implica una relación en la que el deudor deba entregar dinero al 
acreedor, pues ese concepto sólo es la representación contable del 
numerario o de las sumas dinerarias en una empresa, esto es, son 
cantidades que una persona moral tiene en su cuenta o caja, por lo que no 
puede considerarse como un crédito. Consecuentemente, el hecho de que 
no se considere como un crédito al “efectivo en caja”, para efectos de 
determinar el ajuste anual por inflación, en términos del artículo 45, párrafo 
segundo, fracción VII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no implica 
una transgresión al principio de proporcionalidad tributaria, contenido en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues no afecta la capacidad contributiva de los contribuyentes. 
 
Amparo en revisión 373/2016. BBVA Bancomer, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero BBVA Bancomer. 24 de mayo de 2017. 
Unanimidad de 4 votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 277/2016. Banco Nacional de México, S.A., 
Integrante del Grupo Financiero Banamex. 7 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 289/2016. Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat. 7 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 932/2016. Banco Regional de Monterrey, S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Banregio Grupo Financiero. 7 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 



 

Amparo en revisión 897/2016. Banco Santander (México), S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander México. 13 de 
septiembre de 2017. Unanimidad de 4 votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando 
Cruz Ventura. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 107/2017 (10a.) 
 
 
 

EFECTIVO EN CAJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 45, PÁRRAFO 
SEGUNDO, FRACCIÓN VII, DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA. NO CONSTITUYE UN CRÉDITO PARA EFECTOS DE 
DETERMINAR EL AJUSTE ANUAL POR INFLACIÓN, EN VIRTUD DE 
LA RELACIÓN QUE TIENEN EL BANCO DE MÉXICO Y EL TENEDOR 
DEL DINERO. Los artículos 1o. y 2o. de la Ley del Banco de México 
prevén, respectivamente, que el banco central será persona de derecho 
público con carácter autónomo y se denominará Banco de México: que 
tendrá como finalidad proveer a la economía del país de moneda nacional 
y que, en consecución de dicha finalidad, tendrá como objetivo prioritario 
procurar la estabilidad del poder adquisitivo de dicha moneda. Por su 
parte, el artículo 2o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos 
dispone que las únicas monedas circulantes serán los billetes del Banco 
de México y las monedas metálicas; asimismo, el diverso 15 de dicha ley 
establece que la reserva monetaria se destinará exclusivamente a 
sostener el valor de la moneda nacional. Así, el Banco de México, como 
banco central del país, tiene la obligación de emitir la moneda en 
circulación y debe procurar la estabilidad de su poder adquisitivo a través 
de una política monetaria eficiente. Por ello, para respaldar el valor de la 
moneda, existe una reserva que se va acumulando para mantenerlo 
estable; lo cual significa que para que las operaciones en todos los niveles 
económicos puedan realizarse con la moneda del curso legal, es la 
reserva monetaria del Banco de México quien la respalda, lo que implica 
que los billetes y las monedas tienen el valor nominal en ellos designados 
que liberan a un sujeto de una obligación mediante su entrega; por lo que 
el Banco de México no es un deudor de los sujetos tenedores de las 
monedas metálicas o los billetes en circulación, sino que a través de él se 
permite generar confianza en los sujetos participantes en operaciones 
comerciales o de cualquier otra índole en donde existan de por medio 
“pesos mexicanos”, en cuanto a que ese dinero tiene un valor nominal 
liberatorio por el importe que en los billetes y las monedas se indica. Ahora 
bien, el hecho de que exista una reserva que mantiene estable la moneda 
mexicana, no significa que los tenedores de monedas y billetes puestos a 
circulación por el Banco de México no tienen el derecho de acudir a éste y 
exigir la entrega de la parte proporcional de la reserva monetaria que los 
respalda, como pasa normalmente con los créditos. De ahí que el “efectivo 
en caja”, previsto en el artículo 45, párrafo segundo, fracción VII, de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, no constituye un crédito para efectos de 
determinar el ajuste anual por inflación, en virtud de la relación que tienen 
el Banco de México y el tenedor del dinero, pues esa relación no 
demuestra que el efectivo constituya por sí mismo un crédito. 
 
Amparo en revisión 373/2016. BBVA Bancomer, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero BBVA Bancomer. 24 de mayo de 2017. 
Unanimidad de 4 votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 277/2016. Banco Nacional de México, S.A., 
Integrante del Grupo Financiero Banamex. 7 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 



 

Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 289/2016. Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat. 7 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 932/2016. Banco Regional de Monterrey, S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Banregio Grupo Financiero. 7 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 897/2016. Banco Santander (México), S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander México. 13 de 
septiembre de 2017. Unanimidad de 4 votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando 
Cruz Ventura. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 108/2017 (10a.) 
 
 

RENTA. LOS ARTÍCULOS 44 Y 45, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN 
VII, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO TRANSGREDEN EL 
DERECHO A UN DESARROLLO INTEGRAL. Los preceptos citados, al 
establecer, respectivamente, que las personas morales determinarán, al 
cierre de cada ejercicio, el ajuste anual por inflación, y que no se 
considerará como crédito al “efectivo en caja”, para efectos de dicho 
ajuste, no transgreden el derecho a un desarrollo integral reconocido por 
los artículos 33, 34 y 45, de la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, en relación con el diverso 26 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, pues conforme a la Carta aludida, el desarrollo 
es responsabilidad de cada país y debe constituir un proceso integral y 
continuo para la creación de un orden económico y social justo, y que la 
igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la 
distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena 
participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio 
desarrollo son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral, y que 
para lograr dichos objetivos deben dedicar sus máximos esfuerzos a la 
consecución de diversas metas básicas, entre ellas, la creación de 
sistemas impositivos adecuados y equitativos; entendiendo al sistema 
impositivo, como el orden jurídico tributario en su integridad, es decir, 
como un conjunto organizado de normas percibido como un resultado 
total. Así, el derecho al desarrollo integral se refiere a un aspecto distinto 
al hecho de reconocer al “efectivo en caja” un efecto inflacionario y, para 
ese fin, si debe o no integrarse en el ajuste anual por inflación; más bien lo 
que pretenden tutelar las citadas disposiciones internacionales es la 
creación de órdenes jurídicos que comprendan el cúmulo de derechos, 
obligaciones y procedimientos que conforman el sistema fiscal de un 
Estado. 
 
Amparo en revisión 373/2016. BBVA Bancomer, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero BBVA Bancomer. 24 de mayo de 2017. 
Unanimidad de 4 votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 277/2016. Banco Nacional de México, S.A., 
Integrante del Grupo Financiero Banamex. 7 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 289/2016. Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat. 7 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 932/2016. Banco Regional de Monterrey, S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Banregio Grupo Financiero. 7 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 



 

Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 897/2016. Banco Santander (México), S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander México. 13 de 
septiembre de 2017. Unanimidad de 4 votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando 
Cruz Ventura. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 109/2017 (10a.) 
 
 

RENTA. LOS ARTÍCULOS 44 Y 45, PÁRRAFO SEGUNDO, FRACCIÓN 
VII, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VULNERAN EL 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA PROPIEDAD. Los preceptos citados, 
al establecer, respectivamente, que las personas morales determinarán, al 
cierre de cada ejercicio, el ajuste anual por inflación, y que no se 
considerará como crédito al “efectivo en caja”, para efectos de dicho 
ajuste, no vulneran el derecho fundamental a la propiedad, el cual 
constituye la prerrogativa de los sujetos a poder apropiarse de bienes y 
disponer de ellos, sin que guarde vínculo alguno con el efecto inflacionario 
del efectivo en caja. En ese sentido, no puede alegarse la vulneración al 
derecho referido por el hecho de que el legislador haya o no expuesto por 
qué debía excluirse el efectivo en caja del ajuste anual por inflación, pues 
en materia del impuesto sobre la renta, su objeto recae en los ingresos, 
como manifestación de la modificación positiva en el patrimonio, por lo que 
no puede colegirse que éste tiene el mismo significado que el derecho a la 
propiedad privada, ya que éste se refiere a la posibilidad de apropiarse de 
las cosas, mientras que el primero al cúmulo de bienes, derechos, 
obligaciones y cargas, y es sobre éste que el legislador se fija para el 
establecimiento de contribuciones. Además, el supuesto previsto en el 
artículo 45, párrafo segundo, fracción VII, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta no constituye una limitante del derecho a la propiedad de los 
gobernados, pues no se les impide poder apropiarse de bienes o disponer 
de éstos. 
 
Amparo en revisión 373/2016. BBVA Bancomer, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero BBVA Bancomer. 24 de mayo de 2017. 
Unanimidad de 4 votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 277/2016. Banco Nacional de México, S.A., 
Integrante del Grupo Financiero Banamex. 7 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 289/2016. Scotiabank Inverlat, S.A., Institución de 
Banca Múltiple, Grupo Financiero Scotiabank Inverlat. 7 de junio de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón 
Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 932/2016. Banco Regional de Monterrey, S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Banregio Grupo Financiero. 7 de junio de 
2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz Ventura. 
 
Amparo en revisión 897/2016. Banco Santander (México), S.A., 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander México. 13 de 



 

septiembre de 2017. Unanimidad de 4 votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando 
Cruz Ventura. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 110/2017 (10a.) 
 

 
AGUAS NACIONALES. LA REMISIÓN QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 231 
DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS A LA NORMA OFICIAL 
MEXICANA NOM-011-CNA-2000, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD TRIBUTARIA. El precepto citado determina la base del 
derecho por uso, explotación o aprovechamiento de aguas nacionales a 
través de dos fórmulas: una para aguas superficiales y otra para 
subterráneas; lo anterior, a fin de identificar en cuál de las cuatro zonas de 
disponibilidad posibles se ubica la cuenca o el acuífero del que se extrae 
el recurso hídrico. Ahora bien, en ambos supuestos, el legislador 
estableció que para calcular las variables que integran las fórmulas, deben 
atenderse las especificaciones y los métodos previstos en la Norma Oficial 
Mexicana NOM-011-CNA-2000, señalando que en caso de que ésta 
llegase a modificarse, para efectos del artículo 231 de la Ley Federal de 
Derechos, se mantendría su aplicación; de ahí que dicho precepto, al 
remitir a la Norma Oficial mencionada no viola el principio de legalidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ya que no constituye una cláusula 
habilitante para que la autoridad administrativa determine lo conducente, 
sino que es una incorporación de lo previsto en la Norma Oficial citada al 
texto legal. Así, con independencia de la derogación o modificación de la 
Norma Oficial señalada, los elementos están dentro de la ley, sin que 
tengan un carácter variable ni se dejen al arbitrio de la autoridad 
administrativa, pues la manera en que se ingresaron los preserva como 
parte de la labor legislativa. Es decir, el contenido lo estableció y 
determinó el legislador cuando lo integró expresa e invariablemente, 
mediante el uso del principio de economía legislativa, para que, en vez de 
transcribir la parte relativa, dichos elementos se preservaran a través de 
esta remisión, separándolos de su naturaleza administrativa y tornándolos 
inamovibles mediante este reconocimiento que formó parte del proceso 
legislativo. 
 
Amparo en revisión 1070/2015. Conagra Foods México, S.A. de C.V. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1334/2015. Aceros DM, S.A. de C.V. y otra. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1246/2015. Sukarne Producción, S.A. de C.V. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 269/2016. Ternium México, S.A. de C.V. y otra. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 



 

Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1409/2015. Minera Fresnillo, S.A. de C.V. 16 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 111/2017 (10a.) 
 

 
AGUAS NACIONALES. LA DETERMINACIÓN POR PARTE DE LA 
COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA, DE LOS VALORES UTILIZADOS 
PARA CALCULAR EL DERECHO POR SU USO, EXPLOTACIÓN O 
APROVECHAMIENTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
TRIBUTARIA. El principio de reserva de ley en materia tributaria es de 
carácter relativo con respecto a los elementos cuantitativos de las 
contribuciones, cuando constituyan un complemento indispensable por 
motivos técnicos o para el debido cumplimiento de la finalidad 
recaudatoria. De esta manera, el legislador cumplió con el principio de 
legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al establecer en 
los artículos 222, 223, 226 y 231 de la Ley Federal de Derechos, no sólo 
aquellos aspectos exclusivos de la norma con rango de ley, sino incluso 
plasmó, otorgó invariabilidad e incorporó al procedimiento legislativo las 
variables de las fórmulas, y aun cuando la aplicación de las 
especificaciones y los mecanismos para obtener algunas de esas 
variables debe hacerse conforme a determinaciones de la autoridad 
administrativa, esto no implica una violación al principio constitucional 
mencionado, pues éste se colma en la medida en que los elementos 
esenciales o básicos están plasmados en la ley, en razón de que la 
remisión sólo constituye un complemento de la regulación legal, 
indispensable por motivos técnicos. Esto se justifica más aún si se toma 
en consideración que para determinar la base del tributo debe 
cuantificarse la disponibilidad del agua en cada cuenca hidrológica o 
acuífero, lo cual constituye un hecho notorio que se encuentra en función 
de variables hidroclimáticas y geohidrológicas naturales y depende de 
fenómenos aleatorios atmosféricos no sujetos a la voluntad del hombre ni 
a ninguna previsibilidad, por lo que el legislador carece de los elementos 
técnicos y especializados que le permitan determinar la abundancia o 
escasez del recurso vital y analizarlos periódicamente, correspondiendo 
tales funciones a la Comisión Nacional del Agua, quien es el órgano 
administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales y órgano superior con carácter técnico, normativo y 
consultivo de la Federación, en materia de gestión integrada de los 
recursos hídricos, con inclusión de la administración, regulación, control y 
protección del dominio público hídrico; por ende, puede identificar, llevar a 
cabo y determinar periódicamente los valores y factores, con las 
condiciones señaladas en la ley. 
 
Amparo en revisión 1070/2015. Conagra Foods México, S.A. de C.V. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1334/2015. Aceros DM, S.A. de C.V. y otra. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 



 

Amparo en revisión 1246/2015. Sukarne Producción, S.A. de C.V. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 269/2016. Ternium México, S.A. de C.V. y otra. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1409/2015. Minera Fresnillo, S.A. de C.V. 16 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 112/2017 (10a.) 
 

 
AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 231 DE LA LEY FEDERAL DE 
DERECHOS, AL PREVER QUE PARA CALCULAR EL DERECHO POR 
SU USO, EXPLOTACIÓN O APROVECHAMIENTO SE UTILICEN LAS 
FÓRMULAS ESTABLECIDAS ATENDIENDO A LOS VALORES QUE 
PUBLICA LA COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. El precepto citado, al disponer 
que el derecho de uso, explotación o aprovechamiento de aguas 
nacionales debe calcularse utilizando las fórmulas establecidas, 
atendiendo a los valores que publicará anualmente la Comisión Nacional 
del Agua en el Diario Oficial de la Federación, no viola el principio de 
legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues las 
disposiciones formal y materialmente legislativas aplicables prevén y 
precisan el procedimiento que debe seguirse; sin que lo anterior se 
extienda a los mecanismos por los cuales la autoridad técnica mide 
componentes fácticos del fenómeno hídrico, pues si bien se dejó al órgano 
técnico la obtención de ciertos valores que revelan el aspecto del 
fenómeno a determinar, lo cierto es que, ello no implica dejarlo al arbitrio 
de la autoridad administrativa. Se afirma lo anterior, debido a que la 
actividad técnica de la autoridad se limitará a levantar de la realidad fáctica 
el factor respectivo, el cual debe obtenerse conforme a los mecanismos 
idóneos que permitan conocerlo fehacientemente, lo que implica acudir a 
lo que en un momento dado revela la realidad del fenómeno, por lo que en 
esa hipótesis no queda al arbitrio de órganos ajenos al Poder Legislativo la 
determinación de los elementos que trascienden en términos generales al 
monto de las cargas tributarias de los gobernados, pues será la realidad 
que pretende valorarse, y no la voluntad de las autoridades 
administrativas, la que determine la afectación patrimonial que una 
contribución representa para los gobernados.  
 
Amparo en revisión 1070/2015. Conagra Foods México, S.A. de C.V. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1334/2015. Aceros DM, S.A. de C.V. y otra. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1246/2015. Sukarne Producción, S.A. de C.V. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 269/2016. Ternium México, S.A. de C.V. y otra. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 



 

Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1409/2015. Minera Fresnillo, S.A. de C.V. 16 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 113/2017 (10a.) 
 

 
AGUAS NACIONALES. LOS ARTÍCULOS 222, 223 Y 231 DE LA LEY 
FEDERAL DE DERECHOS QUE PREVÉN LO RELATIVO AL DERECHO 
POR SU USO, EXPLOTACIÓN O APROVECHAMIENTO, RESPETAN EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. La Suprema Corte 
de Justicia de la Nación estableció que en los derechos por el uso o 
aprovechamiento de bienes del dominio público de la Nación, el principio 
de proporcionalidad tributaria debe atender, por un lado, al grado de 
aprovechamiento obtenido por los usuarios de esos bienes, el cual debe 
medirse según unidades de consumo o utilización y, por otro, con el 
propósito de lograr una mayor protección y conservación de esos bienes. 
Con estos parámetros, los artículos 222, 223 y 231 de la Ley Federal de 
Derechos que prevén lo relativo al derecho por uso, explotación o 
aprovechamiento de aguas nacionales, respetan el principio de 
proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debido a que, en 
una primera vertiente, se toma como base una unidad de consumo 
vinculada directamente con el grado de aprovechamiento del bien del 
dominio público, como son los metros cúbicos de agua utilizados; 
referente adecuado, en tanto que la configuración del agua permite su 
medición a través de este parámetro que determina el volumen de un 
cuerpo físico, al cual se le aplica una cuota que se configura a través de 
una segunda vertiente (consistente en el establecer zonas de 
disponibilidad), para clasificar cada fuente hidrológica de donde se extrae 
el agua conforme a su abundancia o escasez. Asimismo, el 
establecimiento de distintas cuotas –que no son consecutivas–, 
dependiendo de la zona de disponibilidad del recurso, también respeta 
dicho principio, debido a que a la par del consumo del agua, se valoran su 
mayor o menor disponibilidad en su reparación o reconstrucción, si se 
produce un deterioro. Esta relación busca generar un mejoramiento en la 
disponibilidad de agua y crear condiciones favorables en la fuente hídrica, 
lo que demuestra que esta configuración cumple su objeto al establecer 
cuotas mayores en zonas donde existe un deterioro en la fuente hídrica, 
pues esto contribuye a la preservación y restauración del medio ambiente 
y del recurso natural, al propiciar su uso eficiente y, sobre todo, a que en 
el momento en que dichas condiciones mejoren, el pago del derecho 
también se afecte en beneficio del contribuyente. 
Amparo en revisión 1070/2015. Conagra Foods México, S.A. de C.V. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1246/2015. Sukarne Producción, S.A. de C.V. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 269/2016. Ternium México, S.A. de C.V. y otra. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 



 

derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1/2016. Promotora Comercial Alpro, S. de R.L. de 
C.V. 10 de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
Amparo en revisión 1409/2015. Minera Fresnillo, S.A. de C.V. 16 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 114/2017 (10a.) 
 

 
AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 223 DE LA LEY FEDERAL DE 
DERECHOS, AL ESTABLECER LA DISTINCIÓN DE CUOTAS BASADA 
EN LA FUENTE DE EXTRACCIÓN, PARA EL CÁLCULO DEL 
DERECHO POR SU USO, EXPLOTACIÓN O APROVECHAMIENTO, NO 
VULNERA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El artículo 223 de 
la Ley Federal de Derechos, al incorporar en la reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, la distinción de 
cuotas basada en la fuente de extracción no vulnera el principio de 
equidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues para 
sustentar la distinción de trato, se consideró que debían existir distintas 
cuotas, tomando en cuenta la fuente de extracción, pues era diferente la 
manera en que se nutre cada una de ellas: precipitación en las 
superficiales e infiltración para las subterráneas; en este sentido, el 
desplazamiento del agua subterránea es más lento, conserva una mayor 
calidad por el proceso de infiltración y no se sujeta a las condiciones de 
las cuencas como el escurrimiento natural, evaporación o contaminación 
por el contacto directo con el medio ambiente y el ser humano. Las 
anteriores razones continúan vigentes para justificar la diferencia de trato, 
al ser un parámetro válido que, incluso, es utilizado para distinguir el tipo 
de concesiones otorgadas para el uso, aprovechamiento y explotación del 
agua, máxime que es un hecho notorio la manera en que se incorpora el 
líquido a cada uno de esos cuerpos hídricos. 
 
Amparo en revisión 1070/2015. Conagra Foods México, S.A. de C.V. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1246/2015. Sukarne Producción, S.A. de C.V. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 269/2016. Ternium México, S.A. de C.V. y otra. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1/2016. Promotora Comercial Alpro, S. de R.L. de 
C.V. 10 de mayo de 2017.  Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1409/2015. Minera Fresnillo, S.A. de C.V. 16 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 



 

Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 115/2017 (10a.) 
 
 

AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 223 DE LA LEY FEDERAL DE 
DERECHOS, AL ESTABLECER DISTINTAS CUOTAS BASADAS EN 
ZONAS DE DISPONIBILIDAD PARA CALCULAR EL DERECHO POR 
SU USO, EXPLOTACIÓN O APROVECHAMIENTO, NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. Si bien el objeto del derecho 
previsto en los artículo 222, 223 y 231 de la Ley Federal de Derechos es el 
uso, explotación o aprovechamiento del agua; como lo ha reconocido el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de 
jurisprudencia P./J. 82/97, de rubro: “AGUAS NACIONALES. EL 
APARTADO A DEL ARTÍCULO 223 DE LA LEY FEDERAL DE 
DERECHOS QUE ESTABLECE DIVERSAS CUOTAS POR EL USO O 
APROVECHAMIENTO DE AQUÉLLAS, RESPETA EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 
PRIMERO DE ENERO DE 1996).”, es válido que el legislador establezca 
distinciones de cuotas para el uso, aprovechamiento o explotación de 
aguas nacionales a través de zonas de disponibilidad y el lugar donde se 
efectúe su extracción, ya que dicho tratamiento se justifica, objetivamente, 
por ser un hecho notorio que en algunos lugares existe abundancia de 
dicho recurso natural, mientras que en otros escasea; que en unos es de 
fácil obtención, y en otros se requieren de grandes inversiones para 
utilizarla; y que en determinadas regiones su uso no produce daño alguno, 
en tanto que en otras se dan consecuencias perjudiciales a corto o largo 
plazo. Por lo anterior, el artículo 223 de la Ley Federal de Derechos no 
vulnera el principio de equidad tributaria contenido en el artículo 31, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
al establecer distintas cuotas tomando como base la zona de 
disponibilidad, pues la abundancia o escasez real del recurso, en la zona 
de donde se obtiene, es un elemento que puede utilizarse para la 
configuración de este tributo. 
 
Amparo en revisión 1070/2015. Conagra Foods México, S.A. de C.V. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1246/2015. Sukarne Producción, S.A. de C.V. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 269/2016. Ternium México, S.A. de C.V. y otra. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1/2016. Promotora Comercial Alpro, S. de R.L. de 
C.V. 10 de mayo de 2017.  Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 



 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1409/2015. Minera Fresnillo, S.A. de C.V. 16 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 82/97 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, Tomo VI, octubre de 
1997, página 138. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 116/2017 (10a.) 
 

 
AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO 223 DE LA LEY FEDERAL DE 
DERECHOS QUE PREVÉ LA DIFERENCIA EN RAZÓN DEL USO O 
DESTINO DE DICHO RECURSO NATURAL, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE EQUIDAD TRIBUTARIA. La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha reconocido que la diferencia de trato en virtud del 
uso o destino que se dé a las aguas nacionales no es caprichosa o 
artificial, pues atiende al hecho notorio de que el líquido es esencial y está 
involucrado en todas las actividades de la vida. En este contexto, es válido 
que el legislador, además de atender al volumen de extracción y la zona 
de disponibilidad, pueda considerar el uso o destino que se dará al recurso 
natural; por lo anterior, el artículo 223 de la Ley Federal de Derechos, al 
establecer en sus apartados cuotas distintas en relación con los diferentes 
usos que pueden darse al agua, no viola el principio de equidad tributaria 
contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Así, el apartado A del citado precepto legal, 
que se identifica con el uso del agua para la industria y el comercio, se 
relaciona con los procesos productivos del país, uso particular que atiende 
a una utilización comercial del citado bien del dominio de la Nación. El 
apartado B, prevé el uso de agua potable, generación hidroeléctrica, 
acuacultura, balnearios y centros recreativos y uso agropecuario. Así, el 
agua potable constituye un bien básico, escaso y necesario para la vida y 
la salud de las personas, por lo cual ha sido considerada como patrimonio 
natural común de la humanidad, como prerrequisito para el cumplimiento 
de los derechos humanos e incluso, dada su necesidad básica, como un 
derecho fundamental (artículo 4o. de la Constitución Federal). En relación 
con la generación hidroeléctrica, ésta consiste en la producción de energía 
eléctrica a partir de la fuerza del agua, mediante mecanismos generadores 
como lo son las centrales hidroeléctricas, las cuales utilizan la energía 
potencial como fuente primera para generar electricidad; para llevar a 
cabo lo anterior, se necesita el embalsamiento de agua en grandes 
cantidades y con grandes desniveles, por encajamiento de ríos. La 
generación de este tipo de energía constituye una actividad humana 
básica, ya que está directamente relacionada con los requerimientos 
actuales del hombre. Por lo que se refiere a la acuacultura, ésta es la 
técnica de cultivo de especies acuáticas vegetales y animales en medios 
naturales y artificiales manejados por el hombre; su importancia radica en 
contribuir a la producción de esos organismos para el consumo, cubriendo 
necesidades de alimentación y evitando a la vez, la extinción de los 
recursos de especies acuáticas naturales. En cuanto a balnearios y 
centros recreativos, al ser lugares propios para el esparcimiento y la 
práctica del deporte, contribuyen al desarrollo de la juventud y a la salud 
de las personas en general. Por último, el apartado C dispone el pago de 
cuotas por agua destinada  a uso agropecuario; se refiere tanto a las 
actividades agrícolas, como a las ganaderas, que son estratégicas y 
prioritarias para el desarrollo de la Nación, en virtud de que, además de 
ofrecer alimentos para consumo nacional e internacional y de proveer de 
materias primas a la industria, gran parte de la población vive de esta 
actividad.  
 
Amparo en revisión 1070/2015. Conagra Foods México, S.A. de C.V. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 



 

derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1246/2015. Sukarne Producción, S.A. de C.V. 10 de 
mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 269/2016. Ternium México, S.A. de C.V. y otra. 10 
de mayo de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1/2016. Promotora Comercial Alpro, S. de R.L. de 
C.V. 10 de mayo de 2017.  Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1409/2015. Minera Fresnillo, S.A. de C.V. 16 de 
agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 117/2017 (10a.) 
         
 

COSTAS EN MATERIA MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN 
IV, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, AL PREVER COMO CONDICIÓN 
PARA LA CONDENA A SU PAGO “QUE FUERE CONDENADO POR 
DOS SENTENCIAS CONFORMES DE TODA CONFORMIDAD”, 
IMPLICA LA OBLIGACIÓN DE QUE AMBOS FALLOS PRESENTEN 
IDENTIDAD EN SU PARTE RESOLUTIVA. El precepto citado establece 
que el que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda 
conformidad en su parte resolutiva siempre será condenado en costas 
abarcando la condena ambas instancias, lo que implica la obligación de 
que ambos fallos presenten identidad en su parte resolutiva, esto es, que 
el fallo de segunda instancia confirme el de primera, pues ante cualquier 
motivo de modificación o revocación del primero, no puede colmarse dicha 
condición de identidad, lo que es acorde con la intención de esa medida 
legislativa, que busca condenar en costas al apelante que obligue a su 
contraparte a acudir a la segunda instancia de manera injustificada, esto 
es, por ser infructuoso el litigio de esa instancia al quedar en los mismos 
términos la sentencia de primer grado, pero si se cambia el sentido de 
ésta –en su parte resolutiva-, aunque sea mínimamente, se justifica haber 
exigido la intervención judicial de alzada, pues ésta fue necesaria para 
corregir o enmendar algún error de hecho o de derecho en que se incurrió 
en la primera instancia. 
 
Contradicción de tesis 297/2016. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 14 de junio de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver amparo directo 544/2003, sostuvo la tesis 1.3o.C.444 C, de rubro: 
“COSTAS. PROCEDE LA CONDENA CUANDO EN LA SEGUNDA 
INSTANCIA SE MODIFICA LA SENTENCIA, PERO NO DE MANERA 
SUSTANCIAL, PORQUE SUBSISTE EL ELEMENTO DE CONDENA POR 
DOS SENTENCIAS CONFORMES DE TODA CONFORMIDAD, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1084, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, enero de 2004, página 1504, registro 
182434. 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito 
(expediente de origen: D-271/2016 relacionado con el D-270/2016), 
sostuvo que no procede condenar al pago de costas cuando el juzgador 
de segunda instancia confirma la sentencia y sólo reduce los intereses 
moratorios, ello en virtud de que de la interpretación de las fracciones III y 
IV del artículo 1084 del Código de Comercio, se advierte que serán 
condenados a su pago la parte vencida y el que lo intente, si no obtiene 
sentencia favorable y, siempre procederá en ambas instancias contra el 
que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda conformidad 
en su parte resolutiva. 
 



 

 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 118/2017 (10a.) 
 
 

VIOLACIÓN. LA CALIDAD DE SUJETO ACTIVO DEL DELITO LA 
ADQUIERE LA PERSONA QUE REALIZA CÓPULA CON UN MENOR 
DE EDAD, INDEPENDIENTEMENTE DE LA MECÁNICA EN QUE 
OCURRA. (LEGISLACIONES DE CHIHUAHUA Y DISTRITO FEDERAL). 
Los artículos 171, primer párrafo, 172, fracción I, del Código Penal del 
Estado de Chihuahua, 174, primer párrafo, y 181 Bis, primer párrafo, del 
Código Penal para el Distrito Federal, coinciden en sancionar como 
violación la conducta a través de la cual se impone la cópula a persona de 
cualquier sexo,  utilizando la violencia física o moral como medio comisivo 
–tipo básico–; o bien, se ejecuta aprovechando alguna circunstancia 
particular del sujeto pasivo, como su edad: menor de doce años en el 
Distrito Federal o menor de catorce años en Chihuahua –tipo especial–. 
Ahora bien, a partir de los componentes  descritos en las normas penales, 
a juicio de esta Primera Sala, la calidad de sujeto activo en el delito la 
adquiere la persona que impone la cópula a otra, ya sea doblegando su 
voluntad al ejercer sobre ella violencia física o moral, o simplemente 
cuando ejecuta la cópula aprovechándose de la particular minoría de edad 
del sujeto pasivo, con independencia de la mecánica en que ocurra, esto 
es, que el activo introduzca su pene en el cuerpo de la víctima o se haga 
penetrar el pene del pasivo, por alguna de las cavidades que describen las 
normas. Es así, porque los tipos penales invocados no restringen a 
determinado sexo o género la calidad de sujeto activo del delito, ya que 
los pronombres que utilizan “al que” o “a quien” se entienden neutros, 
pues sólo identifican a la persona hipotética que materializa la conducta 
típica. Asimismo, la definición del elemento normativo “cópula” tampoco 
constituye una limitante en el sentido apuntado, porque la acción que 
describe: “introducción del pene en el cuerpo humano por vía vaginal, anal 
o bucal”, sólo adquiere relieve antijurídico y significación típica cuando se 
realiza utilizando determinados medios de comisión o se ejecuta 
aprovechándose de una situación particular del sujeto pasivo. De ahí que, 
al margen de la mecánica en que acontezca la cópula, la conducta típica 
desplegada vulnera la libertad sexual de la víctima, dado que en ambos 
casos se le priva a la víctima del derecho de decidir libremente, con quién, 
cuándo y cómo desarrollar su actividad sexual; así como la seguridad 
sexual, en el supuesto de violación especial, al ejecutarse la cópula con 
una persona que por su particular minoría de edad, no tiene la capacidad 
para decidir sobre el acto de copular. 
 
 
Contradicción de tesis 211/2016. Entre las sustentadas por el Tercer 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, 
con residencia en Saltillo, Coahuila y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Primer Circuito. 17 de mayo de 2017. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en 
cuanto al fondo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Alberto Díaz Cruz. 

 

Tesis y/o criterios contendientes: 



 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 350/2008, sostuvo la tesis I.2o.P.167 
P, de rubro: “VIOLACIÓN DELITO DE. SE ACTUALIZA AUN CUANDO LA 
PENETRACIÓN LA REALICE LA VÍCTIMA.”, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, febrero 
de 2009, página 2056, registro 167812.  

 
El Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo en 
revisión penal 170/2016 (cuaderno auxiliar 415/2016), dictado en apoyo 
del Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, sostuvo que de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 280 y 281 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado de Chihuahua, no se actualiza el delito 
de violación de un menor de edad, en virtud de que no obran datos que 
demuestren que el quejoso ejecutó el delito de violación en contra del 
pasivo, sino que dicho pasivo fue quien introdujo su miembro viril en la 
humanidad del activo, lo cual no es configurativo de una conducta 
penalmente relevante que tipifique como delito de violación en los artículos 
171 y 172, fracción I del Código Penal del Estado de Chihuahua. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 119/2017 (10a.) 
 
 

AUTONOMÍA UNIVERSITARIA. CONSTITUYE UNA GARANTÍA 
INSTITUCIONAL DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN SUPERIOR, POR 
LO QUE NO PUEDE SER UTILIZADA PARA RESTRINGIRLO. La 
autonomía universitaria es una garantía institucional del derecho a la 
educación superior, es decir, tiene un carácter exclusivamente 
instrumental y no conforma, per se, un fin en sí misma, por lo que es 
valiosa si y sólo si -y en la medida en que- maximiza el derecho humano a 
la educación superior. En este sentido, no debe confundirse la autonomía 
universitaria, en cuanto garantía institucional que se predica de una 
persona jurídica de derecho público -la universidad autónoma-, con los 
derechos fundamentales de las personas físicas que la integran: el 
derecho a la educación superior y sus distintos haces normativos, como el 
derecho a la libre investigación y discusión de las ideas, el derecho a la 
libertad de cátedra, entre otros. Esto es, el hecho de que la autonomía 
universitaria tenga una relación instrumental con la maximización de 
derechos individuales, no implica que ésta sea a su vez un derecho 
humano de una persona jurídico-colectiva que deba ponderarse con los 
derechos humanos de sus miembros. La autonomía universitaria, en 
definitiva, está subordinada a la maximización del derecho a la educación, 
por lo que, por regla general, el ejercicio legítimo de aquella no puede 
incluir la restricción de aspecto alguno del derecho a la educación. 
 
Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas Alvarado. 20 de 
abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 
Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo Archundia y otra. 
18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo 
Pablo López Andrade. 
 
Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espinoza. 6 de julio de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio Cintora y otros. 10 
de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña 
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 
 
Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón. 8 de marzo de 
2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 



 

formuló voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Zamir Andrés Fajardo Morales. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,      C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
quince de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
dieciséis de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 120/2017 (10a.) 
 
 

VINCULACIÓN A PROCESO. MOMENTO EN EL CUAL EL MINISTERIO 
PÚBLICO DEBE SOLICITARLA (CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES Y CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES DEL ESTADO DE MORELOS ABROGADO). De la lectura de 
los artículos 309 y 313 del Código Nacional de Procedimientos Penales –
de contenido similar a los numerales 280 y 281 del Código de 
Procedimientos Penales del Estado de Morelos abrogado–, deriva una 
duda legítima relativa a si la solicitud de vinculación a proceso debe 
formularla el Ministerio Público antes de que el imputado decida si se 
acoge o no al lapso de 72 horas para que se resuelva sobre su situación 
jurídica –o a su ampliación–, o si puede hacerse posteriormente, incluso, 
en la continuación de la audiencia inicial, una vez que hubieran sido 
recibidos los medios de convicción presentados por la defensa. Ahora 
bien, para resolver dicha duda, debe partirse de las premisas siguientes: 
1) la vinculación a proceso debe pedirse después de formularse la 
imputación y de que el imputado tuvo oportunidad de contestar el cargo; y, 
2) el plazo de 72 horas como límite para la detención ante autoridad 
judicial, establecido por el artículo 19 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, constituye un derecho fundamental, cuya 
ampliación procede sólo cuando el propio imputado lo solicita, lo cual 
implica que esa extensión temporal opere a su favor y nunca en su contra. 
Así, dichas proposiciones constituyen la pauta interpretativa que permite 
considerar, por un lado, que la imputación y la solicitud de vinculación a 
proceso son actuaciones distintas y, por otro, que la decisión del imputado 
de postergar la resolución sobre la vinculación o no a proceso no puede 
operar en su detrimento, pues su finalidad es que tenga más tiempo para 
ejercer su defensa, tan es así, que el artículo 314 del Código Nacional 
establece la posibilidad, sólo para el imputado y no para el Ministerio 
Público, de incorporar durante ese lapso los medios de convicción que 
estime convenientes. Por lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación considera que el Ministerio Público, de 
estimarlo procedente, debe solicitar la vinculación a proceso después de 
formulada la imputación y de que el imputado haya tenido oportunidad de 
contestar el cargo, pero previamente a que el justiciable decida si se 
acoge o no al plazo a que alude el artículo 19 constitucional –o a su 
ampliación– para que se resuelva sobre su situación jurídica, pues sólo así 
la elección de postergar la resolución judicial respectiva tendrá como base 
el previo conocimiento de las razones específicas por las cuales los datos 
de prueba recabados durante la investigación informal justificarían dicho 
acto de molestia, permitiendo al imputado y a su defensor, como resultado 
de un acto informado, presentar en la continuación de la audiencia inicial 
los medios de prueba que consideren podrían desvirtuar la postura 
ministerial. En efecto, si el imputado o su defensor elige posponer la 
indicada resolución en aras del derecho de defensa, es lógico que esa 
decisión debe partir del conocimiento previo de las razones concretas por 
las cuales el representante social estima que los datos de prueba 
contenidos en la carpeta de investigación acreditan la existencia del hecho 
materia de la imputación y la probabilidad de que el imputado lo cometió o 
participó en su comisión, pues sólo así estará en condiciones de ofrecer 
los medios de convicción idóneos para desvirtuar la imputación; es más, 
de no seguirse ese orden, el Juez podría tener dificultades para calificar la 
pertinencia de los datos de prueba que la defensa pretende incorporar. 
 



 

Contradicción de tesis 212/2016. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y el Quinto Tribunal 
Colegiado del Décimo Octavo Circuito, actual Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Octavo Circuito. 28 de junio de 2017. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretario: Jorge Vázquez Aguilera. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El Tribunal Colegiado en Materia Civil del Decimoctavo Circuito, antes 
Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 498/2014, sostuvo la tesis aislada XVII.5o.1 P (10a.), 
de rubro: “AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. SI EL IMPUTADO 
SOLICITÓ LA PRÓRROGA A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 19 
CONSTITUCIONAL PARA QUE SE LE RESUELVA SU SITUACIÓN 
JURÍDICA, EL MINISTERIO PÚBLICO ESTÁ EN APTITUD DE 
REQUERIR QUE SE DECRETE AQUÉL, PREVIAMENTE A ORDENAR 
LA SUSPENSIÓN DE LA AUDIENCIA CELEBRADA CON MOTIVO DE LA 
AMPLIACIÓN DEL PLAZO CONSTITUCIONAL (NUEVO SISTEMA DE 
JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE MORELOS).”, visible en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de febrero de 2016 a 
las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 27, tomo III, febrero de 2016, página 2026, registro 
2011027. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 26/2015, sostuvo que si el imputado decide acogerse 
al plazo constitucional a que alude el artículo 19 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en ese momento el Ministerio Público 
debe solicitar y motivar el auto de vinculación a proceso, exponiendo en la 
misma audiencia los antecedentes de la investigación con los que 
considera que existen datos que establecen se ha cometido un hecho que 
la ley señala como delito y que existe la probabilidad de que el imputado lo 
cometió o participó en su comisión. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 121/2017 (10a.) 
 
 

VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. PARA EXIGIR EL VENCIMIENTO 
ANTICIPADO DEL PLAZO PARA EL REEMBOLSO DEL CRÉDITO, A 
TRAVÉS DE AQUÉLLA, ES INNECESARIO QUE LA INSTITUCIÓN 
BANCARIA O CREDITICIA ACREDITANTE LO REQUIERA 
PREVIAMENTE AL ACREDITADO EN EL DOMICILIO DEL INMUEBLE 
HIPOTECADO O EN CUALQUIER OTRO (LEGISLACIONES DEL 
DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO Y 
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA). En el Código de Comercio ni en 
otras leyes mercantiles se establece una vía especial para exigir el pago 
de un crédito que tenga garantía real (hipoteca), por lo que debe acudirse 
a la legislación procesal civil respectiva y, en ese aspecto, los Códigos de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de 
México, y para Baja California prevén el juicio hipotecario como una acción 
que se ejerce en una vía especial a través de la cual, entre otros actos, 
podrá el acreedor solicitar el pago o la prelación del crédito que la hipoteca 
garantice, para lo cual, deberá colmar, exclusivamente, dos requisitos: a) 
que el crédito conste en escritura pública o escrito privado, inscrito en el 
Registro Público de la Propiedad, salvo en el caso de documentos con el 
carácter de títulos ejecutivos; y, b) que el crédito sea de plazo cumplido o 
que sea exigible en los términos pactados o conforme a las disposiciones 
legales aplicables; de ahí que fuera de estos dos requisitos, el acreedor no 
deberá satisfacer ningún otro para la procedencia de la vía especial 
hipotecaria como, por ejemplo, haber requerido el pago de la obligación 
incumplida al demandado en un domicilio determinado, previo al ejercicio 
de la acción. 
 
Contradicción de tesis 28/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 30 de agosto de 2017. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos 
en cuanto al fondo, de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 8463/98, sostuvo la tesis I.3o.C.171 C, 
de rubro: “VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. NO PUEDE EXIGIRSE EN 
ÉSTA, EL VENCIMIENTO ANTICIPADO DEL PLAZO PARA EL 
REEMBOLSO DEL CRÉDITO, SI NO SE DEMOSTRÓ EL 
REQUERIMIENTO QUE HAGA EL ACREDITANTE A LA ACREDITADA.”, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo IX, mayo de 1999, página 1090, con número de registro 
194012. 
 
El Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto, al resolver juicio de 
amparo directo 529/2016, determinó que para la procedencia del juicio 
especial hipotecario, no es necesario que se acredite la negativa de éste 
de hacerlo para que se dé la mora y proceda el juicio, toda vez que sólo 
basta se cumpla con los requisitos a que se refiere el artículo 457 del 
Código Civil para el Estado de Baja California, esto es, que el crédito 



 

conste en escritura pública que se encuentre inscrito en el Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio y que sea exigible. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 122/2017 (10a.) 
 
 

INTERESES MORATORIOS CONVENCIONALES. PARA LA 
PROCEDENCIA DE SU RECLAMO BASTA ADJUNTAR A LA 
DEMANDA EL PAGARÉ BASE DE LA ACCIÓN CAMBIARIA DIRECTA 
QUE LOS CONTENGA. La litis en el juicio ejecutivo mercantil en el que se 
ejercita la acción cambiaria directa se forma con la demanda y su 
contestación, y en aquélla se comprenden integralmente los anexos, en 
especial, el documento base que da origen a la acción; de ahí que para la 
procedencia del reclamo de los intereses moratorios convencionales basta 
adjuntar a la demanda el pagaré en cuyo texto esté expresado el elemento 
relativo a su reclamo a partir de la fecha del vencimiento del título de 
crédito, por lo que es innecesario narrar los hechos que dan origen al 
reclamo de los intereses moratorios pactados, porque la acción cambiaria 
directa ejercita el derecho literal contenido en el pagaré. Asimismo, el 
juzgador puede analizar el reclamo, siempre que el actor en cualquier 
parte de la demanda remita al contenido del título ejecutivo, para que, 
acorde con las condiciones en él contenidas y las excepciones 
formuladas, resuelva conforme a derecho. Lo que no implica dejar sin 
defensa a la demandada, porque con dicho documento base de la acción 
se le corre traslado, es decir, puede formular sus excepciones y defensas 
en torno a la tasa de interés moratoria que se reclama. 
 
Contradicción de tesis 419/2016. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito y el 
Pleno del Trigésimo Circuito. 30 de agosto de 2017. La votación se dividió 
en dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros José 
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ausente: Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Pleno del Trigésimo Circuito, al resolver la contradicción de 2/2015, que 
dio origen a la tesis jurisprudencial PC. XXX. J/14 C (10a.), de rubro: 
“DEMANDA EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. LA OBLIGACIÓN 
DE EXPRESAR EN EL APARTADO CORRESPONDIENTE LOS HECHOS 
FUNDATORIOS DE LA RECLAMACIÓN DE INTERESES MORATORIOS, 
SE INCUMPLE CUANDO RESPECTO DE ÉSTOS EL ACTOR NO 
SEÑALA EL HECHO RELATIVO AUN CUANDO EXHIBA JUNTO A LA 
DEMANDA EL PAGARÉ QUE LOS CONTIENE.”, publicada la Gaceta del  
Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a 
las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 21, agosto de 2015, Tomo II, página 1371, con 
número de registro 2009741. 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 526/2016, determinó que el 
origen de los intereses moratorios deriva de la falta de pago o pago a 
destiempo de la suerte principal por parte del deudor, por tanto, la causa u 
origen de esa prestación no es desconocida u obscura, pues deriva de la 
falta de pago del monto de dinero prestado, de ahí que, si con base en un 
pagaré el acreedor acude ante el órgano jurisdiccional en ejercicio de la 
acción cambiaria directa y demanda el pago judicial de la suerte principal 



 

porque el deudor no se lo ha retribuido, entonces es evidente que en caso 
de que se reclame el pago de intereses moratorios de un pagaré, no es 
requisito que en el escrito de demanda se narren los hechos o causas que 
dieron origen al pacto de ese tipo de interés para que pueda decretarse su 
condena, toda vez que la causa u origen de éstos radica en la falta de 
pago de la deuda. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 123/2017 (10a.) 
 
 

INCIDENTE DE RESPONSABILIDAD DE DAÑOS Y PERJUICIOS 
DERIVADO DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO EN UN 
JUICIO DE AMPARO. CUANDO LA GARANTÍA O LA 
CONTRAGARANTÍA SE HAYA PRESTADO A TRAVÉS DE UNA 
FIANZA, DEBE LLAMARSE A LA AFIANZADORA PARA QUE LE 
VINCULE LA SENTENCIA RESPECTIVA. En términos de lo establecido 
en los artículos 125, 126 y 129 de la Ley de Amparo abrogada, 2794, 
2795, 2812 y 2855 del Código Civil Federal, en relación con el artículo 14 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando con 
motivo de la suspensión del acto reclamado se preste garantía o 
contragarantía a través de una fianza, resulta necesario que en el 
incidente por el que se hace efectiva la responsabilidad proveniente de 
ellas, se llame a la afianzadora a efecto de que coadyuve con su fiado, 
sea éste el quejoso, en el caso de la garantía, o el tercero interesado, en 
el caso de la contragarantía, y válidamente pueda quedar vinculado a la 
sentencia condenatoria que eventualmente llegue a dictarse. Lo anterior, 
porque en atención al derecho de audiencia previsto en la citada norma 
constitucional, sólo quien ha sido oído previamente puede resultar 
vinculado a una sentencia y en el caso del citado procedimiento incidental, 
donde se pretende hacer efectiva la fianza dada como garantía o 
contragarantía y, por tanto, vincular a la afianzadora al pago, es preciso 
antes darle oportunidad de oponer las excepciones que tenga a su favor 
relativas a la obligación, o las que le correspondan en su carácter de 
fiadora, exhibir las pruebas que apoyen tales excepciones y expresar 
alegatos. No obsta para lo anterior el hecho de que en la fianza judicial o 
legal no operen los beneficios de orden y excusión, pues esa circunstancia 
solamente da lugar a que el acreedor pueda reclamar la obligación 
directamente al fiador o a éste simultáneamente con el fiado, pero no que 
pueda demandarse sólo al fiado o deudor principal, y que, sin embargo, la 
sentencia pueda vincular o parar perjuicio al fiador, ya que obrar de este 
último modo contraviene la garantía de audiencia en perjuicio de la 
afianzadora, de ahí la necesidad de su llamamiento al incidente de 
responsabilidad para que la fianza pueda hacerse efectiva. 
 
Contradicción de tesis 405/2016. Entre las sustentadas por el Octavo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, el Décimo Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el entonces 
Primer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, actual Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo 
Circuito. 25 de octubre de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente y 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz, en su ausencia hizo suyo el asunto 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El entonces Primer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, 
actual Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Segundo Circuito, al resolver la queja 39/2000, sostuvo la tesis aislada 
XII.1o.32 C, de rubro: “AFIANZADORA. NO ES INDISPENSABLE 
CITARLA DURANTE EL TRÁMITE DEL INCIDENTE DE 
RESPONSABILIDAD SOBRE DAÑOS Y PERJUICIOS EN AMPARO 
DIRECTO CIVIL.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 



 

su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, abril de 2001, página 1028, con 
número de registro 190042. 
 
El Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver la queja 126/2016-II, determinó necesario llamar a la afianzadora 
al incidente de daños y perjuicios derivado de un juicio de amparo, para 
hacer efectiva la responsabilidad proveniente de la suspensión del acto 
reclamado a que se refiere el artículo 129 de la Ley de Amparo abrogada 
(similar redacción al artículo 156 de la Ley de Amparo vigente), para que 
comparezca a defender sus derechos y a oponer las excepciones y 
defensas que estime procedentes, aun cuando no se prevea 
expresamente que deba dársele intervención en esos procesos 
incidentales, dada la preeminencia que sobre esa legislación estatuye el 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en cuanto dispone que es un derecho fundamental de los gobernados que 
se les otorgue la garantía de audiencia contra todo acto de autoridad para 
que tengan la oportunidad de conocerlo y defenderlo. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 124/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. SU ÁMBITO 
MATERIAL DE VALIDEZ A PARTIR DE LA REFORMA 
CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011. El artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado 
mediante decreto publicado en el citado diario, al establecer que todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en el propio 
texto constitucional y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, modificó sustancialmente el contenido de los 
derechos protegidos constitucionalmente, incluido el de igualdad, el cual 
es un principio adjetivo que se predica siempre de algo y que, por tanto, se 
define y actualiza progresivamente a través del tiempo y a la luz de una 
multiplicidad de factores sociales, culturales, económicos, políticos, entre 
otros. Consecuentemente, si bien es cierto que el concepto jurídico de 
igualdad desde un punto de vista abstracto se encontraba presente desde 
antes de dicha reforma constitucional, también lo es que sus condiciones 
de aplicación y supuestos de protección se han ampliado 
significativamente con el contenido de los tratados internacionales; un 
ejemplo de ello lo constituye la Convención sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer, que establece criterios 
específicos para verificar si existe o no discriminación, los cuales 
complementan materialmente a los preceptos constitucionales. De ahí 
que, a partir de la citada reforma, cuando se alegue una violación al 
principio de igualdad jurídica, el juzgador no puede desdeñar el texto de 
los tratados internacionales que hacen referencia a la igualdad y a la 
prohibición de discriminación, sino que debe efectuar el escrutinio de 
constitucionalidad correspondiente teniendo como ámbito material de 
validez a la Constitución y a los diferentes tratados ratificados por México, 
máxime cuando ese análisis ha sido solicitado por el quejoso. 
 
Amparo directo en revisión 1464/2013. Blanca Esthela Díaz Martínez. 
13 de noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
 
Amparo directo en revisión 3327/2013. Norma Karina Ceballos 
Aréchiga. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
Amparo directo en revisión 4662/2014. Eduardo Abraham Ordóñez y 
otras. 20 de mayo de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo directo en revisión 1214/2015. Eduardo Abraham Ordóñez y 
otras. 9 de septiembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez 



 

Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo 
Antonio Silva Díaz.  
 
Amparo directo en revisión 6014/2015. María Cuevas Chávez. 18 de 
mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía 
Piña Hernández, quien precisó estar de acuerdo con el sentido más no 
con las consideraciones y reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 125/2017 (10a.) 
 

 
DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. RECONOCIMIENTO 
DE SU DIMENSIÓN SUSTANTIVA O DE HECHO EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO. El derecho humano a la 
igualdad jurídica ha sido tradicionalmente interpretado y configurado en el 
ordenamiento jurídico mexicano a partir de dos principios: el de igualdad 
ante la ley y el de igualdad en la ley (los cuales se han identificado como 
igualdad en sentido formal o de derecho). El primer principio obliga, por un 
lado, a que las normas jurídicas sean aplicadas de modo uniforme a todas 
las personas que se encuentren en una misma situación y, a su vez, a que 
los órganos materialmente jurisdiccionales no puedan modificar 
arbitrariamente sus decisiones en casos que compartan la misma litis, 
salvo cuando consideren que deben apartarse de sus precedentes, 
momento en el que deberán ofrecer una fundamentación y motivación 
razonable y suficiente. Por lo que hace al segundo principio, éste opera 
frente a la autoridad materialmente legislativa y tiene como objetivo el 
control del contenido de la norma jurídica a fin de evitar diferenciaciones 
legislativas sin justificación constitucional o violatorias del principio de 
proporcionalidad en sentido amplio. No obstante lo anterior, debe 
destacarse que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
no es ciega a las desigualdades sociales, por lo que contiene diversas 
protecciones jurídicas a favor de grupos sujetos a vulnerabilidad, a través, 
por ejemplo, de manifestaciones específicas del principio de igualdad, 
tales como la igualdad entre el varón y la mujer (artículo 4o., párrafo 
primero) y la salvaguarda de la pluriculturalidad de los pueblos indígenas 
de manera equitativa (artículo 2o. apartado B). Así, la igualdad jurídica en 
nuestro ordenamiento constitucional protege tanto a personas como a 
grupos. De ahí que se considere que el derecho humano a la igualdad 
jurídica no sólo tiene una faceta o dimensión formal o de derecho, sino 
también una de carácter sustantivo o de hecho, la cual tiene como objetivo 
remover y/o disminuir los obstáculos sociales, políticos, culturales, 
económicos o de cualquier otra índole que impiden a ciertas personas o 
grupos sociales gozar o ejercer de manera real y efectiva sus derechos 
humanos en condiciones de paridad con otro conjunto de personas o 
grupo social. 
 
Amparo directo en revisión 1464/2013. Blanca Esthela Díaz Martínez. 
13 de noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
 
Amparo directo en revisión 3327/2013. Norma Karina Ceballos 
Aréchiga. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo en revisión 4034/2013. María Sixta Hernández del 
Ángel. 13 de agosto de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 



 

Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Vila. 
 
Amparo directo en revisión 1125/2014. Ignacio Vargas García. 8 de abril 
de 2015. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero 
de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 1340/2015. Clara Beatriz Nieto Hernández. 7 
de octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 126/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. DIFERENCIAS 
ENTRE SUS MODALIDADES CONCEPTUALES. El citado derecho 
humano, como principio adjetivo, se configura por distintas facetas que, 
aunque son interdependientes y complementarias entre sí, pueden 
distinguirse conceptualmente en dos modalidades: 1) la igualdad formal o 
de derecho; y, 2) la igualdad sustantiva o de hecho. La primera es una 
protección contra distinciones o tratos arbitrarios y se compone a su vez 
de la igualdad ante la ley, como uniformidad en la aplicación de la norma 
jurídica por parte de todas las autoridades, e igualdad en la norma jurídica, 
que va dirigida a la autoridad materialmente legislativa y que consiste en el 
control del contenido de las normas a fin de evitar diferenciaciones 
legislativas sin justificación constitucional o violatorias del principio de 
proporcionalidad en sentido amplio. Las violaciones a esta faceta del 
principio de igualdad jurídica dan lugar a actos discriminatorios directos, 
cuando la distinción en la aplicación o en la norma obedece explícitamente 
a un factor prohibido o no justificado constitucionalmente, o a actos 
discriminatorios indirectos, que se dan cuando la aplicación de la norma o 
su contenido es aparentemente neutra, pero el efecto o su resultado 
conlleva a una diferenciación o exclusión desproporcionada de cierto 
grupo social, sin que exista una justificación objetiva para ello. Por su 
parte, la segunda modalidad (igualdad sustantiva o de hecho) radica en 
alcanzar una paridad de oportunidades en el goce y ejercicio real y 
efectivo de los derechos humanos de todas las personas, lo que conlleva 
a que en algunos casos sea necesario remover y/o disminuir los 
obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra 
índole que impidan a los integrantes de ciertos grupos sociales 
vulnerables gozar y ejercer tales derechos. Por ello, la violación a este 
principio surge cuando existe una discriminación estructural en contra de 
un grupo social o sus integrantes individualmente considerados y la 
autoridad no lleva a cabo las acciones necesarias para eliminar y/o revertir 
tal situación; además, su violación también puede reflejarse en omisiones, 
en una desproporcionada aplicación de la ley o en un efecto adverso y 
desproporcional de cierto contenido normativo en contra de un grupo 
social relevante o de sus integrantes, con la diferencia de que, respecto a 
la igualdad formal, los elementos para verificar la violación dependerán de 
las características del propio grupo y la existencia acreditada de la 
discriminación estructural y/o sistemática. Por lo tanto, la omisión en la 
realización o adopción de acciones podrá dar lugar a que el gobernado 
demande su cumplimiento, por ejemplo, a través de la vía jurisdiccional; 
sin embargo, la condición para que prospere tal demanda será que la 
persona en cuestión pertenezca a un grupo social que sufra o haya sufrido 
una discriminación estructural y sistemática, y que la autoridad se 
encuentre efectivamente obligada a tomar determinadas acciones a favor 
del grupo y en posibilidad real de llevar a cabo las medidas tendentes a 
alcanzar la igualdad de hecho, valorando a su vez el amplio margen de 
apreciación del legislador, si es el caso; de ahí que tal situación deberá ser 
argumentada y probada por las partes o, en su caso, el juez podrá 
justificarla o identificarla a partir de medidas para mejor proveer. 
 
Amparo directo en revisión 1464/2013. Blanca Esthela Díaz Martínez. 
13 de noviembre de 2013. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 



 

Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez 
Valadez. 
 
Amparo directo en revisión 3327/2013. Norma Karina Ceballos 
Aréchiga. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
Amparo directo 19/2014. 3 de septiembre de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 1125/2014. Ignacio Vargas García. 8 de abril 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
Amparo directo en revisión 6055/2014. Leticia Romano Muñozcano y 
otros. 8 de julio de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quien formuló voto particular. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra 
Olguín. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 127/2017 (10a.) 
 
 

CENTROS CAMBIARIOS. LOS ARTÍCULOS 81-B DE LA LEY 
GENERAL DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL 
CRÉDITO Y TRIGÉSIMO, FRACCIÓN XIII, DE LAS DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS, REFORMADA MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE ENERO DE 2014, 
NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. El 
artículo 81-B citado establece, entre otras cuestiones, que para operar 
como centro cambiario y como transmisor de dinero, las sociedades 
anónimas deberán registrarse ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores y contar con el dictamen técnico favorable a que se refiere el 
artículo 86 Bis de la propia ley; en todo caso, deberán obtener cada 3 
años la renovación del registro aludido. Por su parte, el artículo trigésimo, 
fracción XIII, mencionado, señala que los centros cambiarios y los 
transmisores de dinero que ya se encontraban registrados ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, tienen un plazo de 240 días 
naturales a partir de la entrada en vigor del Decreto por el que se reforman 
y derogan diversas disposiciones en materia financiera y se expide la Ley 
para Regular las Agrupaciones Financieras, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 10 de enero de 2014, para solicitar la renovación de su 
registro, para lo cual deben tramitar y obtener el dictamen técnico referido, 
con la consecuencia de perder su carácter de centro cambiario o 
transmisor de dinero por ministerio de ley, en caso de incumplimiento. 
Ahora bien, los artículos indicados no violan el principio de irretroactividad 
de la ley, contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues dichas exigencias rigen a futuro y a 
todos los centros cambiarios por igual, además de que el legislador no 
está obligado a mantener siempre las mismas reglas de autorización y 
funcionamiento de éstos, como de ninguna otra entidad en materia de 
derecho público. Ello, porque la obtención de dicho registro es un acto 
administrativo regulado en la Ley del Mercado de Valores y en la Ley 
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, 
normatividad que está sujeta a reformas y modificaciones, según lo exijan 
el interés público y la dinámica legislativa y administrativa, por ello, no 
existe un derecho adquirido o patrimonio del concesionario. Además, 
siguiendo la teoría de los componentes de la norma, la modificación a los 
requisitos para obtener dicho registro no está afectando el supuesto ni su 
consecuencia ya consumada, por el contrario, opera hacia el futuro, pues 
una vez que se actualicen los supuestos de la norma vigente, esto es, que 
se cumplan los requisitos que prevé, se producirá la consecuencia 
derivada de ello, que es obtener el registro al amparo de las nuevas 
disposiciones.  
 
Amparo en revisión 1360/2015. Centro Cambiario Kamien, S.A. de C.V. y 
otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 15/2016. Plutarco Money Centro Cambiario, S.A. de 
C.V. y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 



 

quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 18/2016. Centro Cambiario Karem, S.A. de C.V. y 
otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 573/2016. Money de México Centro Cambiario, S.A. 
de C.V. y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1439/2015. El Dorado Centro Cambiario, S.A. de 
C.V. y otras. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 128/2017 (10a.) 
 
 

CENTROS CAMBIARIOS. LOS ARTÍCULOS 81-B Y TRIGÉSIMO 
TRANSITORIO, FRACCIÓN XIII, DE LA LEY GENERAL DE 
ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO, 
VIGENTE A PARTIR DE 2014, NO VULNERAN EL PRINCIPIO DE 
IGUALDAD. El mencionado artículo 81-B establece como requisito para 
que los centros cambiarios y transmisores de dinero obtengan su registro 
ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, contar con un dictamen 
técnico emitido por dicho organismo, en materia de prevención, detección 
y reporte de actos, omisiones u operaciones que pudiesen ubicarse en los 
supuestos de los artículos 139, 148 Bis o 400 Bis del Código Penal 
Federal. Ahora bien, el hecho de que conforme a lo dispuesto en el 
diverso Trigésimo Transitorio, fracción XIII, de la Ley de la materia, los 
centros cambiarios que se encontraban ya registrados, gozaran de un 
plazo de doscientos cuarenta días naturales a partir de la entrada en vigor 
de la citada reforma del mismo, para solicitar la renovación de su registro 
o de lo contrario, lo perderían por ministerio de ley; en tanto que los 
centros cambiarios de nueva creación, registrados conforme al tercer 
párrafo del artículo 81-B reformado, deberán obtener la renovación de 
dicho registro cada tres años, en términos de las disposiciones de carácter 
general que para esos efectos se emitan; no transgrede el principio de 
igualdad ante la ley, toda vez que el parámetro de comparación entre los 
mismos no es adecuado, en la medida en que versa sobre supuestos de 
hecho que no son homologables, pues las sociedades que ya contaban 
con el registro ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para 
operar como centros cambiarios no se sometieron a las nuevas medidas 
de vigilancia –las contempladas en el artículo 81-B– sino que lo obtuvieron 
al amparo de las disposiciones anteriores a la reforma de diez de enero de 
dos mil catorce; de ahí que, no se encuentran en la misma situación que 
aquéllas que obtuvieron su registro al amparo de las nuevas disposiciones 
y que forzosamente tuvieron que cumplir con los nuevos requisitos, 
incluido el dictamen técnico a que se refiere el artículo 86 Bis de la Ley 
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito.  
 
Amparo en revisión 1360/2015. Centro Cambiario Kamien, S.A. de C.V. y 
otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 15/2016. Plutarco Money Centro Cambiario, S.A. de 
C.V. y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 18/2016. Centro Cambiario Karem, S.A. de C.V. y 
otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 



 

Amparo en revisión 573/2016. Money de México Centro Cambiario, S.A. 
de C.V. y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1439/2015. El Dorado Centro Cambiario, S.A. de 
C.V. y otras. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 129/2017 (10a.) 
 
 

DERECHO POR LA EMISIÓN O RENOVACIÓN DEL DICTAMEN 
TÉCNICO SOLICITADO POR LOS CENTROS CAMBIARIOS, 
TRANSMISORES DE DINERO Y SOCIEDADES FINANCIERAS DE 
OBJETO MÚLTIPLE NO REGULADAS PARA OBTENER SU REGISTRO 
ANTE LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES. EL 
ARTÍCULO 29, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA 
QUE LO PREVÉ, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El artículo 81-B de la Ley General 
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito establece, entre 
otras cuestiones, que para operar como centro cambiario y como 
transmisor de dinero, las sociedades anónimas deberán registrarse ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y contar con el “dictamen 
técnico” favorable a que se refiere el artículo 86 Bis de la propia ley; en 
todo caso, deberán obtener cada 3 años la renovación del registro aludido. 
Ahora bien, el artículo 29, fracción XXVI, de la Ley Federal de Derechos, 
al establecer que se pagarán derechos por el servicio prestado por la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, específicamente por el estudio, 
el trámite y, en su caso, la emisión o renovación del dictamen técnico en 
materia de prevención, detección y reporte de actos, omisiones u 
operaciones que pudiesen ubicarse en los supuestos de los artículos 139, 
148 Bis o 400 Bis del Código Penal Federal, que soliciten los centros 
cambiarios, los transmisores de dinero y las sociedades financieras de 
objeto múltiple no reguladas para obtener su registro, no vulnera el 
principio de proporcionalidad tributaria, pues el pago de ese derecho se 
debe a que la emisión o la renovación del dictamen técnico aludido, 
implica un despliegue administrativo de actividades e implementación de 
sistemas que le permitan a la comisión, revisar y verificar la autenticidad 
de la información que le proporcionan los centros cambiarios; no obstante 
que el servicio público que desarrolla es de carácter simple, pues el actuar 
del órgano desconcentrado es constante, esto es, no se modifica en 
función del sujeto que solicite el servicio, ni del objeto. Así, el proceder del 
órgano estatal no se relaciona con las operaciones en concreto de cada 
centro cambiario o entidad solicitante del dictamen técnico, sino que está 
en función de la verificación de la idoneidad de los mecanismos, 
procedimientos, manuales e incluso personal de las entidades, dentro de 
los parámetros fijados por la ley, para blindar a estos centros cambiarios a 
efecto de que, a través de ellos, no se realicen actos y operaciones que 
pudieran implicar la comisión de los delitos de terrorismo, terrorismo 
internacional u operaciones con recursos de procedencia ilícita; por lo que 
la individualización de su costo no tiene que reflejar una graduación en la 
intensidad del uso del mismo, por el contrario, debe ser fijo, pues en el 
caso el aumento en el uso está en función de las veces en que se 
actualice el hecho imponible (la emisión del dictamen). 
 
Amparo en revisión 1360/2015. Centro Cambiario Kamien, S.A. de C.V. y 
otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 15/2016. Plutarco Money Centro Cambiario, S.A. de 
C.V. y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 



 

Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 18/2016. Centro Cambiario Karem, S.A. de C.V. y 
otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 573/2016. Money de México Centro Cambiario, S.A. 
de C.V. y otras. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo en revisión 1439/2015. El Dorado Centro Cambiario, S.A. de 
C.V. y otras. 21 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón 
Ramírez. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 130/2017 (10a.) 
 
 

MANDATO. PARA TENER CERTEZA DE SU IRREVOCABILIDAD, NO 
SE REQUIERE ASENTAR EL MOTIVO QUE DIO ORIGEN AL 
CONTRATO BILATERAL EN EL QUE SE ESTABLEZCA COMO 
CONDICIÓN O LA OBLIGACIÓN PARA CUYO CUMPLIMIENTO SE 
CELEBRÓ (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL 
ESTADO DE MÉXICO). De los artículos 2596 del Código Civil para el 
Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México y 7.816 del Código 
Civil del Estado de México, se advierte que el mandato es irrevocable 
cuando su otorgamiento se hubiere estipulado como una condición en un 
contrato bilateral, o como un medio para cumplir una obligación contraída; 
luego, establecer la exigencia de que se asiente en el documento privado 
o en el instrumento público (según sea el caso) en que obre, el motivo que 
dio origen al contrato bilateral en el que se establezca su irrevocabilidad, 
implicaría una obligación cuya sola inobservancia conllevaría la nulidad de 
la cláusula respectiva, sin que dichas legislaciones (Título Noveno para 
ambos Códigos Civiles) establezcan ese requisito, además de que la 
subsistencia del negocio que dé lugar a la irrevocabilidad del mandato, 
tampoco depende de que sea descrito en éste, sino de diversas 
circunstancias que podrían, incluso, ser imprevisibles para las partes; de 
ahí que tal inserción no abonaría a generar mayor certidumbre entre las 
partes ni con los terceros que hubiesen tenido injerencia en su ejecución, 
aunado a que cuando en juicio se pone en duda su irrevocabilidad, por 
cuestionarse la existencia o subsistencia del negocio en que se sustenta, 
las partes cuentan con un amplia gama de probanzas que las leyes 
procesales les confieren para acreditar, precisamente, la negociación 
referida, por virtud de la que fue otorgado el mandato y propició su 
irrevocabilidad. 
 
Contradicción de tesis 193/2016. Entre las sustentadas por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en Nezahualcóyotl, Estado 
de México. 18 de octubre de 2017. La votación se dividió en dos partes: 
mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 651/2011, sostuvo la tesis I.5o.C.1 C (10a.), de 
rubro: MANDATO. ES NECESARIO ESTABLECER LA CLÁUSULA DE 
IRREVOCABILIDAD EN EL DOCUMENTO QUE CON TAL CARÁCTER 
SE OTORGUE." publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro VIII, mayo de 2012, Tomo 2, página 2067, 
con número de registro 2000844. 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en 
Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el amparo directo 413/2014, 
sostuvo la tesis II.1o.29 C (10a.), de rubro: “MANDATO. NO PUEDE 
DESVIRTUARSE LA EXISTENCIA DEL CONTRATO BILATERAL O DE 
LA OBLIGACIÓN CONTRAÍDA CON ANTERIORIDAD, POR EL HECHO 
DE QUE NO SE PLASME LA CLÁUSULA DE IRREVOCABILIDAD EN EL 
DOCUMENTO QUE LO CONTIENE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 



 

MÉXICO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 5 de junio de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, junio de 2015, Tomo 
III, página 2311, con número de registro 2009322. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 131/2017 (10a.) 
 
 

VÍA ORDINARIA MERCANTIL. PROCEDE PARA EL EJERCICIO DE LA 
ACCIÓN PERSONAL DE COBRO DE UN CRÉDITO, SIN QUE SE 
PUEDA RECLAMAR DE MANERA ACCESORIA LA EJECUCIÓN DE LA 
GARANTÍA HIPOTECARIA. El artículo 1055 BIS del Código de Comercio 
refiere que el actor, a su elección, podrá ejercitar sus acciones en juicio 
ejecutivo mercantil, ordinario, especial, sumario hipotecario o el que 
corresponda cuando el crédito tenga garantía real. En el mismo sentido, la 
doctrina jurisprudencial de esta Primera Sala ha concluido que la instancia 
procedente para el ejercicio de la acción personal de cobro de un crédito 
con garantía hipotecaria, es la vía ordinaria mercantil. De acuerdo con lo 
anterior, es procedente la vía ordinaria mercantil cuando el actor ejercite la 
acción personal de cobro derivado de un contrato de crédito, sin que 
constituya obstáculo para ello que de la demanda se desprendan 
prestaciones accesorias vinculadas con la ejecución de la garantía 
hipotecaria, en todo caso, el operador jurídico debe omitir el estudio de las 
prestaciones vinculadas a la acción real y concretar su pronunciamiento 
en analizar y definir el fondo de la acción personal de cobro. 
 
Contradicción de tesis 140/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 8 de marzo de 2017. La votación 
se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Norma Lucía Piña Hernández, quienes reservaron su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 
Justino Barbosa Portillo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 300/2013, sostuvo que si la pretensión 
del actor es sólo cobrar el crédito otorgado al demandado, puede ejercer 
tanto la vía ejecutiva mercantil como la ordinaria, según corresponda, pero 
si lo pretendido no es sólo el crédito, sino además hacer efectiva la 
garantía hipotecaria, necesariamente tendrá que acudir a la vía hipotecaria 
civil y seguir el procedimiento especial establecido en la legislación local 
para tales efectos, lo anterior con el fin de no violentar el derecho de 
audiencia de terceros que hayan adquirido la propiedad dada en garantía. 
 
El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 17/201 y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 502/2014, sostuvieron que 
si bien en la sentencia que se dicta en un juicio mercantil ordinario, 
atendiendo a su particular naturaleza jurídica, no puede legalmente 
declararse la ejecución de la garantía hipotecaria por ser propio de un 
juicio hipotecario, lo cierto es que, conforme a lo previsto en el artículo 
1347 del Código de Comercio, en la etapa de ejecución del juicio mercantil 
sí puede existir el embargo y posteriormente el remate del bien 
hipotecado, por lo que el hecho de que el crédito cuyo pago se demanda 
esté garantizado con hipoteca y que la actora pida la ejecución de esa 
garantía no son circunstancias que, por sí solas, impidan la procedencia 
de la vía mercantil ordinaria ejercida. 
 



 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 132/2017 (10a.) 
 
 

NULIDAD DE MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO, 
CUANDO LOS CÓNYUGES TIENEN DOMICILIO CONYUGAL EN 
MÉXICO. LOS JUECES LOCALES TIENEN COMPETENCIA JUDICIAL 
INTERNACIONAL PARA CONOCER DE LA PRETENSIÓN Y ESTÁN 
FACULTADOS PARA RESOLVERLA APLICANDO EL DERECHO 
EXTRANJERO, SIEMPRE Y CUANDO EXISTA RECIPROCIDAD EN 
ELLO, CON EL ESTADO EN QUE DICHO ACTO JURÍDICO SE 
CELEBRÓ. Si un matrimonio se celebró bajo las leyes de un país 
extranjero y los cónyuges tienen su domicilio conyugal en México, esa 
relación jurídica matrimonial se erige como de carácter internacional, en 
tanto le son aplicables dos sistemas jurídicos diversos, el del Estado 
extranjero en lo relativo a su constitución y el del Estado Mexicano en 
cuanto a sus efectos. Ahora bien, cuando se formula ante el juez local 
mexicano una pretensión de nulidad de matrimonio celebrado en el 
extranjero ante la circunstancia de que el domicilio marital está en México, 
éste podrá conocer de la misma si se satisfacen dos condiciones: 1) que 
se actualice su competencia judicial internacional con base en las reglas 
de su sistema jurídico interno; y 2) que exista reciprocidad para la 
aplicación de derecho extranjero en casos análogos entre los Estados 
cuyos órdenes jurídicos están involucrados. En efecto, tratándose de la 
competencia judicial internacional, el juzgador local tendrá que analizar si 
el orden interno que rige su función le faculta para conocer conforme a la 
regla competencial del foro (por ejemplo, atendiendo a la ubicación del 
domicilio conyugal); pero además, tomando en cuenta que conforme al 
Derecho Internacional Privado, a una pretensión de nulidad de matrimonio 
le resulta aplicable la norma conflictual que dispone que la forma de ese 
acto jurídico se rige por la ley del lugar de su celebración, se torna 
indispensable para dilucidar la validez o nulidad del matrimonio, la 
aplicación del derecho sustancial del Estado extranjero bajo el cual se 
constituyó el matrimonio y, en ese sentido, para que el juez nacional 
pueda conocer de la acción aludida, es necesario que entre México y el 
Estado extranjero de que se trate, exista reciprocidad para la aplicación de 
derecho extranjero, ya que la declaración de nulidad de un matrimonio 
conlleva privar de efectos un acto jurídico solemne en cuya constitución 
interviene necesariamente un órgano público estatal que autoriza o 
formaliza ese acto mediante la expedición de un documento público, lo 
que hace exigible el compromiso de reciprocidad para la validez y eficacia 
de la decisión del juez nacional al respecto frente al Estado extranjero, 
pues de otro modo, aunque la soberanía de nuestro país no se pudiere 
considerar vulnerada con la aplicación de la ley extranjera en tanto que el 
ordenamiento interno mexicano prevé la posibilidad de aplicación del 
derecho extranjero, la sentencia judicial que al efecto se dicte sí pudiere 
significar una injerencia en la soberanía de ese otro país, pues si éste no 
ha externado su voluntad de aplicar derecho extranjero en reciprocidad en 
la materia de que se trate, debe entenderse que no ha consentido en 
verse vinculado por decisiones judiciales provenientes de un Estado 
diverso, que pudieren tener por efecto invalidar algún acto jurídico en el 
que tuvo participación como órgano estatal.    
 
Contradicción de tesis 372/2015. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Segundo Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito. 15 de 
noviembre de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 



 

cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Mayoría de cuatro votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura 
Patricia Román Silva. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Segundo 
Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 811/1995, con la tesis 
aislada II.1o.C.T.71 C, de rubro: “NULIDAD DE CONTRATO DE 
MATRIMONIO, CELEBRADO EN PAÍS EXTRANJERO. 
IMPROCEDENCIA DE SU RECLAMO.”, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, 
septiembre de 1996, página 679, registro 201461. 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 292/2015, con las tesis III.2º.C. 42 C, 
de rubro: “MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO. REGLAS 
GENERALES EN MATERIA CONFLICTUAL PARA QUE UN TRIBUNAL 
MEXICANO DECLARE SU NULIDAD.”;  III.2º.C.45 C, de rubro: 
“NORMAS DE CONFLICTO. REGLAS ESPECÍFICAS PARA 
RESOLVERLO ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 15 DEL CÓDIGO 
CIVIL DEL ESTADO DE JALISCO.”; y III.2º.C.44 C, de rubro: “NORMAS 
DE CONFLICTO. SU FUNCIÓN.”, publicadas en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 4 de marzo de 2016 a las  10:15 horas y en a 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 28, 
marzo de 2016, Tomo II, páginas 1735, 1741 y 1742, registros 2011203, 
2011206 y 201207, respectivamente.  
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 133/2017 (10a.) 
 
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA 
OMISIÓN DEL CONSEJO DE ATENCIÓN Y APOYO A VÍCTIMAS DEL 
DELITO DEL DISTRITO FEDERAL DE EMITIR OPINIÓN RESPECTO DE 
LA PROCEDENCIA O IMPROCEDENCIA DE UNA SOLICITUD DE 
APOYO ECONÓMICO. SE SURTE EN FAVOR DEL JUEZ DE DISTRITO 
COMPETENTE PARA CONOCER DE MATERIA PENAL. El trámite que 
se sigue para lograr el pronunciamiento del citado Consejo, respecto de la 
procedencia o improcedencia de conceder un apoyo económico está 
vinculado con el procedimiento penal, al menos, en un aspecto: la 
identificación de la víctima, pues esa calidad que, en principio, se 
reconoce en aquél, es además indispensable para poder ser beneficiario 
de las prerrogativas que concede la Ley de Atención y Apoyo a las 
Víctimas del Delito del Distrito Federal. Con base en lo anterior, se 
concluye que la omisión del Consejo de pronunciarse al respecto debe 
considerarse un acto materialmente penal, aunque formalmente proceda 
de una autoridad administrativa, puesto que esa omisión está conectada 
funcionalmente con la procedencia o improcedencia del apoyo en 
cuestión, y para emitir un pronunciamiento al respecto, es necesario que, 
a partir del análisis del proceso penal, se emita un juicio respecto del 
carácter delictivo de determinados hechos, se identifique a una persona 
como víctima u ofendida de los mismos al haber resentido un daño por la 
afectación del bien jurídico tutelado, se examinen la magnitud e índole del 
daño en cuestión, y, entre otras cosas, se constate que ese daño no ha 
sido reparado por el imputado o que no existe una condena a la 
reparación del mismo; cuestiones que deben analizarse con base, 
precisamente, en la legislación substantiva en materia penal. Por lo tanto, 
si el artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
atribuye competencia con base en la naturaleza penal de los actos, al 
margen del carácter formal de la autoridad emisora, y atendiendo al 
principio de especialidad que reserva la competencia de los asuntos en 
función de los requerimientos de especialización por materia para 
juzgarlos, se concluye que el juez de distrito competente para conocer de 
ese acto es el especializado en materia penal. Sin que obste que la 
omisión sea un acto formal, pues no hay ninguna razón para 
descontextualizar el acto y atribuir la competencia a un juez de distrito 
especializado en distinta materia del que debe conocer del 
pronunciamiento que finalmente se emita; ni tampoco obsta el hecho de 
que la procedencia del apoyo económico no dependa de la identificación y 
condena del perpetrador, porque, en cualquier caso, sí depende de la 
constatación de la existencia de un delito, de la víctima u ofendido, y de la 
existencia del daño causado y sus características; lo que requiere de un 
juicio o análisis materialmente penal. Conclusión que no prejuzga sobre la 
procedencia del amparo en cada caso concreto. 
 
Contradicción de tesis 327/2016. Entre las sustentadas por el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 15 de 
noviembre de 2017. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González 
Piña. 
 



 

Tesis y/o criterios contendientes: 
El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 7/2016, determinó que la omisión del 
consejo de atención y apoyo para víctimas del delito para la Ciudad de 
México de dictar resolución respecto de una solicitud de apoyo económico 
es un acto de naturaleza penal, por lo que corresponde conocer del 
amparo promovido en su contra a un juez de distrito en materia penal. 
 
El Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 28/2016, determinó que en 
términos del artículo 144 de la Ley General de Víctimas, la omisión del 
consejo de atención y apoyo para víctimas del delito para la Ciudad de 
México de dictar resolución respecto de una solicitud de apoyo económico, 
es un acto de naturaleza administrativa, por lo que corresponde conocer 
del amparo promovido en su contra, a un juez de distrito en materia 
administrativa. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintidós de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 134/2017 (10a.) 
 
 

IDENTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA PERSONA SUJETA A 
PROCESO PENAL (FICHA SIGNALÉTICA). LA ORDEN DEL JUEZ DEL 
PROCESO PENAL PARA QUE SE RECABE, SIN QUE MEDIE 
PETICIÓN EXPRESA DEL MINISTERIO PÚBLICO, NO VULNERA LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD E IGUALDAD PROCESAL. El artículo 165 
del Código Federal de Procedimientos Penales, abrogado, establece que, 
dictado el auto de formal prisión o el de sujeción a proceso se identificará 
al procesado por el sistema adoptado administrativamente. Ahora bien, la 
ficha de identificación que se realiza a las personas sujetas a proceso 
penal, una vez que se formaliza esa sujeción, obedece a finalidades 
registrales y administrativas que le permiten a la autoridad judicial cumplir 
con algunas de las atribuciones relativas a la organización de los procesos 
judiciales, las cuales derivan esencialmente de la necesidad de certeza y 
seguridad jurídica, incluso de las personas inculpadas. Por lo tanto, la 
ficha de identificación de la persona inculpada es una medida de carácter 
administrativo que facilita el cumplimiento de funciones inherentes a la 
tramitación del proceso penal, como evitar la confusión de la persona 
procesada, verificar indubitablemente su identidad para establecer o 
eliminar fehacientemente la reincidencia, organizar adecuadamente el 
proceso penal a partir del cumplimiento de ciertas diligencias, o bien servir 
simplemente como registro. Así, en tanto la información contenida en la 
ficha se relacione con funciones administrativas o registrales, es 
indiferente quien solicita su emisión. Esto significa que no existe avance 
injusto de las pretensiones punitivas del ministerio público si quien solicita 
su realización es la autoridad judicial, aun en ausencia de petición explícita 
de aquél. En consecuencia, esta actitud oficiosa no vulnera el principio de 
legalidad, pues el juez no excede sus facultades constitucionales o 
legales, ni el principio de igualdad procesal, aunado a que el juez no 
beneficia incorrectamente la pretensión punitiva del ministerio público. 
 
Contradicción de tesis 124/2016. Entre las sustentadas por el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 17 de mayo de 
2017. La votación se dividió en dos partes: Mayoría de cuatro votos por la 
competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 201/2014, sostuvo la tesis aislada I.6o.P.67 
P (10a.), de rubro: “IDENTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA Y 
ANTECEDENTES PENALES DEL PROCESADO. SI AL DICTARSE EL 
AUTO DE FORMAL PRISIÓN, EL JUEZ ORDENA QUE SE RECABEN 
SIN EXISTIR PETICIÓN EXPRESA DEL MINISTERIO PÚBLICO EN EL 
PLIEGO DE CONSIGNACIÓN, SE VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD E IGUALDAD PROCESAL DE LAS PARTES.”, publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de junio de 2015 a 
las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 19, junio de 2015, Tomo III, página 2241, con 
número de registro digital 2009429. 



 

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 329/2015, sostuvo la tesis aislada II.2o.P.42 
P (10a.), de rubro: “ORDEN DE IDENTIFICACIÓN ADMINISTRATIVA 
(FICHA SIGNALÉTICA). AL SER UNA DISPOSICIÓN CON FINES 
ADMINISTRATIVOS DE CONTROL QUE DERIVA, POR MINISTERIO DE 
LEY, DEL AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO, Y NO UNA SANCIÓN, 
EL QUE SE ORDENE QUE SE RECABE SIN PETICIÓN EXPRESA DEL 
MINISTERIO PÚBLICO, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE 
IGUALDAD PROCESAL Y CONTRADICCIÓN.”, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de noviembre de 2016 
a las 10:36 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 36, noviembre de 2016, Tomo IV, página 2406, 
registro digital 2013186. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
treinta de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 135/2017 (10a.) 
 
 

DELITOS CONTRA EL AMBIENTE Y LA GESTIÓN AMBIENTAL. 
INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 420, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL. De la interpretación sistemática de citado precepto 
legal, cuya materia de protección es el medio ambiente y la gestión 
ambiental, se considera que los elementos objetivos que integran el tipo 
penal pueden identificarse a partir de su segmentación en tres momentos, 
cada uno de los cuales resulta necesario para tener por configurada la 
conducta típica: (1) alguno de los verbos rectores que describen las 
distintas acciones típicas; (2) la identificación genérica de los objetos del 
delito en las formas enumeradas, y (3) al menos una de las condiciones o 
circunstancias de riesgo en las cuales es necesario que se encuentren los 
objetos del ilícito para que la conducta desplegada resulte típica. Tales 
elementos objetivos se encuentran en la redacción de la porción normativa 
en cuestión de la siguiente forma: (a) en primer lugar, los verbos rectores: 
realizar cualquier actividad con fines de tráfico, capturar, poseer, 
transportar, acopiar, introducir al país o extraer del país; (b) en segundo 
lugar, los objetos del ilícito: algún ejemplar, producto, subproducto o 
recursos genéticos de una especie de flora o fauna silvestre, terrestre o 
acuática, y (c) en tercer y último lugar, las condiciones o circunstancias de 
riesgo en las que la especie de flora o fauna silvestre terrestre o acuática, 
a la que pertenecen el ejemplar, los productos, subproductos o recursos 
genéticos, deberá encontrarse, esto es, que esté en veda, que sea 
considerada endémica, amenazada, en peligro de extinción, sujeta a 
protección especial, o regulada por algún tratado internacional del que el 
Estado Mexicano sea parte. Luego, la frase “en veda” califica 
alternativamente a los objetos del ilícito de la misma forma que el resto de 
las categorías de riesgo enlistadas en el tipo penal. Esto es, la alternancia 
de cualidades específicas de los objetos del ilícito para una correcta 
adecuación típica comienza justamente con la posibilidad de que las 
especies de flora o fauna silvestres, terrestres o acuáticas se encuentren 
bajo una declaratoria de veda. Por tanto, el juzgador deberá verificar que 
en la conducta a encuadrar concurra alguna de las opciones que cada uno 
de los tres estadios descritos ofrecen, de lo contrario, no podrá tenerse por 
acreditada la conducta delictiva. 
 
Contradicción de tesis 244/2015. Entre las sustentadas por el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y 
el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 6 de 
septiembre de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. 
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 

El Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Cuarto Circuito, al resolver los amparos en revisión 192/2013 y 194/2013, 
sostuvo que para efectos de la actualización del delito contra la 
biodiversidad previsto en la fracción IV del artículo 420 del Código Penal 
Federal, además de “la declaratoria de veda”, se requiere que la especie 
esté considerada endémica, amenazada, en peligro de extinción, sujeta a 
protección especial, o regulada por algún tratado internacional del que 
México sea parte. 



 

 
El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 211/2014, sostuvo que para que se actualice el delito 
contra la biodiversidad previsto en el artículo 420, fracción IV, del Código 
Penal Federal, se requiere que la conducta típica se ejecute contra un 
ejemplar de especie de fauna silvestre acuática en veda, sin que 
adicionalmente exista alguna declaratoria en cuanto a que sean especies 
endémicas, amenazadas, en peligro de extinción, sujeta a protección 
especial, o regulada por algún tratado internacional del que México sea 
parte. 
 
LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA, 
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, C E R T I F I C A: 
Que el rubro y texto de la anterior tesis jurisprudencial fueron 
aprobados por la Primera Sala de este alto tribunal, en sesión de 
veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete. Ciudad de México, a 
treinta de noviembre de dos mil diecisiete. Doy fe. 
 
 
 
PMP/lgm. 
 
 
 
 
 
 
 
 


